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PROYECTO DE LEY NÚMERO 203 DE 2012 
CÁMARA

por medio de la cual se despenaliza la siembra y cul-
tivos de la mata de coca, marihuana y otras plantas 

que producen sustancias psicoactivas.
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. La siembra y cultivos de plantacio-

nes de coca y marihuana, así como el comercio, pro-
cesamiento, distribución y consumo de sustancias 
psicoactivas, dejarán de ser delito en Colombia a 
partir de la aprobación de la presente ley. 

Parágrafo. Una vez vigente esta ley, dejará de 
existir la aspersión área y la erradicación manual de 
los cultivos de coca, marihuana y demás plantas que 
producen sustancia psicoactivas. 

Artículo 2°. Facúltese al Gobierno Nacional para 
que en un plazo no inferior a un año establezca los 
instrumentos necesarios que permitan prevenir el 
consumo, y manejar médicamente la adicción. 

Artículo 3°. A partir de la vigencia de la presente 
ley, el Sistema General de Seguridad Social en Sa-
lud (SGSSS), del país deberá diseñar planes de pre-
vención para evitar el consumo de estas sustancias y 
atención a la población drogadicta. Los costos que 
generen la prevención y tratamiento estarán a cargo 
del Gobierno Nacional. 

Artículo 4°. El Gobierno Nacional, implementa-
rá programas de asistencia técnica y ayuda especial 
para aquellos campesinos que opten por no continuar 
cultivando hoja de coca y otras plantaciones que pro-
ducen sustancias psicoactivas.

Artículo 5°. El Gobierno Nacional expondrá en 
los escenarios internacionales las razones y motivos 
que llevaron al país a tomar la decisión de despe-
nalizar la siembra, comercialización, transporte y 
consumo de las drogas psicoactivas. Igualmente por 
intermedio de la Cancillería, denunciará los tratados 

país, en los cuales se comprometió a combatir estas 
conductas. 

Artículo 6°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga las normas que le sean con-
trarias.

Constantino Rodríguez Calvo,
Representante a la Cámara,

Departamento del Guaviare.
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Colombia es uno de los países más azotados por 

comenzó a tomar auge a partir del momento en que 
los países industrializados, comenzaron a consumir 
grandes cantidades de narcóticos, acrecentando el fe-
nómeno cuando la respuesta a la expansión del con-
sumo fue la represión y la penalización. 

Así las cosas, aparecen los carteles que se dedican 
al transporte, venta y comercialización de estupefa-
cientes en grandes cantidades y a obtener enormes 
ganancias que superan, incluso, a las que genera la 
explotación y producción petrolera en el mundo. Co-
lombia por ser un país de topografía y clima tropical, 
presentó condiciones propicias para la siembra y cre-
cimiento vigoroso de cultivos de uso ilícito y el con-
secuente auge y desarrollo de la ilícita actividad del 

-

cada día tomaba más ribetes internacionales hasta 
convertirse en una verdadera plaga de la humanidad. 

Cuando los gobiernos de Colombia entendieron la 
dimensión del problema y empezaron a combatirlo, 

el asesinato de grandes dirigentes políticos, comen-
zando con los ex Ministros de Justicia, Rodrigo Lara 

-

Jueces de la Republica y cantidades de miembros de 
las Fuerzas Militares y de policía cayeron inmolados 
en el cumplimiento de su deber. 
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apoyo de la comunidad internacional especialmente 
-

promisos internacionales, despliega todo su accionar 

aliándose con los grupos al margen de la ley, colo-
cando en aprietos la institucionalidad colombiana 
con atentados terroristas y la toma del Palacio de 
Justicia. Las guerrillas marxistas-leninistas de las 

aliado en la consecución de recursos para su lucha 
terrorista y entran de lleno en el negocio, agravando 
más la situación de nuestro país. 

No obstante contar con la ayuda de los Estado 
Unidos tanto en inteligencia como en recursos, las 
estadísticas muestran que el fenómeno en lugar de 
reducirse se incrementa, y que ya no es solo en Co-
lombia sino en México, Suramérica y Centroamé-

gobierna la institucionalidad de estos países, por los 
grandes volúmenes de dinero que mueve esta activi-
dad criminal. 

En buena hora el Presidente de Guatemala, el doc-
tor Otto Pérez Molina comenzó a liderar una cruzada 
internacional, para la despenalización de las drogas 
ilícitas, a las que se han sumado importantes voces 
de líderes mundiales, como el premio Nóbel, Gabriel 

-
dozo de Brasil, Felipe Gonzáles de España, Ricar-
do Lagos de Chile, entre otros. Colombia apoya la 
idea de llevar al dialogo multilateral en la próxima 
cumbre de las Américas a realizarse en la ciudad de 
Cartagena, la propuesta de la despenalización de las 
drogas, donde los Estado Unidos, al menos, aceptó 
discutir el tema. 

El Gobierno Nacional se empeña en mostrar como 
respuesta a las campañas de erradicación de cultivos 

amplios programas de fomento y ayuda para la susti-
tución de estos cultivos, pero la realidad no es como 

estas políticas día a día aumenta considerablemente 
y el crédito de fomento y la mano amiga del gobierno 

-
mado por la ciudadanía que se considera víctima de 
las fumigaciones. 

Otro aspecto relevante de este fenómeno es el 
porcentaje de personas privadas de la libertad por de-

según estadísticas del INPEC, la población carcela-
ria en los años 2003 y 2009, osciló entre el 16 y 19%, 
convirtiéndose en el tercer grupo de delitos más im-
portantes, solamente superados por los que afectan el 
patrimonio económico y aquellos que menoscaban la 
vida e integridad personal. 

Honorables parlamentarios, existen muchas ra-
zones y fundamentos que prueban que el camino 
correcto a transitar por Colombia y la comunidad 
internacional es la despenalización de la siembra, co-
mercialización, transporte y consumo de las drogas 

-
mente expuestos, deseo traer a esta discusión un do-
cumento, titulado “Diez razones para legalizar las 
drogas”, escrito por el doctor Juan Carlos Hidalgo, 
del Instituto Cato, con sede en Washington, dedicado 

-
do a partidos políticos. Textualmente señala: 

. a legalizaci n pondría n a la parte e age-
radamente lucrativa del negocio del narcotr co, al 
traer a la super cie el mercado negro e istente.  con 
la desaparici n de la clandestinidad del narcotr co 
disminuye dramáticamente la problemática social 
ligada a dicha actividad. La actual prohibición de 
las drogas no detiene al mercado, simplemente lo ha 
sumergido bajo el manto de la ilegalidad, y cuan-
do un negocio es un crimen, los criminales tomarán 
parte de este. eg n las aciones nidas, el trá co 
de drogas genera $400.000 millones anuales, lo cual 
representa un 8% del comercio mundial, comparable 
con la industria de te tiles. icho botín representa 
una tentación irresistible para los criminales del 
mundo. 

2. La legalización reduciría dramáticamente el 
precio de las drogas, al acabar con los altísimos cos-
tos de producción e intermediación que implica la 
prohibición. sto signi ca que mucha gente que po-
see adicción a estas sustancias no tendrá que robar 
o prostituirse con el n de costear el actual precio 
in ado de dichas sustancias. 

3. Legalizar las drogas haría que la fabricación 
de dichas sustancias se encuentre dentro del alcan-
ce de las regulaciones propias de un mercado legal. 

ajo la prohibición, no e isten controles de calidad 
ni venta de dosis estandarizadas. Esto ha conducido 
a niveles de mortalidad altos a causa de sobredo-
sis o envenenamiento por el consumo de drogas. e 
hecho, según un estudio del Cato Institute realizado 
por James Ostrowski, el 80% de las muertes relacio-
nadas con drogas se debe a la falta de acceso a dosis 
estandarizadas. 

4. El narcotrá co ha e tendido sus tentáculos 
en la vida política de los países. Importantes gu-
ras políticas a lo largo de Latinoamérica han sido 
ligadas con personalidades y dineros relacionados 
con el trá co de drogas. al vez aquí yace la razón 
por la cual la guerra contra las drogas se intensi ca 
a o con a o. Los grandes narcotra cantes son los 
que más se bene cian con la actual prohibición, y 
los operativos antidrogas que se practican en Lati-
noamérica sirven para eliminarles la competencia 
que enfrentan por parte de los pequeños y medianos 
distribuidores. La legalización acabaría con esta ne-
fasta alianza del narcotrá co y el poder político.

5. Legalizar las drogas acabaría con un foco im-
portante de corrupción, la cual aumenta en todos los 
niveles del gobierno debido a que una substancial 
cantidad de policías, o ciales de aduana, jueces 
y toda clase de autoridades han sido comprados, 
sobornados o e torsionados por narcotra cantes, 
creando un gran ambiente de descon anza por parte 
de la población hacia el sector público en general. 

6. Los gobiernos dejarían de malgastar miles de 
millones de dólares en el combate de las drogas, re-
cursos que serían destinados a combatir a los verda-
deros criminales: los que le violan los derechos a los 
demás (asesinos, estafadores, violadores, ladrones, 
grupos terroristas). Además, con la legalización se 
descongestionarían las cárceles, las cuales hoy en 
día se ven inundadas por gente cuyo único crimen 
fue el consumo de sustancias que están prohibi-
das por la ley. odos estos esfuerzos por combatir 
el trá co de drogas han sido inútiles. or ejemplo, 
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las mismas autoridades reconocen que a pesar de 
todo el dinero gastado, los esfuerzos actuales solo 
interceptan el 13% de los embarques de heroína y un 
má imo del 28% de los de cocaína. e acuerdo con 
las Naciones Unidas, las ganancias de las drogas 
ilegales están tan in adas que tres cuartos de todos 
los embarques deberían ser interceptados con el n 
de reducir de manera signi cativa lo lucrativo del 
negocio. 

. Con la legalización se acaba el prete to del 
Estado de socavar nuestras libertades con el n de 
llevar a cabo esta guerra contra las drogas. Inter-
venciones telefónicas, allanamientos, registro de e -
pedientes, censura y control de armas son actos que 
atentan contra nuestra libertad y autonomía como 
individuos. Si hoy en día las drogas son accesibles 
incluso en las áreas de má ima seguridad de las 
prisiones, ni siquiera convirtiendo a nuestros países 
en cárceles vamos a lograr mantener a las drogas 
fuera del alcance de aquellos que quieran consumir-
las. Legalizando estas sustancias evitaremos que los 
gobiernos conviertan a nuestros países en prisiones 
de facto. 

8. Legalizar las drogas desactivará la bomba de 
tiempo en la que se ha convertido Latinoamérica, es-
pecialmente países como Ecuador, Bolivia y Colom-
bia. En este último, las guerrillas nanciadas por el 
narcotrá co manejan miles de millones de dólares en 
equipos militares de primera línea, y amenazan con 
e tender su lucha a países como anamá, Brasil y e-
nezuela. Hace un par de años se descubrió la fabrica-
ción de un submarino en Colombia para el transporte 
de armamentos y drogas, lo que demuestra el poderío 
de estos grupos guerrilleros. odo esto ha llevado a 
una intervención creciente por parte de Estados Uni-
dos, quienes desde hace un par de años han venido 
fortaleciendo su presencia militar en la región de una 
manera nunca vista desde el n de la uerra ría. 

9. En una sociedad en donde las drogas son lega-
les, el número de víctimas inocentes producto del con-
sumo y la venta de estupefacientes se vería reducido 
substancialmente. La actual política afecta directa-
mente tanto a los consumidores de narcóticos como a 
terceros. Es así como gran cantidad de personas que 
nunca han consumido estas sustancias o que no están 
relacionadas con la actividad se ven perjudicadas o 
incluso pierden la vida debido a las e ternalidades  
de la guerra contra las drogas: violencia urbana, 
abusos policiales, con scación de propiedades, alla-
namientos equivocados, entre muchos otros. 

10. La legalización conducirá a que la sociedad 
aprenda a convivir con las drogas, tal y como lo ha 
hecho con otras sustancias como el alcohol y el ta-
baco. El proceso de aprendizaje social es sumamente 
valioso para poder disminuir e internalizar los efec-
tos negativos que se derivan del consumo y abuso de 
ciertas sustancias. Sin embargo, políticas como las 
de la prohibición, al convertir a los consumidores en 
criminales, desincentivan la aparición de comporta-
mientos y actitudes sociales necesarios para poder 
lidiar con los problemas de la adicción y el consumo 
tempranero de dichas sustancias . 

Honorables Congresistas, los argumentos aquí 
expuestos, son las razones fundamentales que me 
motivan como Representante a la Cámara por el 
Guaviare, uno de los departamentos más azotados 

solicitar de ustedes su colaboración y apoyo.
Constantino Rodríguez Calvo,

Representante a la Cámara,
Departamento del Guaviare.

CÁMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARÍA GENERAL

El día 21 de marzo del año 2012 ha sido presenta-
do en este despacho el Proyecto de ley número 203, 
con su correspondiente exposición de motivos, por 
el honorable Representante Constantino Rodríguez.

El Secretario General,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

* * *
PROYECTO DE LEY NÚMERO 204 DE 2012 

CÁMARA
mediante la cual se modi ca el artículo 160  

de la Ley 769 de 2002.
Artículo 1°. El artículo 160 de la Ley 769 de 

2002, quedará así: 
Artículo 160. estinación. De conformidad con 

las normas presupuestales respectivas, el recaudo 
por concepto de multas y sanciones por infracciones 
de tránsito, se destinará a planes de tránsito, educa-
ción, dotación de equipos, combustible, y a la repa-
ración de la malla vial del municipio donde se co-
metió la infracción, según su jurisdicción, salvo en 
lo que corresponde a la Federación Colombiana de 
Municipios y los particulares en quienes se delegue y 
participen en la administración, liquidación, recaudo 
y distribución de las multas. 

Parágrafo. Si el organismo de tránsito del mu-
nicipio es un ente descentralizado que cuenta con 
personería jurídica, tendrá la facultad de destinar los 
dineros que se recauden por concepto de multas y 
sanciones, de conformidad con las necesidades que 

en el caso de que el organismo de tránsito sea una 
dependencia del nivel central y por consiguiente no 
pueda ejercer el derecho de propiedad sobre los di-
neros por concepto de multas, estos ingresarían al 
presupuesto de ingresos del municipio y serán ad-
ministrados para su destinación por el Alcalde del 
respectivo Municipio. 

Artículo 2°. igencia. La presente ley rige a partir 
de la fecha de su promulgación.

edrito omás ereira Caballero,
Representante a la Cámara,  

departamento de Bolívar.
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Los recursos obtenidos por multas por infraccio-
nes a las normas de tránsito, por expresa disposición 

descrita en el artículo 160 de la Ley 769 de 2002. 
Por esta razón, se hace necesario la presente ini-

ciativa legislativa, con la cual se pretende ampliar 
esta destinación, incluyendo en la misma la repara-
ción de la malla vial del municipio en donde se co-
metió la infracción. 

La red vial terciaria de Colombia es fundamental 
para lograr la conectividad física de todas las regiones 
del país a los mercados internos y externos, que per-
mitan un desarrollo articulado del agrocolombiano.



Página 4 Viernes, 23 de marzo de 2012 GACETA DEL CONGRESO  95

 Sin embargo, uno de los graves problemas que 
sufren las entidades territoriales es el deterioro cre-
ciente de la infraestructura local y de la red terciaria 
a su cargo, dado la disminución de los recursos para 
este concepto y mucho más cuando la Corte Cons-
titucional mediante Sentencias C-896-99, permitió 
a los municipios destinar la sobretasa a la gasolina 
para gastos de funcionamiento, y D-5445 y 5453 
acumulados demanda de inconstitucionalidad contra 

las expresiones para los proyectos nanciados con 
recursos públicos, los provenientes de la sobretasa a 
la gasolina se destinarán como mínimo en un 50% 
a la construcción, mantenimiento y conservación de 
las vías urbanas, secundarias y terciarias, de acuer-
do con la competencia del ente territorial respectivo, 
sin perjuicio de los compromisos adquiridos .

Por lo cual es inminente que corresponde a la 
Nación destinar recursos que, fundamento de com-
plementariedad entre las distintas entidades territo-
riales, contribuyan al mejoramiento de la red vial a 
cargo de los departamentos, distritos y municipios. 

Con el presente proyecto se busca que los munici-

la reparación de la red vial del municipio, es así que 
se permite que se destinen los dineros adquiridos por 

-
ca la destinación inicial de los recursos establecidos 
por el artículo 160 de la Ley 769 de 2002 (Código de 
Tránsito).

El artículo 159 de la Ley 769 de 2002, consagra 
que las multas serán propiedad exclusiva de los or-
ganismos de tránsito donde se cometió la infracción 
de acuerdo a su jurisdicción. 

de tránsito, como las unidades administrativas mu-
nicipales, distritales o departamentales que tienen 
por reglamento la función de organizar y dirigir lo 
relacionado con el tránsito y el transporte en su res-
pectiva jurisdicción. 

Toda vez que las normas relacionadas, hacen alu-
sión expresa a los organismos de tránsito como pro-
pietarios exclusivos de las multas generadas por in-
fracciones a las normas de tránsito, se hace necesario 
establecer dos situaciones: 

1. Si el organismo de tránsito del municipio es 
un ente descentralizado que cuenta con personería 
jurídica ejercerá, sobre los dineros por concepto de 
multas, el derecho de propiedad, y de tal suerte los 
mismos ingresarán directamente a su presupuesto de 
ingresos (al del organismo de tránsito). 

2. Si el organismo de tránsito es una dependencia 
del nivel central y por consiguiente no puede ejercer 
el derecho de propiedad sobre los dineros por con-
cepto de multas, estos ingresarían al presupuesto de 
ingresos del municipio y sería el alcalde el…

De tal manera, en uno u otro caso, el recaudo de-
berá ingresar en su totalidad al presupuesto de ingre-
sos, para posteriormente efectuar la respectiva trans-

-
dos en los artículos 10 y 159, parágrafo 2° de la Ley 
769 de 2002, esto es, la Federación Colombiana de 
Municipios y la Policía Nacional de Carreteras.

edrito omás ereira Caballero,
Representante a la Cámara,

 departamento de Bolívar.
CÁMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARÍA GENERAL
El día 21 de marzo del año 2012 ha sido presenta-

do en este despacho el Proyecto de ley número 204, 
con su correspondiente exposición de motivos, por 
el honorable Representante edrito omás ereira 
Caballero.

El Secretario General,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.
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5. Presentar cartas de compromiso, junto a las ho-
jas de vida, de no menos de veinte (20) docentes, con 
título de doctor en el área del programa propuesto 

-
partir las clases del programa, dirigir los trabajos de 
tesis doctoral, supervisar y asesorar el trabajo acadé-
mico independiente de los estudiantes.

6. Que en sus respectivas hojas de vida el equipo 
anterior de investigadores evidencie en conjunto, al 
menos, una trayectoria de investigación acreditada 
con la publicación de ciento cincuenta (150) trabajos, 
representados en libros, capítulos de libro, ponencias 
o artículos en revistas académicas. Así mismo, algu-

-
les e internacionales, en castellano y otras lenguas. 

7. Que entre sus docentes los haya con experien-
cia en la dirección o coordinación de un programa 
de doctorado, o como profesores de un programa de 
doctorado o como directores de tesis doctorales. 

8. Disponer en el lugar donde va a desarrollarse el 
programa de aulas de clase con equipos audiovisua-
les, junto a estaciones de trabajo para los estudiantes 
dotados con computadores. 

9. Presentar el reglamento estudiantil que regula-
rá las relaciones entre la institución y los estudiantes, 
con indicación del régimen de selección, permanen-
cia y promoción en el programa. 

10. Contar con herramientas técnicas, instalacio-
nes y equipos de laboratorio cuando se requieran se-
gún la naturaleza del programa. 

11. Presentar un documento en que se exponga 
la estructura académico-administrativa de la institu-
ción y que regirá el programa. 

Artículo 4°. rocedimiento. Para el trámite y las 
autorizaciones contempladas en esta ley se aplicará 
el procedimiento establecido en las normas genera-

que hagan sus veces.
Legislación comparada. Evitar la migración de 

cerebros fugados. 
Academias. 
Fortalecer los institutos. 
Actualizar datos estadísticos. 
Artículo 5°. igencia. La presente ley rige a partir 

de su publicación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias. 

De los y las honorables Congresistas,
arta Cecilia Ramírez Orrego, olanda uque 

Naranjo, Holger Horacio íaz Hernández, Armando 
Antonio abaraín ., Representantes a la Cámara.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El desarrollo de todo país está sujeto, en gran 

medida, al avance de la ciencia y la tecnología, las 
cuales se basan en los progresos de la investigación 

de 1989, disponible en:
[http:/ /www.unesco.org/science/wcs/esp/

declaracion_s.htm], consultada el 6 de febrero de 2012: 
-
-

miento económico y el desarrollo humano sosteni-
ble, comprendida la mitigación de la pobreza, y que 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 205 DE 2012 
CÁMARA

por la cual se autoriza a institutos o centros de in-
vestigaciones o estudios y academias, previo cumpli-
miento de requisitos, a desarrollar programas aca-

démicos de doctorado.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. Autorización legal. Los institutos o 

centros de investigaciones o estudios y las academias 

lucro que en su objeto social, como actividad princi-
-

mica y que cumplan los requisitos contemplados en 
la presente ley, lo mismo que las entidades del Estado 
dedicadas de modo principal a la investigación cien-

-
mas académicos de doctorado relacionados con sus 
campos de acción, por un término de siete (7) años. 

administrativo, el Ministerio de Educación Nacio-
nal les otorgará autorización especial para funcionar 
como instituciones de educación superior y expedir 
los títulos respectivos. 

Como instituciones de educación superior, en 
lo que concierne a los programas académicos que 
desarrollen, estarán sujetos a facultades de inspec-
ción - vigilancia de la educación que le competen 
al Estado. 

Artículo 2°. Requisitos ordinarios. Los institu-

información que corresponde a los siguientes requi-
sitos ordinarios, contemplados en las reglamentacio-

-
cos: 

1. Denominación del programa. 

3. Contenidos Curriculares. 
4. Organización de las actividades académicas. 
Artículo 3°. Requisitos e traordinarios. Los insti-

además de lo establecido en el artículo anterior, de-

con la información que corresponde a los siguientes 
requisitos extraordinarios: 

1. Tener registrados en el sistema de Colciencias, 
debidamente reconocidos como tales, al menos tres 

2. Poseer un programa de publicaciones, acredi-
tado con la publicación de no menos de veinte (20) 

-
pondiente código de ISBN registrado a su nombre, o 
poseer idéntico número de patentes registradas. 

3. Poseer una revista académica en la que los es-
tudiantes y miembros de la comunidad académica 
puedan publicar sus avances y resultados de inves-
tigación. 

4. Disponer de una biblioteca propia con no menos 
de nueve mil (9.000) títulos de libros en diferentes 
áreas del conocimiento y, además, con revistas aca-
démicas, a disposición de los estudiantes, sin contar 
los convenios con otras bibliotecas o la tenencia de 
bases de datos y el acceso a bibliotecas digitales. 
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el futuro de la humanidad dependerá más que nunca 
de la producción, la difusión y la utilización equita-

Colombia, no obstante, presenta un registro muy 
-

cador el número de patentes que son registradas en 
el país en forma anual (entre 2005 y 2010 Colom-

0.27% del total de patentes en el periodo 2002-2006, 
y Argentina, Brasil y México reunían el 81% de esas 
patentes). 

se requiere de investigadores formados de manera 
apropiada. Sin embargo, Colombia tiene un número 
muy bajo de investigadores con formación doctoral 
(según Colciencias en 2012, Colombia graduaba 1.8 

de Colombia sólo se habían graduado 584 doctores 
en todas las áreas). De modo paralelo, es también 
bastante baja la cantidad de programas de doctorado 
que adelantan las universidades colombianas (114 
en 2012). Los programas académicos de doctorado 
son un escenario privilegiado para obtener logros en 

existir en el país muy pocas universidades que ofre-
cen doctorados, en los escalafones internacionales 
las universidades colombianas no suelen aparecer 
entre las 500 mejores del mundo. Así mismo, casi 
todos los programas de doctorado, con muy pocas 
excepciones, se concentran en la capital del país, lo 

el acceso al conocimiento, la educación y la investi-

En razón de las consideraciones anteriores, resul-
ta indispensable ampliar el abanico de instituciones 
autorizadas para desarrollar programas de doctorado 
y, en esa dirección, los institutos o centros de inves-
tigaciones o estudios, que cómo actividad principal 

-

mados a ser convocados en este esfuerzo nacional 
por mejorar la tasa de investigadores preparados con 
título de doctor y el número de programas de docto-
rado en el país. 

Los institutos de investigación no tienen la misma 
naturaleza, misión y características de las universi-

desarrollen programas de doctorado, no pregrados, 
ni otra clase de posgrados, por tanto, no deben reque-
rirse todas las condiciones ordinarias contempladas 
para la obtención por parte de una universidad de un 

-
zarse, sin incurrir en excesos, que los institutos que 
creen programas de doctorado ofrezcan condiciones 
de alta calidad, como las que exige el desarrollo de la 

-
do un conjunto de requisitos especiales de la mayor 
exigencia, en especial en investigación, medios edu-
cativos y docentes investigadores. Por lo demás, el 
trámite que se aplicará sigue las reglas legales exis-
tentes, que contempla la intervención del Ministerio 
de Educación Nacional, previo concepto del organis-
mo técnico asesor, con la visita de pares académicos 

requisitos ordinarios y extraordinarios contemplados 

más alta calidad en el nivel doctoral. 
De los y las honorables Congresistas,

arta Cecilia Ramírez Orrego, olanda uque 
Naranjo, Holger Horacio íaz Hernández, Armando 
Antonio abaraín ., Representantes a la Cámara.

CÁMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARÍA GENERAL

El día 21 de marzo del año 2012 ha sido presentado 
en este despacho el Proyecto de ley número 205, con 
su correspondiente exposición de motivos, por las ho-
norables Representantes arta Cecilia Ramírez, o-
landa uque y otros honorables Representantes.

El Secretario General,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

P O N E N C I A S
PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 032  
DE 2011 CÁMARA

por medio de la cual se dictan lineamientos en  
materia de jornada laboral y de control social en  

salud y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., marzo 16 de 2012
Honorable Representante 
DÍDIER BURGOS 
Presidente Comisión Séptima Constitucional
Cámara de Representantes 
Ciudad
Asunto: Ponencia para primer debate al Pro-

yecto de ley número 032 de 2011 Cámara, por 
medio de la cual se dictan lineamientos en materia 
de jornada laboral y de control social en salud y se 
dictan otras disposiciones.

Respetado Presidente:
En cumplimiento de lo establecido en los artícu-

los 150, 153 y 156 de la Ley 5ª de 1992 y, en desa-

rrollo de la tarea que me fue asignada por la Mesa 
Directiva de la Comisión Séptima de la Honorable 
Cámara de Representantes, presento a consideración 
de los miembros de la citada Comisión el informe 
de Ponencia para primer debate al Proyecto de ley 
número 032 de 2011 Cámara, por medio de la cual 
se dictan lineamientos en materia de jornada labo-
ral y de control social en salud y se dictan otras dis-
posiciones, en los siguientes términos:

1. Antecedentes de la iniciativa 
El día 2 de agosto de 2011 fue radicado en la Se-

cretaría General de la Cámara de Representantes, por 
la honorable Representante Gloria Stella Díaz y el 
honorable Senador Carlos Baena, el Proyecto de ley 
número 032 de 2011, por medio de la cual se dictan 
lineamientos en materia de jornada laboral y de con-
trol social en salud y se dictan otras disposiciones.

El proyecto fue recibido en la Comisión Sépti-
ma Constitucional Permanente el día 16 de agosto 
de 2012 y fue publicado en la Gaceta del Congreso 
número 567 de 2011.
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2. Objeto de la iniciativa
Según lo expuesto en el proyecto de ley y la expo-

es-
tablecer lineamientos en materia de jornada laboral 
de los estudiantes, trabajadores y profesionales de 
la salud, regular las veedurías de la salud, adicionar 
el Registro nico Nacional del alento Humano en 
Salud y brindar un apoyo de sostenimiento mensual 
para los estudiantes de todas las áreas de la salud

3. Competencia jurídica y marco legal
El proyecto de ley está en consonancia con los ar-

tículos 150, 154, 157, 158 de la Constitución Política 
referentes a su origen, competencia, formalidades de 
publicidad y unidad de materia. 

Así mismo, está en línea con lo establecido en el 
artículo 140 numeral 1 de la Ley 5ª de 1992, ya que 
se trata de una iniciativa legislativa presentada con-
juntamente por el honorable Senador Carlos Baena y 
la honorable Representante Gloria Stella Díaz quie-
nes tienen la competencia para tal efecto.

Ahora bien, los asuntos tratados en la iniciativa 
tienen sustento legal, de una parte, en los artículos 48 
y 49 de la Constitución Política de Colombia, según 
los cuales se garantiza el derecho de todos los habi-
tantes a la seguridad social y se obliga a prestar este 

-
dad y solidaridad.

De otra parte, la Constitución Política concibe el 
trabajo como derecho fundamental y contempla la 
obligación del Estado de proteger al ciudadano de 
cualquier forma de menoscabo o afectación del men-
cionado derecho.

Artículo 25. El trabajo es un derecho y una 
obligación social y goza, en todas sus modalidades, 
de la especial protección del Estado. oda persona 
tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas y 
justas

En donde se entiende, que materias tratadas por 
el proyecto de ley y que hacen referencia a la jorna-
da laboral y a las condiciones salariales se encuen-
tran estrechamente relacionadas con las condiciones 

que además tienen injerencia directa en las condicio-
nes de prestación del servicio por parte de los em-
pleados del sector salud. 

Igualmente las disposiciones establecidas por el 
proyecto en relación con las veedurías en salud se 
enmarcan en el artículo 40 de la Constitución Polí-
tica referente a la conformación, ejercicio y control 
del poder político, como Derecho Fundamental.

También concuerdan con el espíritu del artículo 
El Estado contri-

buirá a la organización, promoción y capacitación 
de las asociaciones profesionales, cívicas, sindica-
les, comunitarias, juveniles, bené cas o de utilidad 
común no gubernamentales, sin detrimento de su 
autonomía con el objeto de que constituyan meca-
nismos democráticos de representación en las di-
ferentes instancias de participación, concertación, 
control y vigilancia de la gestión pública que se es-
tablezcan

Se relacionan con la Ley Estatutaria número 134 
Las organizaciones civiles 

podrán constituir veedurías ciudadanas o juntas de 
vigilancia a nivel nacional y en todos los niveles te-
rritoriales, con el n de vigilar la gestión pública, 

los resultados de la misma y la prestación de los ser-
vicios públicos(…) La vigilancia podrá ejercerse en 
aquellos ámbitos, aspectos y niveles en los que en 
forma total o mayoritaria se empleen los recursos 
públicos de acuerdo con la Constitución y la ley

apartado de la iniciativa en la Ley Estatutaria núme-
ro 850 de 2003 que trata de los lineamientos por se-
guir al respecto de las funciones y/o alcances de las 
veedurías.

4. Consideraciones 
 En lo re erente a la jornada laboral del Talen-

to Humano en Salud
Existe la necesidad de que los trabajadores de la 

salud en particular y los trabajadores del país en ge-
neral gocen de condiciones dignas y justas para el 
desempeño de sus labores y que además de la exis-
tencia de jornadas laborales máximas, los trabajado-
res puedan disfrutar de períodos de descanso que a 
diario les permita recuperar las energías gastadas en 
la actividad que desempeña, proteger su salud física 

tener la posibilidad de atender otras tareas necesarias 
para su desarrollo integral como persona.

En efecto varios estudios e investigaciones han 
mostrado los efectos negativos de jornadas laborales 
de trabajadores de la salud que rebasan las 12 horas 
diarias o 60 horas semanales y se ha mostrado una 

disminución en el desempeño y e cien-
cia en el trabajo, errores en el cumplimiento de los 
sistemas de seguridad laboral, aumento de síntomas 
de fatiga, disminución del estado de alerta, acorta-
miento del período dedicado al sueño a cuatro horas 
o menos, lo que se acompaña de aumento en el riesgo 
para infarto agudo de miocardio –situación conoci-
da con el nombre de karoshi– y probablemente la 
aparición de síndrome metabólico están invariable-
mente acompañadas de serios riesgos de desenca-
denar desórdenes en la cronobiología del individuo, 
propiciar la aparición de diversos trastornos sobre 
la salud y la participación de mecanismos aún no 
bien conocidos desencadenantes de padecimientos 
en el ámbito físico, mental o social del trabajador 1

A este respecto, el proyecto de ley establece en 
Jornada laboral o de práctica, in-

ternado o residencia de estudiantes, trabajadores y 
profesionales de la salud. En ningún caso los turnos 
de jornada laboral o de práctica, internado o resi-
dencia de estudiantes, trabajadores y profesionales 
de la salud podrán ser superiores a doce (12) horas, 
con el debido reconocimiento por concepto de las 
horas que e cedan la jornada laboral ordinaria, ni 
contar con intervalos inferiores a doce (12) horas 
entre uno y otro.

La aplicación de este límite no podrá signi car 
en ningún caso la reducción de la remuneración o 
las desmejoras en las condiciones de contratación, 
vinculación o remuneración salarial de los estudian-
tes, trabajadores y profesionales de la salud

Sin embargo, lo que se observa es que estas dis-
posiciones ya se encuentran contempladas en los 
diversos desarrollos legales. En primera instancia el 
1 -

édicas de la jornada laboral 
 Rev Med Inst Mex Seguro Soc 
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Código Sustantivo del Trabajo establece en su artí-
La duración má ima de la jornada 

ordinaria de trabajo es de ocho (8) horas al día y 
cuarenta y ocho (48) a la semana

el empleador y el trabaja-
dor podrán acordar que la jornada semanal de cua-
renta y ocho (48) horas se realice mediante jornadas 
diarias e ibles de trabajo, distribuidas en má imo 
seis días a la semana con un día de descanso obliga-
torio, que podrá coincidir con el domingo. En este, 
el número de horas de trabajo diario podrá repartir-
se de manera variable durante la respectiva semana 
y podrá ser de mínimo cuatro (4) horas continuas 
y hasta diez (10) horas diarias sin lugar a ningún 
recargo por trabajo suplementario, cuando el nú-
mero de horas de trabajo no e ceda el promedio de 
cuarenta y ocho (48) horas semanales dentro de la 
jornada ordinaria de 6 a. m. a 10 p. m

Por último en el parágrafo del artículo 161 se lee 
El empleador no podrá aun con el consenti-

miento del trabajador, contratarlo para la ejecución 
de dos turnos en el mismo día, salvo en labores de 
supervisión, dirección, con anza o manejo

Las disposiciones contenidas en el Código Sus-
tantivo del Trabajo, si bien no son aplicables a los 
empleados públicos, sí recaen sobre las relaciones 
laborales del Talento Humano en Salud del sector 

Ahora bien en el sector público también es posi-
ble observar desarrollos normativos que apuntan a 
establecer límites a las jornadas laborales. En lo que 
tiene que ver con la jornada máxima legal para los 
empleados públicos de la Rama Ejecutiva del sector 
nacional, el artículo 33 del Decreto número 1042 de 
1978 dispone que dicha jornada, por norma general, 
será de cuarenta y cuatro (44) horas a la semana.

Por su parte, en Sentencia C-1063 del 16 de agos-
to de 2000, emitida por la Corte Constitucional, se 

-
cos de los órdenes nacional y territorial establecien-

Las horas de trabajo no podrán e ceder de 
ocho (8) al día, ni de cuarenta y ocho (48) a la sema-
na, salvo las e cepciones legales .

La Ley 269 de 1996 de otro lado estableció que 
personal asistencial que preste directamente ser-

vicios de salud podrá desempeñar más de un em-
pleo en entidades de derecho público , esto con el 
objetivo de garantizar la atención en salud como un 
servicio público esencial y con acceso permanente e 
ininterrumpido. En este caso se estipuló en términos 

La jornada de trabajo del 
personal que cumple funciones de carácter asisten-
cial en las entidades prestadoras de servicios de sa-
lud podrá ser má imo de doce horas diarias sin que 
en la semana e ceda de 66 horas, cualquiera sea la 
modalidad de su vinculación . 

Sin embargo, debe aclararse que este tipo de jor-
nada laboral aplica única y exclusivamente para el 
personal que tiene doble vinculación laboral en enti-
dades públicas, tal y como lo señala la Corte Cons-
titucional en la Sentencia C-206 de 2003 y donde 
se recuerda que el legislador impuso un límite de 
horas a n de proteger a los empleados del sector 
salud para que su doble vinculación no signi cara 
una jornada laboral que pudiese arriesgar su salud 
o la de los pacientes

Así pues, se demuestra que los límites para la 
jornada laboral del Talento Humano en Salud ya se 
encuentran establecidos en diversos desarrollos nor-
mativos, sin embargo es necesario observar también 
el tema de los turnos de práctica, internado o residen-
cia de estudiantes contemplado en el proyecto de ley. 
A este respecto es preciso señalar que ya el Decreto 
número 2376 de 2010 establece una regulación se-

Los turnos de las prácticas formativas 
de los estudiantes se jarán atendiendo las normas, 
principios y estándares de calidad en la prestación 
del servicio de salud y de bienestar de los estudian-
tes y docentes. En cualquier caso, los turnos serán 
de má imo 12 horas, con descansos que garanticen 
al estudiante su recuperación física y mental y no 
podrán superar 66 horas por semana

Por último, en el artículo 97 de la Ley 1438 de 
2011 se ordena al Ministerio de la Protección So-
cial que, teniendo en cuenta las recomendaciones 
del Consejo Nacional de Talento Humano en Sa-

la política de alento Humano en Salud 
que oriente la formación, ejercicio y gestión de las 
profesiones y ocupaciones del área de la salud, en 
coherencia con las necesidades de la población co-
lombiana, las características y objetivos del Sistema 

eneral de Seguridad Social en Salud
que la política consultará los postulados de trabajo 
decente de la OIT.

Dicha política, según respuesta recibida el 27 de 
febrero de 2012 por parte del Ministerio de Salud y 
Protección Social a solicitud de información, se en-
cuentra en proceso de construcción y contempla en 
el Punto 5 de su documento borrador:

 En lo re erente a las veedurías ciudadanas y 
control social en salud

Tomando como base lo reglamentado en el artícu-
lo 136 de la Ley 1438 de 2011, numerales 1 y 3 que 
cuentan entre los objetivos de una política nacional 

ortalecer la capacidad ciudada-
na para intervenir en el ciclo de las políticas públi-
cas de salud: diseño, ejecución, evaluación y ajuste

Incentivar la veeduría de recursos del sector sa-
lud y el cumplimiento de los planes de bene cios

veedurías en salud a saber:
-

zación y coordinación ciudadana que permitan dar a 
conocer a la sociedad las problemáticas de la presta-
ción de los servicios de salud por parte de entidades 
o instituciones públicas o privadas. 

prestación de los servicios de salud, el cumplimiento 
-

cursos del sector.
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Requerir solución a las problemáticas que se pre-
sentan en la prestación individual o colectiva de los 
servicios de salud.

adicionadas en el proyecto de ley ya se encuentran 
contempladas y pueden inferirse de la actual regula-
ción en materia de veedurías ciudadanas y veedurías 
en salud. El primer objetivo, relacionado con la di-
vulgación de las problemáticas de la prestación de 
servicios de salud, se puede desprender de lo esta-
blecido como funciones y deberes de las veedurías 
ciudadanas en la Ley 850 de 2003, la cual expresa:

Comunicar a la ciudadanía, a través de informes 
presentados en asambleas generales o reuniones si-
milares de los habitantes y de las organizaciones de 
la comunidad, los avances en los procesos de control 
y vigilancia que estén realizando

Ahora bien, el segundo y tercer objetivos se en-
cuentran incluidos en las funciones generales de la 
veeduría ciudadana y pueden desprenderse de ella, 
ya que según lo estipulado en el artículo 4° de la Ley 
850 de 2003.

Será materia de especial importancia en la vi-
gilancia ejercida por la eeduría Ciudadana la co-
rrecta aplicación de los recursos públicos, la forma 
como estos se asignen conforme a las disposiciones 
legales y a los planes, programas, y proyectos debi-
damente aprobados, el cumplimiento del cometido, 
los nes y la cobertura efectiva a los bene ciarios 
que deben ser atendidos de conformidad con los 
preceptos antes mencionados, la calidad, oportuni-
dad y efectividad de las intervenciones públicas, la 
contratación pública y la diligencia de las diversas 
autoridades en garantizar los objetivos del Estado 
en las distintas áreas de gestión que se les ha enco-
mendado

Igualmente se cree que ya se encuentran conte-
nidos en lo estipulado en el artículo 23 del Decreto 

en salud donde se lee:
“Artículo 23. unciones de la veeduría. Son fun-

ciones de la veeduría:
1. Contribuir a una gestión adecuada de los orga-

nismos de salud.
2. ropiciar decisiones saludables por parte de 

las autoridades, la empresa privada, las entidades 
públicas y la comunidad.

3. omentar el compromiso de la colectividad en 
los programas e iniciativas en salud.

4. elar por una utilización adecuada de los re-
cursos.

5. Coordinar con todas las instancias de vigilan-
cia y control la aplicación efectiva de las normas y 
velar por el cumplimiento de las mismas

Seguidamente el proyecto de ley establece una 
serie de facultades para las veedurías en salud. La 
primera de ellas está relacionada con la posibilidad 

Ser integradas por profesionales, trabajado-
res, estudiantes de la salud, usuarios de los servi-
cios y/o ciudadanos en general
contraria a lo establecido por la Ley 850 de 2003 en 
donde se expresa una clara prohibición para quienes 

Cuando quienes aspiren a ser 
veedores sean contratistas, interventores, proveedo-
res o trabajadores adscritos a la obra, contrato o 
programa objeto de veeduría o tengan algún interés 

patrimonial directo o indirecto en la ejecución de 
las mismas. ampoco podrán ser veedores quienes 
hayan laborado dentro del año anterior en la obra, 
contrato o programa objeto de veeduría

Aquí cabe mencionar que si se quisiera introducir 
-

dad, esta posibilidad de participación de trabajadores 
activos en las veedurías no podría limitarse al tema 
de salud y debería entonces extenderse a todo el 
ejercicio de veeduría ciudadana. Sin embargo, debe 
recordarse que la Ley 850 de 2003 en tanto regula 
materias relacionadas de manera integral y sustan-
cial con el derecho fundamental a la participación 

-
cada mediante un trámite de ley ordinaria.

Mismo argumento puede esgrimirse en lo relacio-
nado con la propuesta del proyecto de ley en la que se 

Hacer uso de los me-
dios de comunicación, con franjas obligatorias sema-
nales y gratuitas en televisión, radio e Internet, que se-
rán provistas por el obierno Nacional, para señalar 
los aspectos de cientes, la vulneración de derechos de 
trabajadores y estudiantes de la salud. En estos casos 
podrán indicar las entidades que los generan o se in-
cluyen en ellos y las propuestas de solución, así como 
la gestión y resultados de la labor de la Superintenden-
cia de Salud . No pueden entonces, generarse franjas 
obligatorias en medios de comunicación exclusivamen-
te para las veedurías en salud sin que se viole el derecho 
a otras veedurías a disfrutar también de espacios simi-
lares, lo que lleva de nuevo a la necesidad de reformar 
la Ley 850 de 2003, que como ya se indicó no puede 
hacerse mediante ley ordinaria.

Ahora, el proyecto relaciona varios temas como 
aquellos en los que las veedurías en salud podrán re-
querir información a las EPS e IPS y demás organismos 
del sistema de seguridad social en salud y que hacen 

-
les, remuneración y número de profesionales, trabaja-

y protocolos de auditoría médica, control ético sobre el 
personal a su servicio, número de pacientes atendidos, 
tipos de servicios prestados, entre otros. 

Se debe recordar entonces que según la Ley 850 
de 2003 para lograr de manera ágil y oportuna sus 
objetivos y el cumplimiento de sus funciones, las 
veedurías podrán elevar ante las autoridades compe-
tentes derechos de petición y ejercer ante los Jueces 
de la República todas las acciones que siendo perti-
nentes consagran la Constitución y la ley, de igual 
forma las solicitudes que hagan las veedurías son de 
obligatoria respuesta.

Así pues, se entiende que las veedurías están ya 
facultadas para hacer las solicitudes de información 
que consideren pertinentes para el cumplimiento de 
su labor respetando los límites establecidos por la 
ley, los cuales según la Sentencia T-466 de 2010 de 
la Corte Constitucional, se pueden dar por razones 
de orden público, seguridad nacional o protección de 
otros derechos fundamentales que hagan indispensa-
ble la restricción del acceso a la información, como 
por ejemplo el respeto a la intimidad. Por lo tanto, y 
ante la ya existencia de la mencionada facultad, no 

-
ca temas en los que se puedan hacer solicitudes de 
información.
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 En lo re erente al Registro Único de Talento 
Humano en Salud

El proyecto de ley introduce una adición al artí-
culo 23 de la Ley 1164 de 2007, el cual quedará así:

Artículo 23. el Registro nico Nacional del a-
lento Humano en Salud. Créase el Registro Único 
Nacional del Talento Humano en Salud, consistente 
en la inscripción que se haga al Sistema de Informa-

cumpla con los requisitos establecidos para ejercer 
como lo señala la presente ley, proceso con el cual se 

para el ejercicio de la profesión u ocupación. En este 
registro se deberá señalar además la información so-
bre las sanciones del personal en salud que reporten 
los Tribunales de Ética y Bioética según el caso, au-
toridades competentes o los particulares a quienes se 
les deleguen las funciones públicas.

Todo estudiante de salud que realice prácticas do-
cente-asistenciales o de cualquier otro tipo que im-
pliquen relación con pacientes o usuarios del sistema 
de salud, así como todo trabajador o profesional de 
la salud, está obligado a inscribirse en el Registro 
Único Nacional del Talento Humano en Salud. 

El Registro Único Nacional del Talento Humano 
en Salud será público y accesible por Internet, de 
modo que cualquier ciudadano tenga la posibilidad 

-
dores y profesionales de la salud.

-
das se acoge lo esgrimido por el Ministerio de Sa-
lud y Protección Social en concepto enviado el 17 
de enero de 2012. Allí se argumenta que la adición 
al Registro Único de Talento Humano en Salud de 
todo estudiante de salud que realice prácticas do-
cente-asistenciales o de cualquier otro, contraría lo 
establecido en el artículo 18 y 23 de la Ley 1164 de 
2007, en el sentido de que quienes deben inscribir-

son aquellas personas que hayan acreditado su 
condición académica a través del título profesional 
otorgado por una institución de educación superior 
y hayan cumplido los demás requisitos para el ejer-
cicio profesional
profesionales titulados deben inscribirse aquellas 

-
neidad académica para ejercer una ocupación rela-
cionada con la salud.

Por su parte la Corte Constitucional estableció en 
Sentencia C-1063 de 2008 que el Registro Único que 

es el mecanismo median-
te el cual (i) se identi ca e individualiza a cada per-
sona que ejerce una profesión u ocupación en el área 
de la salud, (ii) se veri ca que haya cumplido con el 
requisito académico, (iii) se veri ca que se haya (…) 
certi cado, si se trata de la primera vez en la vida 
que se inscribe la persona en el Registro– y (iv) se 
hace pública esa información

En este sentido es claro que quienes no han cum-
plido aún con los requisitos académicos para ejercer 
profesión u ocupación relacionada con el área de la 
salud no podrían estar inscritos en el Registro Único. 

Ahora bien, si lo que se busca con la reforma es 
de alguna manera garantizar la idoneidad de los es-
tudiantes que realizan prácticas y ofrecer garantías 
en la prestación de los servicios, cabe recordar que la 
idoneidad no se desprende únicamente de la inscrip-

ción en el Registro Único, sino que en primera ins-
tancia del cumplimiento del requisito académico y 
de formación, que además es necesario para ejercer.

Cabe también la posibilidad que para el caso de 
los estudiantes que realicen práctica, el proyecto lo 
que pretenda al incluirlos en el Registro Único sea 
atender a un principio de publicidad e información 

no se establece con claridad ni en el articulado, ni en 
la exposición de motivos, razón por la cual se con-

pertinente.
 En lo re erente al impacto scal

Si bien el proyecto de ley en su exposición de mo-
Con respecto a la obligación con-

tenida en el artículo 7° de la Ley 819 de 2003, vale 
aclarar que la presente ley no genera impacto scal 
en razón a que no ordena gasto alguno ni otorga be-
ne cios tributarios
objeto de la ley donde se lee “brindar un apoyo de 
sostenimiento mensual para los estudiantes de todas 
las áreas de la salud

en el articulado de la iniciativa o no se haya estable-
cido en la ya mencionada exposición de motivos.

Por su parte el Ministerio de Salud y Protección 
Social en concepto radicado el 17 de enero de 2012 
y basado en el artículo 7° de la Ley 819 de 2003 se-

En todo momento, el impacto scal de 
cualquier proyecto de ley, ordenanza o acuerdo, que 
ordene gasto o que otorgue bene cios tributarios, 
deberá hacerse e plícito y deberá ser compatible 
con el arco iscal de ediano lazo

puede tener origen 
en el Congreso de la República, siempre y cuando el 

inisterio de Hacienda y Crédito úblico, durante 
el trámite de la iniciativa imparta su aval

siempre y cuando
para algunos, y siguiendo el concepto del Ministerio, 
podría desvirtuarse la iniciativa, ya que el impacto 

-
vos y hasta el momento no hemos conocido el men-
cionado aval del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público. Sin embargo, en este punto cabe recordar la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sen-
tencia C-502-07 de 4 de julio de 2007.

En la sentencia se lee “el mencionado artículo 
debe interpretarse en el sentido de que su n es obte-
ner que las leyes que se dicten tengan en cuenta las 
realidades macroeconómicas, pero sin crear barre-
ras insalvables en el ejercicio de la función legisla-
tiva ni crear un poder de veto legislativo en cabeza 
del inistro de Hacienda.  en ese proceso de ra-
cionalidad legislativa la carga principal reposa en 
el Ministerio de Hacienda, que es el que cuenta con 
los datos, los equipos de funcionarios y la e perticia 
en materia económica (…) No obstante, la carga de 
demostrar y convencer a los congresistas acerca de 
la incompatibilidad de cierto proyecto con el Marco 

iscal de Mediano lazo recae sobre el Ministro de 
Hacienda .

De igual manera se establece que “es preciso rei-
terar que si el Ministerio de Hacienda no participa 
en el curso del proyecto durante su formación en el 
Congreso de la República, mal puede ello signi car 
que el proceso legislativo se encuentra viciado por 
no haber tenido en cuenta las condiciones estable-
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cidas en el artículo 7° de la Ley 819 de 2003. ues-
to que la carga principal en la presentación de las 
consecuencias scales de los proyectos reside en el 
Ministerio de Hacienda, la omisión del Ministerio 
en informar a los congresistas acerca de los proble-
mas que presenta el proyecto no afecta la validez del 
proceso legislativo ni vicia la ley correspondiente .

De lo anterior puede desprenderse que el hecho 
de que los autores no hayan estipulado cálculos so-

-
-

mento el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 

no implica de entrada o por sí sola una razón para 
desvirtuar el proyecto o emitir veto sobre el mismo, 
sino que según la jurisprudencia de la Corte, es tarea 
del citado Ministerio demostrar la inconveniencia 

5. Proposición
De acuerdo a lo expuesto solicito archivar el 

Proyecto de ley número 032 de 2011 Cámara, por 
medio de la cual se dictan lineamientos en materia 
de jornada laboral y de control social en salud y se 
dictan otras disposiciones.

De los honorables Representantes, 
Alba Luz inilla edraza,

Representante a la Cámara.
*   *   *

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE (SEGUNDA VUELTA) AL PROYECTO  
DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 14 DE 

2011 SENADO - 094 DE 2011 CÁMARA
por medio del cual se establecen instrumentos jurí-
dicos de justicia transicional en el marco del artí-
culo 22 de la Constitución olítica y se dictan otras 

disposiciones.
Bogotá, D. C., 23 de marzo de 2012 
Señor Doctor 
SIMÓN GAVIRIA 
Presidente 
Cámara de Representantes 
Ciudad 
Asunto: Ponencia Primer Debate (Segunda 

vuelta) Proyecto de Acto Legislativo número 14  
de 2011 Senado - 94 de 2011 Cámara 

Señor Presidente:
-

nes de la Ley 5ª de 1992 y agradeciendo la designa-
ción que se me hizo como ponente, me permito ren-
dir informe de ponencia para primer debate (segunda 
vuelta) al Proyecto de Acto Legislativo número 14 
de 2011 Senado - 094 de 2011 Cámara, por medio 
del cual se establecen instrumentos jurídicos de jus-
ticia transicional en el marco del artículo 22 de la 
Constitución olítica y se dictan otras disposiciones. 

Esta iniciativa constitucional ya fue aprobada en 
primera vuelta, luego de cuatro debates. Este proyec-
to pretende crear el marco constitucional que permita 
dar coherencia a los mecanismos de justicia transi-

manera efectiva los derechos de las víctimas y sentar 
las bases para el logro de una paz estable y duradera 

en el marco de un fortalecimiento del Estado social 
de derecho. 

1. El ortalecimiento del Estado de Derecho y 
las garantías de no repetición 

La justicia transicional ha sido entendida por la 
doctrina internacional como el conjunto de medidas, 
de diversa naturaleza, que pone en práctica una Na-
ción para hacer frente a un legado de violaciones a 

-
da, se encuentra en el fortalecimiento del Estado de 
derecho como consecuencia de la aplicación integral 
de las distintas medidas. La investigación y sanción 
de los responsables de las más graves violaciones a 
los DDHH, la creación de comisiones de la verdad, 
la reparación administrativa de las víctimas y las re-
formas institucionales, son instrumentos de justicia 

es el número de desmovilizados condenados, o de 
informes de la verdad publicados o de víctimas in-

las medidas para reconocer que hubo gravísimas vio-

-

a repetir. Es precisamente a través de reconocer que 
esas violaciones tuvieron lugar, que son condenables 

la vigencia de las normas y del Estado de derecho 
en general. En este sentido el reconocimiento de los 
derechos de las víctimas, el esclarecimiento de la 
verdad y la implementación de reformas institucio-
nales, son herramientas que además de garantizar los 

-
cia de las normas de derecho. 

El objetivo último es romper el círculo vicioso del 
recurso a la violencia organizada como herramien-
ta para tramitar las diferencias en la sociedad, para 
así lograr que las violaciones no se vuelvan a repetir. 
Desarticular los grupos armados y sus redes de apo-
yo es el primer paso, pero la garantía de la autoridad 
legítima en el territorio es la medida necesaria para 
asegurar la protección de los derechos de los ciuda-
danos y el reconocimiento por parte de todos de las 
reglas del juego democrático. 

Existen al menos dos entendimientos de las ga-
rantías de no repetición. Está por una parte su orien-
tación en favor de lograr la cesación de las viola-
ciones continuadas, el esclarecimiento de la verdad, 
la búsqueda de personas desaparecidas, los ofreci-
mientos públicos de perdón y las reformas institucio-
nales necesarias, como elemento del derecho de las 
víctimas a la reparación integral. De otro lado, la no 
repetición puede también ser entendida como la ca-
pacidad de protección efectiva de la población para 

recurso ilegítimo al uso de la fuerza. La efectividad 
de las medidas de no repetición, en el segundo enten-
dimiento, depende principalmente de la implementa-
ción integral y coherente de una serie de esfuerzos 
dirigidos a restablecer el Estado de derecho. 

En este sentido este proyecto de acto legislativo 
pretende estabilizar las reglas que regulan los proce-
sos de justicia transicional. A través de la introduc-
ción de medidas como los mecanismos extra-judicia-
les de investigación y sanción y de esclarecimiento, 
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el acto contribuye a generar un sistema integral para 
la satisfacción efectiva de los derechos de las vícti-
mas, lo que a su vez refuerza el Estado de Derecho. 
La creación de un sistema reglado de priorización 
y selección permite garantizar que las razones que 
llevan a los Fiscales a concentrarse en la judicializa-
ción de un caso en vez de otro sean establecidas de 
manera democrática y sean presentadas de manera 
transparente a la ciudadanía. Finalmente, la exclu-

justicia transicional a aquellas organizaciones crimi-
-

tribuye también a distinguir la excepcionalidad de la 
normalidad, evitando contaminar el sistema ordina-
rio de administración de justicia. 

Estas medidas nutren una relación multidireccional 

la paz, las garantías de no repetición y el fortalecimien-
to del Estado de derecho en todo el territorio nacional. 

del Estado de Derecho que contribuya de manera irre-
versible a la sostenibilidad de la paz y la no repetición. 
De otra, es la implementación efectiva e integral de una 
serie de medidas transicionales lo que permite asegurar 
que la transición de asiente sobre bases sólidas y que 
como resultado sea posible lograr el fortalecimiento del 
Estado de Derecho. 

En ese sentido, este acto legislativo se enmarca 
dentro de la tradición de herramientas de justicia 
transicional cuyo objetivo último es el fortalecimien-
to del Estado de Derecho en todo el territorio nacio-
nal. Las medidas que aquí se pretenden incorporar en 
la Constitución establecen el marco general necesa-
rio para que a través de una política integral sea posi-
ble garantizar de manera efectiva los derechos de las 
víctimas y abrir la puerta para procesos de paz futu-

interno y la construcción de una paz sostenible. 
De ahí que a pesar de las particularidades de la 

transición colombiana –que se explorarán en el si-
guiente capítulo– la implementación de medidas de 
justicia transicional aún antes de la terminación del 

la vigencia de las normas de derecho, reconocer las 
reglas del juego democrático, y garantizar así el Es-
tado de Derecho en el territorio nacional. 

Teniendo en cuenta este marco general, a conti-
nuación presento las particularidades de la transición 

-
plementación de los distintos instrumentos de justi-

necesarias para reenfocar los mecanismos de justicia 
transicional hacia la satisfacción de los derechos de 
las víctimas, el logro de la paz y la no repetición. 

2. La transición del con icto armado interno a 
la paz en Colombia 

-
teral al paso de una situación x a una y. En el caso de 
Colombia, sin embargo, cabe hacerse primero la pre-
gunta: ¿de qué transición estamos hablando? No se 
trata evidentemente de una transición de un régimen 
autoritario a una democracia liberal, del tipo que ha 

constituido el paradigma y la base de la doctrina in-
ternacional de la justicia transicional. Es una tran-

unas consideraciones adicionales a la comprensión 
tradicional de la justicia transicional. 

-

ampliación y profundización de la democracia se dio 
ya hace dos décadas en 1991 con la promulgación de 
una nueva Constitución que se entendió a sí misma, 

frente a impedimentos para la materialización plena 
de la Constitución y no ante la creación de un nuevo 
marco constitucional. El mayor de esos impedimen-

ser entendido en el caso de Colombia primordial-
-

to armado a una de paz. Podemos decir entonces que 
Colombia se encuentra en una transición inconclusa. 

Una transición de esta naturaleza supone unos 
niveles mucho más grandes de complejidad. Prime-

tiempo, los instrumentos de justicia transicional de-
ben hacer frente a cientos de miles de violaciones 
producto de décadas de confrontación armada. Al 
igual que otras sociedades en transición, Colombia 
enfrenta el legado de violaciones a los derechos hu-
manos e infracciones al DIH, pero en este caso se 

-
tremezclado con la criminalidad. Esto supone un reto 
particular porque los instrumentos que dejó la Asam-
blea Constituyente de 1991 para el logro de la paz (es 
decir, los delitos políticos y su tratamiento preferen-
cial), fueron sobrepasados por el nivel de hostilidad 

es posible hacer uso de estas herramientas para dar 
un tratamiento adecuado a un legado de violaciones 
con estas características, ni por lo mismo es posible 
asegurar una adecuada satisfacción de los derechos 
de las víctimas. Por otro lado resulta imposible e 
incluso contraproducente tratar un volumen de vio-
laciones e infracciones de esa magnitud dentro del 
marco de la justicia ordinaria. 

Segundo, porque como los actores armados no 
dejan las armas al mismo tiempo, la transición co-
lombiana es una transición gradual, o mejor, una 

unos desequilibrios en la aplicación de medidas de 
transición –por ejemplo, en la satisfacción del dere-

-
tegia. Por otra parte, la gradualidad de la transición 
abre la puerta para que mecanismos de naturaleza 
transicional se confundan paulatinamente con me-
canismos de la justicia ordinaria, contradiciendo no 

-
to, sino perdiendo su carácter excepcional y confun-
diéndose nocivamente con la justicia ordinaria. 

-
to armado a la paz, la reintegración efectiva de los 
desmovilizados se convierte en un elemento esencial 
para garantizar la no repetición de las violaciones 
masivas y para hacer efectivos los derechos de las 
víctimas. 
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Y cuarto, por todo lo anterior, la transición en 
Colombia supone un entendimiento más amplio de 

-
to la necesidad de hacer frente al legado de graves 
violaciones, como de lograr la transición, dentro de 
un objetivo general de fortalecimiento del Estado de 

Constitución de 1991. Tradicionalmente, la justicia 
transicional ha sido entendida como el conjunto de 
mecanismos que entran a operar con posterioridad a 

-
men autoritario. En esos contextos, la justicia tran-
sicional no contribuye al logro de la paz, porque se 
entiende que la violencia ya ha cesado, y que se trata 
precisamente de hacer frente a hechos ocurridos en 
el pasado. 

aliento, como el colombiano, la diferencia se en-
cuentra en que los abusos de gran escala no son sólo 
del pasado, y en que los actores que han causado esas 
graves violaciones a los DDHH en algunos casos aún 
están activos. Así, el diseño de instrumentos de jus-

medida que los distintos capítulos que lo componen 
se van cerrando. Eso supone que los instrumentos de 
justicia transicional tienen que mirar a la vez hacia el 
pasado y hacia el futuro, y que entre las exigencias 
de la transición y las exigencias del tratamiento al 
legado de violaciones puede haber tensiones que hay 
que ponderar dentro del marco constitucional. 

en Colombia sean especialmente agudos. Los instru-
mentos de justicia transicional deben contribuir al 

-
terialización de la Constitución, y la satisfacción de 
los derechos de las víctimas. Como lo ha señalado la 
Corte Constitucional: 

“[La justicia transicional] aspira a superar una 
situación de con icto o postcon icto, haciendo efec-
tivos en el mayor nivel posible, los derechos a la ver-
dad, la justicia y la reparación de las víctimas frente 
a un pasado de graves y sistemáticas violaciones de 
los derechos humanos, teniendo como límite la me-
dida de lo que resulte conducente al logro y mante-
nimiento de la paz social 1. 

-
des propias de la justicia transicional en tales con-
textos, exigen tener en cuenta para la satisfacción de 
los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y 
la reparación, otras consideraciones particulares como 

prevalencia de condiciones de seguridad en el territo-
rio y en general la satisfacción de las garantías de no 
repetición. No repetición de las violaciones sufridas 
por las víctimas y no repetición de nuevas violaciones 
en contra de nuevas víctimas. Como lo ha señalado la 
ONU, el diseño de instrumentos de justicia transicio-

equilibre múltiples objetivos, entre los que se encuen-
tran la búsqueda de la rendición de cuentas, la verdad 
y la reparación, la preservación de la paz y la cons-

2. 
1 C. Const. C-771 de 2011 N. Pinilla (cita del Comunicado 

de Prensa número 41 octubre 14 de 2011).
2 -

cia de transición en las sociedad que sufren o han sufrido 

Si bien la Corte Constitucional ha establecido que 
es necesario hacer una ponderación entre la paz, la 
justicia en tanto valor objetivo, la justicia como de-
recho de las víctimas y los demás derechos de estas 
a la verdad, la reparación y la no repetición, la mis-
ma Corte también ha advertido que la paz no puede 

todo. De ahí que sea necesario en cada caso en con-
creto ponderar si una serie de medidas de justicia 

satisfacción integral de los derechos de las víctimas 
y el logro de la no repetición. En palabras de la Cor-
te este tipo de medidas podría autorizarse cuando 

las víctimas a la no repetición –en la medida en que 

desmovilizan revelan las conductas delictivas come-
tidas–, a la reparación –si en el proceso de desmovi-
lización se consagran reglas que llevan a los desmo-

3. 
En este sentido, no porque la transición tenga unas 

justicia transicional sean más amplios, puede alegar-
se que el Estado no tiene la obligación de satisfacer 
los derechos de las víctimas. Tanto las normas incor-
poradas en la Ley de Víctimas, como aquellas que se 
proponen en el proyecto de acto legislativo apuntan 
hacia el esclarecimiento pleno de la verdad –al abrir 
la posibilidad de crear mecanismos complementarios 
de carácter judicial y extrajudicial que permitan el 
esclarecimiento pleno de patrones y sistemas de ma-

-
timas –a través de los mecanismos administrativos 
de restitución, reparación, rehabilitación y satisfac-

no hay garantía del derecho a la vida y a la integridad 
física, y sin estos derechos no existe la base para go-

de las víctimas y de la sociedad a la justicia –a través 
de todas estas medidas entendidas de manera inte-
gral, más la persecución penal de los máximos res-
ponsables y la investigación y sanción extrajudicial 
de quienes no sean perseguidos penalmente–. 

Para estos efectos el Gobierno Nacional se ha ve-
nido anticipando y ha decidido poner en marcha una 
ambiciosa estrategia de atención de todas las vícti-
mas de los grupos armados al margen de la ley, inde-
pendientemente de que se hayan celebrado acuerdos 
de paz con ellos, porque de otra manera se crearían 

-
mas. A diferencia de otros procesos de reforma del 
marco de justicia transicional, este acto legislativo se 
enmarca dentro de la promulgación de la Ley 1448 
de 2011 –Ley de Víctimas– que introduce por pri-
mera vez en el país, un marco completo para la re-
paración integral de las víctimas. Gracias a ello, la 
autorización para crear mecanismos extra-judiciales 
de justicia transicional, la implementación de las 
medidas de priorización y selección de casos, y la 
posibilidad de renunciar a la persecución penal de 
los casos no seleccionados, son medidas que contri-
buyen a garantizar de manera efectiva los derechos 
de las víctimas. Sin importar qué casos se prioricen o 
seleccionen a futuro, ni para qué casos se establezcan 
mecanismos extra-judiciales, la Ley de Víctimas ga-
3 Idem.
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rantiza que todas las víctimas sean reparadas a través 
de distintos programas integrales. 

El proyecto de acto legislativo pretende entonces: 

de todos los instrumentos de justicia transicional.

víctimas a la verdad, la justicia y la reparación.
-

ticia transicional extrajudiciales de investigación y 
sanción que permitan la satisfacción efectiva de los 
derechos de las víctimas.

-
lección son inherentes a los instrumentos de justicia 
transicional.

-
rios de selección en materia de investigación penal 
que permitan concentrar los esfuerzos de judiciali-
zación en la persecución de los máximos responsa-
bles de los crímenes más graves y lograr el esclare-
cimiento pleno de patrones y contextos de macrocri-
minalidad.

-
mentos de justicia transicional a las partes del con-

de justicia transicional a grupos que no sean partes 

de justicia transicional que incluyan a agentes del 
Estado, garantizando así la contribución de todas las 
partes al esclarecimiento de la verdad.

-
trumentos de justicia transicional, asegurando que el 
tratamiento de los agentes del Estado responda a la 
mayor responsabilidad que se les endilga.

justicia transicional, cuando se trate de miembros 
de grupos armados al margen de la ley, a la desmo-

acuerdo de paz o a su desmovilización individual en 
el marco de los procedimientos establecidos por el 
Gobierno Nacional.

-
mentos de justicia transicional y su limitación a los 

paz requiere la liberación previa de los secuestrados. 
En últimas, en el caso de Colombia tanto las exi-

gencias de la transición, como el necesario recono-
cimiento de las víctimas y de la satisfacción de sus 
derechos apuntan hacia un objetivo común: el for-
talecimiento del Estado de Derecho. Este sólo será 
posible lograrlo si se pone en marcha una verdadera 
estrategia integral que permita combinar una serie de 
medidas de diversa naturaleza, que contribuyan de 
manera articulada al esclarecimiento y la rendición 

y permitan la satisfacción efectiva de los derechos de 
las víctimas. 

Teniendo en cuenta estos objetivos, a continua-

la implementación de los distintos instrumentos de 
-
-

terpretativas sobre cómo abordar jurídicamente esta 

las medidas necesarias para reenfocar los mecanis-
mos de justicia transicional hacia la satisfacción de 
los derechos de las víctimas, el logro de la paz y la 
no repetición. 

3. La aplicación de instrumentos de justicia 
transicional en Colombia: lecciones aprendidas 

Al menos desde la Ley 418 de 1997 y sus respec-
tivas prórrogas, pasando por la Ley 975 de 2005, la 
Ley 1424 de 2010 y la Ley 1448 de 2011 –Ley de 
Víctimas–, Colombia ha desarrollado una serie de 
instrumentos de justicia transicional para responder 
a diferentes coyunturas de violencia, con mayor o 
menor éxito. Si bien hay muchas lecciones aprendi-
das en estos procesos, no está clara la relación entre 
los diferentes instrumentos jurídicos, ni tampoco –y 
este es el punto fundamental– la contribución cohe-

justicia transicional y en particular hacia el fortaleci-
miento del Estado de Derecho. 

Por eso resulta necesario hacer un mapa de los 
distintos instrumentos de justicia transicional que 

su implementación, y como consecuencia de ello ex-
traer lecciones aprendidas para la aplicación efectiva 
de instrumentos de justicia transicional. 

a) Mapa de los instrumentos de justicia transi-
cional en Colombia 

En Colombia se han venido aplicando una serie 
de instrumentos de justicia transicional que han res-
pondido a situaciones coyunturales. La Ley 418 de 
1997, también conocida como la Ley de Orden Pú-
blico (y prorrogada hasta el 2014 por la Ley 1421 
de 2010) es la norma base a través de la cual se con-
sagran los instrumentos para la desmovilización de 
los grupos armados organizados al margen de la ley. 
Esta contempla disposiciones para facilitar el diálo-
go y la suscripción de acuerdos de paz en el marco de 
las normas del Derecho Internacional Humanitario, 
así como para el desarme y la desmovilización tanto 
individual como colectiva. 

mediante la cual se eliminó la necesidad de reconoci-
miento político para las organizaciones armadas. Se 

políticos, tales como el indulto, la cesación de pro-
cedimiento, la resolución de preclusión de la instruc-
ción o la resolución inhibitoria. Sin embargo, esta 

hubiesen cometido conductas constitutivas de actos 
atroces de ferocidad o barbarie, terrorismo, secues-
tro, genocidio, homicidio cometido fuera de combate 
o colocando a la víctima en estado de indefensión. 

las guerrillas que se desmovilicen individualmente y 
que sólo hayan cometido delitos políticos y sus co-
nexos. 

Para el caso de los desmovilizados rasos de los 
grupos paramilitares (que no son considerados de-
lincuentes políticos de conformidad con la jurispru-
dencia de la Corte Suprema de Justicia y por lo tanto 

-
plados en la Ley 782 de 2002), la Ley 1424 de 2010 

comprometieran con el proceso de reintegración a la 
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sociedad y con la contribución al esclarecimiento de 
la verdad en el Centro de Memoria Histórica. 

Por otra parte, la Ley 975 de 2005 o Ley de Jus-
-

corporación a la sociedad de los miembros de grupos 
armados organizados al margen de la ley que estu-
vieran dispuestos a contribuir de manera efectiva a 
la consecución de la paz y que fuesen responsables 
de conductas que no podían ser consideradas como 
conexas al delito político. En este sentido, esta ley 
dispuso un proceso especial de investigación y juz-
gamiento, según el cual los postulados a la ley deben 
colaborar de manera efectiva con la reconciliación 
nacional y con los derechos de las víctimas a la ver-
dad, justicia y reparación, a cambio de la posibilidad 
de acceder a una pena alternativa de 5 a 8 años. 

Por último, en junio de 2011 fue expedida la Ley 
1448 conocida como Ley de Víctimas, mediante la 
cual se establece un conjunto de medidas judiciales, 
administrativas, sociales y económicas, individuales 

sufrido un daño como consecuencia de infracciones 
al Derecho Internacional Humanitario o de violacio-

-
les de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del 

Estos distintos instrumentos han sido aplicados 
de manera concomitante, pero no necesariamente 
coherente, o articulada. A continuación se presenta 
un diagnóstico de los principales problemas en la im-
plementación de estos mecanismos. 

b) Debilidades de los instrumentos de justicia 
transicional 

Un balance de los instrumentos de justicia transi-
cional aplicados hasta la fecha en el país, permite ad-
venir al menos tres graves riesgos que comprometen 
la garantía efectiva de los derechos de las víctimas: 

-
tición. 

i) Riesgo de impunidad 
Más allá de cuál ha sido el objetivo inicial de cada 

uno de los instrumentos de justicia transicional, y del 
mayor o menor éxito que hayan tenido, el país ha 
carecido de una verdadera estrategia de justicia tran-
sicional que oriente la aplicación de los diferentes 
instrumentos de justicia transicional y de los esfuer-

diferencie 

facilite el cierre de los diferentes 

y potencie la satisfacción efectiva de los derechos 
de las víctimas. En efecto, la aplicación de estos 
instrumentos nos ha dejado lecciones aprendidas 
importantes, y ha logrado evidenciar a través de sus 
debilidades las necesidades que tiene nuestro país 
en materia de justicia transicional. Partiendo de una 
pretensión común de verdad, justicia y reparación 
en relación con las atrocidades ocurridas, podemos 

-
mente y que el logro de la transición a la paz y de la 
garantía efectiva de no repetición, es aún lejano. 

Para empezar, algunos podrían considerar que 
hasta el momento los instrumentos de justicia tran-
sicional aplicados nos acercan a un escenario de 
impunidad. La justicia como valor hace referencia 

al esclarecimiento judicial efectivo de los patrones 
y sistemas para la comisión de graves violaciones a 
los Derechos Humanos, lo que representa una estra-
tegia clave en la lucha contra la impunidad y en el 
papel que tiene la justicia transicional de hacer fren-
te a las atrocidades cometidas, No obstante, hasta el 
momento la estrategia ha sido distinta. En esencia 
ha consistido en investigar uno por uno los hechos 
denunciados por los desmovilizados, y los resultados 

vigencia de la Ley de Justicia y Paz y luego de la des-
movilización de 35,299 miembros de grupos parami-
litares, se han producido apenas siete sentencias de 

-

de los hechos denunciados –cerca de 340.000 hasta 
la fecha– podría tardar cerca de 100 años. Pero adi-
cionalmente, un proceso de estas características no 
es sostenible a futuro, pues tiene el agravante de que 
cada vez más y más postulados están considerando la 
posibilidad de renunciar al proceso de Justicia y Paz 
y no confesar los hechos en los que participaron por 
la inseguridad jurídica en la que se encuentra actual-
mente el proceso. De los 4.643 desmovilizados pos-
tulados a Justicia y Paz, la mayoría cumplirá 8 años 
de detención preventiva en diciembre de 2014, sin 
expectativa clara de que su caso sea resuelto. Pero 
lo más grave es que esta situación no contribuye a la 
satisfacción efectiva de los derechos de las víctimas. 

Pero el problema no es simplemente del tamaño 
de las cifras y de las capacidades del Estado. Es ante 
todo un problema de enfoque y de comprensión de 
cómo desarrollar un proceso efectivo de justicia tran-
sicional para que todos sus componentes apunten de 

de derecho. Antes que mirar las cifras de número de 
casos resueltos y de años que nos tardaría resolver-
los, es preciso advertir que el enfoque investigativo 
actual no permite a la Fiscalía General de la Nación 
concentrar sus esfuerzos y recursos en los casos de 

-
nacional de lucha contra la impunidad– ni esclare-
cer patrones y contextos regionales de la operación 

objetivo primordial de la justicia transicional, sino 
que fomenta la investigación de hechos individuales 
y aislados. Hoy es evidente la imposibilidad material 
de investigar hecho por hecho todo lo ocurrido. El 

principalmente al delito de falsedad en documento 
público, demuestra que esta situación antes que ga-
rantizar la justicia podría generar una situación de 
impunidad y la falta de garantía de los derechos de 
las víctimas. El ejercicio de estos años puede termi-
nar por dejarnos con la aplicación de un instrumento 
de justicia transicional, pero todavía sin la satisfac-
ción efectiva de los derechos de las víctimas, a pesar 
de los esfuerzos institucionales. 

Así, en la medida en que hasta el momento la 
aplicación de la Ley de Justicia y Paz y los demás 
instrumentos se ha concentrado en la judicialización 
de todos los desmovilizados y la investigación de he-
cho por hecho entre los denunciados, los resultados 
se ven limitados por el amplio universo de hechos y 
de personas a investigar. Actualmente se han desmo-
vilizado cerca de 54.000 paramilitares y guerrilleros 
en el marco de la Ley 418 de 1997, de las cuales más 
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del 90% no fueron postuladas a la Ley de Justicia 
y Paz. Tomando como base los tiempos de investi-
gación e imputación de cargos según la experiencia 
de los procesos de Justicia y Paz, procesar judicial-
mente todos los hechos en los que participaron estas 
personas sería materialmente imposible y no contri-
buiría a la satisfacción efectiva de los derechos de 
las víctimas. 

Esta es tal vez la lección aprendida más impor-
tante que nos ha dejado la aplicación de estos ins-
trumentos en un caso como el de Colombia: que 
es imposible humana y técnicamente investigar a 
todos los autores y todas las conductas, y que la 
satisfacción de los derechos de las víctimas no se 
logra a través de medidas netamente judiciales y 
aisladas. Tanto así que una pretensión de este tipo 

4 y no contribuir de manera efecti-
va al fortalecimiento del Estado Social de Derecho. 

-

participado en la comisión sistemática de crímenes, 
es imposible proceder judicialmente contra todos. 
Es fundamental establecer un conjunto de criterios 

-
cación de aquellos sospechosos que van a ser inves-

5. 

a priorizar los casos, estos conservarían la respon-
sabilidad por ley de investigar todos y cada uno de 
los hechos y todo el universo de los menos respon-
sables, para quienes los términos y preclusiones 
correrían de forma paralela. Solo si hubiere cesa-
ción de la acción penal  para quienes no han sido 
señalados como los más responsables mediante un 
proceso de selección positiva (a través de criterios 

una lógica estratégica de concentrarse en los más 
responsables y en los hechos más atroces, lo que 
permitiría garantizar de manera más efectiva los 
derechos de las víctimas. Por otra parte, la prio-
rización sin selección generaría una falsa tran-
quilidad acerca de la satisfacción efectiva de los 
derechos de las víctimas pues se asumiría que la 
posición de no renunciar nunca a la acción penal 
es más garantista. Sin embargo, en la práctica, esa 
falsa tranquilidad se convierte en impunidad de 
tacto, pues los casos quedan pendientes de manera 

al proceso penal del máximo responsable y/o a 
mecanismos extrajudiciales de esclarecimiento, se 
quedan esperando eternamente a que su caso, al 

-
do. Adicionalmente, de no existir la posibilidad de 
cesar la acción penal en los casos no priorizados, 
los desmovilizados permanecen en absoluta inse-
guridad jurídica, lo que compromete su posibi-
lidad de reintegración efectiva a la sociedad. La 
posibilidad de acceder a un trabajo digno y por lo 
4 Kritz, Neil J. Coming to terms with atrocities: a review 

of accountability mechanisms for mass violations of hu-
man rights. 59 Law & Contemp. Probs, 127, 1996. Pági-
nas 138-139.

5 Citado en: Andreas Forer y Claudia López, en Kai Am-
bos, Coordinador. Selección y priorización como estra-
tegia de persecución en los casos de crímenes internacio-

verá seriamente afectada si el desmovilizado per-
manece de manera indeterminada en situación de 
inseguridad jurídica. 

Esta debilidad evidente de los instrumentos de 
justicia transicional actuales nos deja una importante 
lección aprendida y es que para alcanzar la justicia 
como valor y el fortalecimiento del Estado de dere-
cho, ni el camino ni el enfoque pueden ser los mis-
mos de la justicia ordinaria. Como lo demuestran las 
experiencias internacionales es necesario hacer una 
selección positiva de aquellos casos de los más res-
ponsables y contar con mecanismos extrajudiciales 
que permitan esclarecer el contexto general de las 

-

la impunidad y más lejos de las satisfacción efectiva 
de los derechos de las víctimas. 

ii) Riesgo de no esclarecimiento de la verdad 
La aplicación de los instrumentos de justicia tran-

sicional hasta la fecha enfrenta graves debilidades 
en materia de esclarecimiento de la verdad. Los seis 
años de implementación del proceso de Justicia y 
Paz no han llevado a la construcción de una verdad 
completa o satisfactoria ni siquiera en materia judi-
cial. La verdad ha estado limitada y condicionada a 
las confesiones de los desmovilizados, y las investi-
gaciones no han permitido esclarecer los patrones de 
macro-criminalidad. El enfoque de las investigacio-

priorización frente a los casos, y la imposibilidad de 

interno en este proceso, han sido factores determi-
-

miento de la verdad. Por otra parte, lo cierto es que 
el derecho de las víctimas y de la sociedad a conocer 
la verdad no se vería satisfecho de ningún modo sólo 
con una verdad judicial. Sin otros mecanismos extra-
judiciales que contribuyan al esclarecimiento de los 
contextos, no será posible reconstruir los escenarios 
de lo ocurrido. 

La Ley 1424 de 2011, por ejemplo, constituye 
el único marco jurídico vigente para el tratamiento 
integral de los desmovilizados rasos de los grupos 
paramilitares que incorpora un mecanismo extra-
judicial para el esclarecimiento de la verdad. Sin 
embargo, esta norma implica la investigación penal 
hecho por hecho, por lo que si bien representa una 
oportunidad para abrir el camino hacia la garantía 
del derecho a la verdad, si el enfoque investigativo 
no se transforma, nos tomaría más de 500 años for-

-
dos de esta ley. Adicionalmente, esta ley restringe 

hayan incurrido únicamente en los delitos de con-
cierto para delinquir simple o agravado, utilización 
ilegal de uniformes e insignias, utilización ilícita de 
equipos transmisores o receptores, porte ilegal de 
armas de fuego o municiones de uso privativo de 
las Fuerzas Armadas o de defensa personal, como 
consecuencia de su pertenencia a dichas agrupacio-
nes. Si bien la ley contempla un mecanismo extra-
judicial para el esclarecimiento de la verdad, y para 
ello ofrece como incentivo la no autoincriminación 

limita a hechos relacionados únicamente con estos 
delitos o se extiende a otros delitos cometidos por 
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la organización. De limitarse a los delitos relacio-
nados con la pertenencia, la información que reco-
gería el Centro de Memoria Histórica se reduciría 
considerablemente pues los desmovilizados no ten-
drían incentivos para contar toda la verdad. 

Como se observa, ninguno de los instrumentos de 
justicia transicional que están siendo aplicados hoy 
en Colombia cuenta con mecanismos judiciales o ex-
trajudiciales que contribuyan de manera efectiva al 
esclarecimiento de la verdad y lo que se ha logrado 

-
ciente. Adicionalmente, estos instrumentos no están 

-
mado interno en Colombia y eso se convierte en una 
debilidad importante a la hora de buscar garantizar la 
satisfacción del derecho a la verdad de las víctimas y 
la sociedad. Esto último nos deja en el escenario de 
una verdad fragmentada, parcializada, que a nivel in-
dividual no satisface el derecho de las víctimas y que 

la reconciliación y la garantía de no repetición. 
El acto legislativo incorpora la posibilidad de 

crear mecanismos extrajudiciales que permitan com-
-

nes y sistemas de criminalidad que permitieron el 
desarrollo de las graves violaciones a los DDHH en 

-
nuncia a la persecución penal de los casos que no 
sean seleccionados, el acto permite concentrar es-
fuerzos y recursos de judicialización en los máximos 

esclarecimiento de los hechos cometidos por estos 
grupos. La visión del acto es lograr la integralidad 
de las medidas de justicia transicional, para que el 
derecho de la sociedad y de las víctimas al esclareci-

entendido como el resultado de un proceso penal hoy 
o en 100 años, sino como la sumatoria de una sede 
medidas judiciales y extra-judiciales que nos conlle-
ven a entender qué nos pasó como sociedad. 

iii) Riesgo de repetición de los hechos violentos 
Hasta el momento se han evidenciado dos debi-

lidades claras de los instrumentos de justicia transi-
cional aplicados en Colombia: un enfoque de inves-
tigación que nos acerca más a la impunidad que a la 
justicia y posibilidades altamente limitadas de lograr 
el esclarecimiento de la verdad. Pero además, si la 
investigación no es efectiva y no se esclarece la ver-
dad de lo ocurrido, no será posible evitar la repeti-

armado interno. 
Como se mencionó en el segundo capítulo de 

esta ponencia, en Colombia nos enfrentamos al reto 
de diseñar mecanismos de justicia transicional con 
grandes impedimentos, y el mayor de ellos es sin 

Precisamente si entendemos que Colombia requiere 

la paz, la desmovilización, la reintegración efectiva 
de los excombatientes, la prevalencia de condiciones 
de seguridad en el territorio y en general las garan-
tías de no repetición, adquieren un papel primordial 

como el de hacer frente a las atrocidades cometidas, 
y de satisfacer los derechos de las víctimas, son posi-
bles única y exclusivamente si se garantiza la termi-

violaciones cometidas. De lo contrario no hay una 
transición efectiva, no se satisfacen los derechos de 
las víctimas, y los instrumentos de justicia transicio-
nal se vuelven permanentes y ordinarios. 

El problema es que los instrumentos de justicia 
transicional que vienen siendo aplicados en el país 
no dan respuesta a esta necesidad. En primer lugar, 
la ausencia de incentivos serios para la contribución 

efectiva, han contribuido de manera directa al rear-
me de miembros de grupos armados ilegales. Así, los 
desmovilizados que ya no confían en el Estado debi-
do al cambio constante en las reglas del juego, son 
absolutamente vulnerables al reclutamiento por parte 
de bandas criminales emergentes que delinquen en 
zonas en donde aún no se ha logrado la consolida-
ción del Estado de derecho. Por otra parte, la ausen-
cia de un enfoque investigativo que permita dilucidar 
los sistemas de macrocriminalidad ha impedido su 

grupos retomen las administración criminal del te-
rritorio. 

4. Dos tradiciones jurisprudenciales en torno a 
la justicia transicional 

-
das ejemplarizantes que resultan de la aplicación de 
los instrumentos justicia transicional, este proyecto 
de acto legislativo responde a la necesidad de re-

de garantizar que la rama judicial concentre sus es-
fuerzos de investigación y sanción en los máximos 

tiempo razonable, de los sistemas de macro-crimi-

Sin embargo, este re-enfoque no puede ser ajeno a la 
jurisprudencia establecida por la Corte Constitucio-
nal y la Corte Suprema de Justicia, que en distintas 
ocasiones han privilegiado diferentes tradiciones: en 

-

otros, la ponderación ha excluido estos elementos. A 
continuación se exploran los elementos esenciales de 
estas dos tradiciones jurisprudenciales. 

a) La tradición “maximalista” 

interpretación de las obligaciones del Estado y la 
ponderación entre los valores constitucionales en 

como si se tratara de situaciones de normalidad, sus-
tentado en la premisa de que en estos contextos de 

aún más estricta. Bajo este entendido por ejemplo, la 
paz o la no repetición son valores constitucionales 
que o no son incorporados dentro de la ponderación, 
o son incorporados sólo parcialmente. 

A nivel internacional, dentro de esta tradición se 
inscriben algunas decisiones judiciales e informes 
de los órganos del sistema interamericano de DDHH 

(inscrita en el deber de garantía6) de investigar y 
sancionar penalmente todas las graves violaciones 
6 Ver, entre otros, los siguientes casos de la Corte IDH: 

Caso elásquez Rodríguez  Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen 
eña  Caso de la Masacre de las os Erres  Caso o-

mes Lund y otros ( uerrilha do Araguaia).
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de Derechos Humanos7 y procurar, si es posible, el 
restablecimiento del derecho conculcado y la repa-
ración de los daños producidos por la violación de 
Derechos Humanos8. 

A nivel nacional, quizás el principal ejemplo de esta 
tradición jurisprudencial se encuentra en la Sentencia 
C-936 de 2010, mediante la cual se revisó la consti-
tucionalidad de la Ley 1312 de 2009 que creó, entre 
otros, un nuevo numeral del principio de oportunidad 
para renunciar a la persecución penal de los desmo-
vilizados que no hubiesen cometidos delitos de lesa 
humanidad. La Corte Constitucional consideró que la 
constitucionalidad de tal norma tenía que ser analiza-
da en un marco de política criminal ordinaria y no de 
justicia transicional. Así, según esta, como la norma 

la búsqueda de la paz, que parta del reconocimiento de 
la existencia de una situación de violación masiva de 

impunidad [,] [n]o resulta, en consecuencia, aplicable 
en esta oportunidad la metodología de la ponderación 
entre la justicia y la paz, a la cual ha acudido la Cor-
te en otras oportunidades. El marco, propuesto por el 
propio legislador, es el de la política criminal ordina-
ria del Estado, y en ese ámbito se ubicará el análisis de 

9. 
Esta tradición ha existido en distintos fallos tanto 

de la Corte Constitucional como de la Corte Suprema 
de Justicia, que han optado, por ejemplo, por dar un 
tratamiento de delito ordinario a los crímenes ocu-

1997 la Corte Constitucional consideró que incluso 
las lesiones y los homicidios en combate tenían que 
ser sancionados como delitos ordinarios10. En 2003, 
la Corte Suprema de Justicia consideró que no había 
lugar a considerar el delito de rebelión si la organi-
zación no tiene ideología solidaria orientada al bien 

-
nes altruistas y no combatían contra el Estado11 tesis 
que fue reiterada en pronunciamientos posteriores de 
esa misma corporación12. En 2005, la Corte Supre-
ma reiteró que la pertenencia a grupos armados al 
7 Ver, entre otros, los siguientes casos de la Corte IDH: 

Caso elásquez Rodríguez  Caso Cabrera arcía y 
Montiel lores  Caso omes Lund y otros ( uerrilha do 
Araguaia).

8  Ver, entre otros, los siguientes casos de a Corte IDH: 
Caso elásquez Rodríguez  
Caso omes Lund y otros ( uerrilha do Araguaia).

9  C. Const, C-936/2010, LE. Vargas.
10  C. Const, C-456/1997, J. Arango.
11  CSJ, S. Penal, 10/09/2003, r21343, A. Pérez. Al res-

procesado no tiene ninguna ideología solidaria orienta-

maltratar al establecimiento sino a los integrantes de la 
-

12  Ver CSJ Penal, 19/05/2004, r22103, E. Lombana, que 

no sólo se dirige contra los miembros de la fuerza pú-
blica por la confrontación ideológico política, sino que 
también victimizan al vecindario y la ciudadanía para 
satisfacer pasiones personales y egoístas, en actos que 
en nada asemejan un combate, ni tienen que ver con el 

-
sión, desaparición forzada, graves infracciones al de-
recho internacional humanitario o la conformación 
de escuadrones de la muerte o sicarios para la comi-
sión de homicidios selectivos, entre otras conductas, 

-
linquir13. Ese mismo año, la Corte Suprema estable-
ció que la conducta paramilitar correspondía a una 
situación de criminalidad común al concluir que los 

-
rios de indultos o amnistías14. 

Más allá de la discusión sobre el delito político, 
estas interpretaciones llevaron a la Corte Suprema a 
construir la tesis según la cual la mera pertenencia en 
un grupo armado organizado constituye un delito de 

organización a cada individuo independientemente 
de su grado de responsabilidad, analizando las con-
ductas delictivas de los miembros de grupos arma-
dos al margen de la ley como delitos ordinarios que 

Esta tesis se consolidó en abril de 2008, cuando la 

responsables de concierto para delinquir como au-
tores de delitos de lesa humanidad deben estar pre-
sentes los siguientes elementos: (i) Que las activi-
dades públicas de la organización incluyan algunos 

de los miembros de la organización debieron haber 
tenido conocimiento o ser consientes de la naturaleza 

15. Así 
mismo lo reiteró la Corte Suprema en abril de 2009, 

-

acusadas de concierto para delinquir agravado eje-

punible como delito de lesa humanidad, y por tan-
to sometido a especiales restricciones o cautelas de 
acuerdo con los compromisos internacionales del 

16. 
Más allá de las problemas jurídicos particulares 

en cada uno de los casos que sirven para ilustrar la 

pesar de tratarse de casos enmarcados en el contexto 
-
-

cia transicional, no son incorporados dentro la pon-
deración, El resultado de esta tradición es un enfo-
que de investigación caso a caso, hecho a hecho, en 

son tratadas como crímenes de lesa humanidad sin 
importar su generalidad o sistematicidad. Los ries-
gos de impunidad, no esclarecimiento de la verdad y 
repetición cobran especial relevancia en un contexto 
de violencia masiva, cuyo legado de violaciones es 
enfrentado bajo esta tradición. 
13 CSJ Penal, 18/10/2005, r24312, Y. Ramírez.
14

hayan estado vinculados a los grupos paramilitares o de 
autodefensa, cualquiera sea el grado de participación en 
la organización yen los delitos cometidos por cuenta de 

15 CSJ Penal, 10/04/2008, r29472, Y. Ramírez.
16 CSJ Penal, 01/04/2009, r31421 Y. Ramírez.
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b) La tradición de “justicia transicional” 

tanto la Corte Constitucional como la Corte Suprema 
de Justicia también han recurrido en distintos mo-
mentos a una interpretación jurisprudencial en donde 
las obligaciones del Estado y la ponderación entre 
valores constitucionales en contextos de transición, 
ha respondido a las particularidades de una situa-
ción de violaciones masivas a los derechos humanos 

En estos casos, la paz y la no repetición son valo-
res constitucionales que han sido incorporados en la 
ponderación. 

A nivel internacional, si bien esta tradición no ha 
estado presente de manera preponderante en el Sis-
tema Interamericano, la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana ha avalado mecanismos judiciales y 
extrajudiciales de justicia transicional, y por tanto ha 
aceptado que los estándares del derecho a la justi-
cia se interpretan de manera distinta en estos con-
textos. En este sentido, la Corte IDH ha reconocido 
la importancia de los procesos de justicia transicio-
nal para proteger los derechos a la verdad, la jus-
ticia y la reparación. Precisamente, y a pesar de la 
importancia del concepto de reparación integral para 
la Corte IDH, este Tribunal ha avalado procesos de 
reparación en marcos de justicia transicional como 

Humanos (Almonacid Arellano c. Chile). La juris-

penales o la creación de mecanismos extra-judiciales 
que eventualmente permitan cumplir los estándares 
internacionales de investigación y sanción en mar-
cos de justicia transicional. De hecho, en los pocos 
casos en los que la Corte IDH ha conocido de meca-
nismos de justicia transicional que no implican una 
violación de la prohibición de auto-amnistía, ha con-
siderado que estos mecanismos no son contrarios per 
se a las obligaciones que surgen de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (La Rochela c. 
Colombia). Igualmente, en el caso de Colombia, la 
Corte ha reconocido que el país debe tener la oportu-
nidad para implementar los mecanismos de justicia 
transicional de manera que se reconozcan adecuada-
mente los derechos de las víctimas (La Rochela c. 
Colombia). 

A nivel nacional, esta tradición ha sido liderada 
por la Corte Constitucional que tanto en la sentencia 
de revisión de constitucionalidad de la Ley 975 de 
2005, como de la de revisión de la Ley 1424 de 2010, 
ha reiterado que la ponderación en circunstancias de 

situaciones de normalidad. Así, en la 0-370 de 2006, 

apropiado para la resolución de ¡os problemas que 
plantea este caso, por cuanto no es posible materia-
lizar plenamente, en forma simultánea, los distintos 
derechos en juego, a saber, la justicia, la paz, y los 

17. 
En el mismo sentido lo reiteró recientemente la 

Corte en la Sentencia 0-771 de 2011, según la cual 
“el alcance y contenido de los derechos de las 

víctimas a la verdad, la justicia y la reparación, (...) 
podría en casos concretos presentar algunas dife-
rencias dependiendo de si los hechos punibles de 
17 C. Const. 0-370/2006, MJ, Cepeda.

cuya comisión ellos se derivan han de investigarse y 
juzgarse dentro de un conte to que pudiera denomi-
narse ordinario, o en cambio concurren circunstan-
cias bajo las cuales resultaría válida la aplicación 
de instituciones de justicia transicional, las que por 
su misma naturaleza han de considerarse e cepcio-
nales. Se trata de un sistema o tipo de justicia de ca-
racterísticas particulares, que aspira a superar una 
situación de con icto o postcon icto, haciendo efec-
tivos en el mayor nivel posible, los derechos a la ver-
dad, la justicia y la reparación de las víctimas frente 
a un pasado de graves y sistemáticas violaciones de 
los erechos Humanos, teniendo como límite la me-
dida de lo que resulte conducente al logro y mante-
nimiento de la paz social. En este sentido, la justicia 
transicional se ocupa de procesos mediante los cua-
les se realizan transformaciones radicales a una so-
ciedad que atraviesa por un con icto o postcon icto, 
que plantean grandes dilemas originados en la com-
pleja lucha por lograr un equilibrio entre la paz y la 
justicia. El propósito fundamental es el de impedir 
que hechos acaecidos en el marco de un con icto 
vuelvan a ocurrir, motivo por el cual su función se 
concentra en el conocimiento de la verdad y en la 
reparación, buscando así dar respuesta a los proble-
mas asociados a un conjunto de abusos en contra de 
los derechos humanos, en un conte to democrático y 
aplicando medidas de naturaleza judicial o no judi-
cial, a los responsables de los crímenes 18. 

La teoría según la cual las conductas delictivas 

tratadas como conductas ocurridas en situaciones de 
normalidad viene siendo expuesta desde la década de 
los noventa por varios Magistrados que han salvado 
el voto. Así, por ejemplo, en 1994 los Magistrados 
Carbonell, Cifuentes, Martínez y Gaviria suscribie-
ron una aclaración de voto en la que advirtieron que 

legislador por expresa disposición Constitucional, 
podrá determinar qué comportamientos socialmente 
reprochables merecen ser considerados como delitos 
políticos atendiendo al interés general y en búsque-

-
cunstancias, si los motivos de conveniencia pública 
lo hacen necesario, podrá establecer que el secuestro 
es conexo con el delito político para asegurar la paz 

19. Similarmente, en 1997 los 
Magistrados Martínez y Gaviria salvaron el voto, 
para advertir que el delito político debe implicar 
la absorción de los delitos comunes cometidos en 
combate, porque separarlos hace inviable el privi-

punibles cometidos en combate por los rebeldes no 
son sancionados como tales sino que se subsumen 
en el delito de rebelión, (...) pues es la única forma 
de conferir un tratamiento punitivo benévolo a los 

20. Así mismo, la Corte Suprema 
de Justicia, en el 2006 estableció que se debía dar 
tratamiento de delito político a aquellas conductas 
relacionados con la pertenencia a un grupo armado 
al margen de la ley que ejerza operaciones militares 
en una parte del territorio dirigidas contra las fuer-
zas regulares o contra otros grupos armados cuando 
18 C. Const, C-771/201 1, N. Pinilla.
19 C. Const. 0-069/1994, SV A. Carbonell, E. Cifuentes, A. 

Martínez y C. Gaviria.
20 C. Const, 0-456/1997, SV A. Martínez y C. Gaviria.
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atentando contra el régimen constitucional estas con-
ductas están vinculadas a los objetivos perseguidos 
por dicho grupo ilegal21. 

Es importante resaltar que esta posición que sur-
gió por medio de los salvamentos y aclaraciones de 
voto de algunos Magistrados, fue retomada por la 
Sala Plena de la Corte Constitucional en 2002, cuan-
do esta revisó la constitucionalidad del Estatuto de 
Roma que crea la Corte Penal Internacional. A través 

-
-

ros procesos de paz y de reconciliación nacional en 
donde se consideren medidas como los indultos y las 
amnistías con sujeción a los parámetros establecidos 
en la constitución y en los principios y normas de 

22. 
Por último, la Corte Suprema de Justicia ha hecho 

énfasis en la importancia de priorizar la investiga-
ción de crímenes de sistema en contextos de justicia 
transicional, dándole un enfoque distinto a aquél de 
la investigación en el marco de situaciones de nor-

-
cia en el marco de un proceso de Justicia y Paz debe 

-
rior del grupo armado y del frente al que pertenecía, 
sus actividades, la estructura de poder interna, el mo-
delo delictivo de ese grupo, las órdenes impartidas 
y los planes criminales trazados, para contextualizar 
los delitos por los que se condena dentro del ataque 

23. 
-

exponen responden a problemas jurídicos de diversa 
índole, pero tienen en común la referencia al caso 

la consecuente inclusión de la paz y la no repetición 
como elementos esenciales en la ponderación. 

c) La tradición jurisprudencial para el logro 
de los nes de la justicia transicional 

De cara a estas dos tradiciones jurisprudenciales 
el proyecto de acto legislativo que se presenta para 
primer debate (segunda vuelta) busca resolver la ten-
sión existente en la jurisprudencia, aclarando que en 
situaciones de transición como la colombiana, la in-
terpretación debe responder a la tradición de justicia 

ideal en situaciones de normalidad, en situaciones 
-

dad de los crímenes cometidos exige un tratamiento 

armado se van cerrando de manera sucesiva, y en 
donde la desmovilización y reintegración efectiva 
de los excombatientes son elementos esenciales para 

transicional es la que mejor pondera los distintos 
valores constitucionales en juego y más importante 
aún, la que mejor permite garantizar la satisfacción 
de los derechos de las víctimas. 

Como fue establecido en el segundo capítulo de 
esta ponencia, en transiciones como la colombiana, 

importancia de hacer frente a las violaciones ocurri-
das, garantizando la satisfacción de los derechos de 
21 CSJ Penal, 18/04/2006, r25317, M. Pulido.
22 C. Const, C-578/2002, MJ. Cepeda.
23 CSJ Penal, 31/07/2009, r31539, A. Ibánez.

actores armados, y a partir de ello, las medidas ne-
cesarias para garantizar la no repetición. Sólo la se-
gunda tradición jurisprudencial planteada en este ca-
pítulo permite que los instrumentos de justicia tran-
sicional cumplan al mismo tiempo estos dos tipos de 

maximalista en un contexto de violaciones masivas 
es que resulte imposible satisfacer los derechos de 
las víctimas y garantizar la no repetición. 

Por otra parte, como ya se exploró en el tercer 
capítulo de esta ponencia, la interpretación maxima-
lista no conduce a mayores estándares de garantía de 
los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia 
y la reparación. Las investigaciones hecho a hecho 
conllevan impunidad si no hay una política de priori-
zación y selección de los más responsables por la co-
misión de los hechos más atroces. Así mismo, sin la 
implementación de mecanismos alternativos a los ju-
diciales no es posible develar los sistemas de macro-
criminalidad, porque la investigación penal se limita 
la responsabilidad individual por hechos aislados. 

Por eso la interpretación constitucional apropiada 
para la transición en Colombia es aquella de la justi-
cia transicional, que permite al mismo tiempo hacer 

-
mado a través de la satisfacción de los derechos de 
las víctimas, facilitar la terminación efectiva del con-

5. Medidas necesarias para el re-en o ue 
A lo largo de esta ponencia se ha evidenciado la 

necesidad de un re-enfoque en la aplicación de los 
diferentes instrumentos de justicia transicional. Para 
ello este proyecto de acto legislativo presenta cuatro 

la justicia transicional. 
Estas medidas suponen reformar la Constitución 

por distintas razones. En primer lugar es necesario 
garantizar, desde el nivel constitucional, que las he-
rramientas jurídicas que se desarrollen para el lo-
gro de la paz estén bajo el paraguas de la justicia 
transicional. Así, sólo la constitucionalización de 
la justicia transicional permite darle herramientas 
a los poderes públicos para diseñar e implementar 
una estrategia coherente que articule los distintos 
instrumentos y autorice un tratamiento excepcional 
y temporal a las violaciones masivas producto del 

-

-
nes podrán participar en los instrumentos de justicia 
transicional que se diseñen. Así mismo, sólo desde 
el nivel constitucional es posible autorizar la crea-
ción de mecanismos extrajudiciales de investigación 
y sanción y establecer que en contextos de justicia 
transicional sea posible no procesar penalmente to-
dos y cada uno de los hechos y juzgar a todos y cada 
uno de los responsables. Finalmente, sólo desde el 
nivel constitucional es posible resolver la tensión 
existente en la jurisprudencia. 

a) La participación de todas las partes del con-
icto armado para garantizar la integralidad de 

los instrumentos de justicia transicional 
Debido a que en Colombia enfrentamos una tran-
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los instrumentos de justicia transicional deben tam-
bién gradualmente contar con la participación de 

-
militares, grupos guerrilleros y agentes del Estado. 

especialmente los derechos de las víctimas a la ver-
dad, la justicia y la reparación serán alcanzados sólo 

aplicados los mismos instrumentos a todas las partes, 
ni que estos instrumentos deban ser implementados 
en el mismo momento y bajo los mismos criterios. 

por la ley, como resultado de un proceso democrático 
y teniendo en cuenta el mayor nivel de responsabi-
lidad de los agentes del Estado. En el caso de los 
agentes del Estado, sería imposible pensar en apli-
carles instrumentos de justicia transicional antes de 

Sin embargo, hoy no existe un marco jurídico que 
permita diseñar y aplicar instrumentos de justicia 

(especialmente en relación con agentes del Estado), 
lo cual genera serios desbalances y desincentiva el 
esclarecimiento pleno de la verdad. De ahí que sea 
necesario un marco constitucional que, a través de la 

delimitar el contexto y uso de los instrumentos de 
justicia transicional e impedir su extensión a hechos 
y personas que estén por fuera de este marco. Estos 
instrumentos sólo son viables y legítimos para la sa-
tisfacción efectiva de los derechos de las víctimas 
en tanto permitan cerrar los distintos capítulos del 

Si bien hoy existe un consenso respecto de la 
posibilidad de aplicar instrumentos de justicia tran-
sicional a los miembros de las guerrillas y de los 
grupos paramilitares, la posible aplicación de estos 
instrumentos a agentes estatales ha generado contro-
versia. Sin embargo, la participación de los agentes 
estatales en mecanismos de justicia transicional, a la 

-
recho a la verdad y a la reparación de las víctimas de 
todas -
neral. Por su naturaleza, los instrumentos de justicia 
transicional permiten generar incentivos importantes 
para que quienes participen de estos contribuyan a 
la construcción de una verdad completa. Sin la ver-
sión de los agentes estatales, la narración se quedará 
incompleta, lo que no permitirá que se garantice el 
derecho de las víctimas y de la sociedad a conocer 
la verdad. En este sentido la implementación efec-
tiva de la Ley de Víctimas depende que los agentes 
estatales sean incluidos como sujetos de algunas me-
didas de justicia transicional.

Pero quizás una de las cuestiones más importan-
tes es que la participación de agentes estatales en los 
instrumentos de justicia transicional es indispensable 
para garantizar la no-repetición de la violencia y que 
la paz sea sostenible: excluirlos supone un desbalan-

-
ción y generar situaciones de desestabilización polí-
tica. En este sentido la participación de los agentes 

-
cia transicional. 

Ahora bien, la participación de todos los actores 

transicional no sólo no es incompatible con las obli-
gaciones internacionales de Colombia, sino que por 
el contrario contribuye al cumplimiento efectivo de 
esas obligaciones. En efecto, como se pudo eviden-
ciar en el tercer capítulo de esta ponencia en relación 
con las debilidades que ha tenido la aplicación de los 
instrumentos de justicia transicional, en la medida 
en que las investigaciones sigan teniendo un enfoque 

-
cia más probable será la impunidad, la insatisfacción 
de los derechos de las víctimas, y el debilitamiento 
del Estado Social de Derecho. Una impunidad por 
lo demás acompañada de niveles muy bajos de es-
clarecimiento de los contextos y patrones, debido a 
la falta de incentivos para participar activamente en 
la construcción de dichos contextos. Por ello, la par-
ticipación diferenciada de agentes del Estado en los 
instrumentos de justicia transicional permitirá una 
garantía más efectiva de los derechos a la verdad, la 
justicia y la reparación de las víctimas y la sociedad, 
en cumplimiento de las obligaciones internacionales 
de Colombia. 

Por último, las experiencias comparadas de justi-
cia transicional (muchas diseñadas con el apoyo de 
las Naciones Unidas), demuestran que la inclusión 
de los agentes estatales en los distintos instrumen-
tos de justicia transicional resulta importante para el 
éxito de los procesos. Algunos ejemplos de inclusión 
de agentes estatales en mecanismos de justicia tran-
sicional incluyen los siguientes:

-
ción de sentencia y subrogado por trabajo comunita-
rio (por la mitad de la pena), para la segunda y terce-
ra categorías de perpetradores24 en las gacaca courts 
(incluyendo las Fuerzas Militares). 

-
bleció sanciones extrajudiciales para los servidores 
públicos involucrados en las atrocidades. 

tales como las de Suráfrica, Burundi y Algeria han 
incluido a las Fuerzas Militares. 

de la Comisión de la Verdad y la Reconciliación fue 
analizar la responsabilidad de la Fuerza Pública en 
las violaciones a los derechos humanos. Por ello, 
dentro de las recomendaciones más importantes de 

autoridad democrática y de instituciones democráti-
cas, incluidas la reforma de las Fuerzas Armadas, la 
Policía Nacional, y los servicios de inteligencia para 
asegurar un liderazgo civil y democrático de las ta-

las FFMM, podían participar de mecanismos extra-
judiciales. 

ad hoc en El Salvador, en el mar-
co del proceso de paz, revisó los documentos relati-
vos a violaciones a Derechos Humanos por parte de 
las Fuerzas Miliares y por medio de un documento 

General de las Naciones Unidas recomendó la remo-
24 Segunda categoría: Asesinos, tentativa de homicidio y 

otros ataques sin intención de matar/Tercera categoría: 
Ofensas contra la propiedad. Pueden ser objeto de con-
trato de transacción para no ser juzgados.
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ción de más de 100 miembros de las Fuerzas Milita-
res por su involucramiento en abusos en el pasado25. 

-
cia, Italia, Grecia, y Bosnia, las purgas administra-
tivas han removido de sus cargos y posiciones del 
sector público e incluso del sector privado, a miles 
de agentes del Estado que estaban asociadas con los 
crímenes del pasado después de procesos llevados a 
cabo a través de mecanismos extrajudiciales de in-
vestigación y sanción en marcos de justicia transi-
cional. 

b) El tratamiento diferenciado para cada una 
de las partes del con icto garantizará el debido 
balance en el cumplimiento de las obligaciones in-
ternacionales de Colombia 

-
tivo, el tratamiento que se debe dar a las distintas 

-
mentos de justicia transicional debe ser diferenciado. 

la distinta naturaleza de cada uno de las partes del 

internacionales que tiene Colombia respecto de cada 
uno de los actores. 

Autorizar constitucionalmente que ese tratamien-
to sea diferenciado permite garantizar que en diver-
sos momentos socio-políticos, y atendiendo a los 
diferentes tipos de obligaciones del Estado colom-
biano, la solución jurídica para cada una de las partes 
sea distinta. Por ejemplo, las leyes de auto-amnistía 
son contrarias al derecho internacional26. El proyec-

ni pretende que a futuro se otorgue una auto-amnistía 
a los agentes estatales. Por el contrario, el tratamiento 

-

de constitucionalidad), proscribir la posibilidad de es-
tas auto-amnistías. Sin embargo, no existe una prohi-

los agentes estatales en marcos de justicia transicional. 
Es a estos otros 

estaría apuntando el acto legislativo. 
Adicionalmente, la responsabilidad de los agen-

tes estatales es indudablemente mayor que la de los 
grupos armados al margen de la ley por la función 
constitucional que les ha sido encomendada. La Cor-

-
plo que: 

“Es que lo que en verdad diferencia los estatu-
tos disciplinarios de las uerzas Militares y de la 

olicía Nacional frente a los demás regímenes de 
esta clase, es la descripción de las faltas en que pue-
den incurrir sus miembros y las sanciones que se 
les pueden imponer, precisamente por la índole de 
25 En Kritz, Neil J. Coming to terms with atrocities: a re-

view of accountability mechanisms for mass violations 
of human rights. 59 Law & Contemp. Probs. 127, 1996, 
página 140.

26 Ver por ejemplo la jurisprudencia de la Corte Interame-

do Araguaia)). La Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos también ha concluido en casos relativos a Ar-
gentina26, Chile26, El Salvador26, Haití26, Perú26 y Uru-
guay26 la contrariedad de las leyes de auto-amnistía con 
el derecho internacional.

las funciones que están llamados a ejecutar, las que 
no se identi can con las de ningún otro organismo 
estatal 27. (Subrayas fuera de texto). 

“ ratándose de los miembros de la fuerza (...) 
en razón a las especiales funciones que le han sido 
asignadas, relacionadas con la defensa de la sobe-
ranía y el orden constitucional, el mantenimiento del 
orden público y la convivencia pací ca, los artículos 
217 y 218 Superiores facultan al legislador para es-
tablecer un régimen disciplinario especial (...) ... se 
justi ca por la particular actividad que les compete 
desarrollar en favor de la conservación del Estado 
de erecho y que en ningún caso se identi can con 
las asignadas a las otras entidades del Estado (…)28. 

“Estos dos elementos adicionales –que el delito 
sea cometido por un miembro de la fuerza pública y 
que esté relacionado con la prestación del servicio– 
ponen de presente que la conducta regulada no es 
igual [a la contenida en la legislación ordinaria], y 
que por ello bien puede merecer una represión más 
severa. En efecto, ¿quién duda que es más reprocha-
ble introducirse en una habitación ajena vistiendo 
el uniforme militar y estando en servicio activo, que 
hacerlo por fuera de esas circunstancias? ¿O causar 
lesiones personales en tales condiciones? Eviden-
temente la violación del principio de igualdad, que 
se produce cuando el legislador determina distintas 
consecuencias jurídicas para un mismo comporta-
miento, no se da en el presente caso, pues no e iste 
en realidad un mismo supuesto de hecho al cual se le 
asignen consecuencias jurídicas dispares, sino dife-
rentes comportamientos sancionados de manera dis-
tinta y más gravosa para aquellos casos en los que 
se exige una mayor responsabilidad en razón de la 
calidad del sujeto activo y del servicio que presta 
(...) Sobre estas diferencias en el comportamiento 
tipi cado en cada uno de los estatutos penales, el 
concepto del rocurador eneral es elocuente cuan-
do a rma: “ or esta razón e isten dos elementos 
adicionales en cada uno de los delitos demandados, 
esto es, el sujeto activo y la relación funcional, que 
no sólo inciden en la competencia, sino que aumen-
tan el reproche que merece la conducta, toda vez que 
e iste una relación de sujeción especialísima entre 
el Estado y los militares que justi ca una mayor exi-
gencia en el desempeño de la actividad militar”29. 

“Con respecto a la diferencia entre actuaciones de 
militares y actuaciones de civiles (...) El propio Con-
greso, en el ejercicio de sus funciones constituyentes, 
reconoció esta realidad que establece diferencias 
apreciables entre las responsabilidades y deberes 
que se predican de un ciudadano y las de un miem-
bro de la Fuerza Pública, circunstancia que tiene cla-
ras consecuencias en materia penal. Así, al proponer 
algunas reformas al te to original del artículo 221 de 
la Constitución olítica –contenidas en el Acto Legis-
lativo número 2 de 1995– el Congreso señaló que la 
legislación sustantiva militar “contempla una serie 
de delitos especiales muy característicos de la natu-
raleza de la institución militar , pues sólo un militar, 
“sabe las grandes consecuencias que tiene para sus 
compañeros y para el servicio el incumplimiento de 
sus deberes (...) El n que persiguen dichas disposi-
27 Sentencia C-796 de 2004, Corte Constitucional. (Cita 

sentencias C-310 de 1997 y C-088 de 1997).
28 Idem.
29 Corte Constitucional. Sentencia C-361 de 2001.
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ciones es legítimo en la medida en que propenden la 
creación de un proceso célere encaminado a deter-
minar la responsabilidad de servidores del Estado a 
quienes se les encomiendan actividades esenciales 
relacionadas con la defensa de la soberanía, la inte-
gridad del territorio y del orden constitucional (...) del 
tipo de servicio que prestan, el cual se rige por altos 
criterios de integridad, orden y disciplina 30. 

El tratamiento diferenciado permitirá que los be-

a estos criterios de mayor responsabilidad. Ahora, 
como se ha insistido, estas medidas no tienen un ca-
rácter inmediato sino que deberán ser debatidas y es-

Por último, el marco jurídico diseñado por el acto 
legislativo garantiza que no se iguale a los agentes 
estatales con los grupos armados organizados al mar-
gen de la ley. Se trata de abrir la puerta para que sea 
posible diseñar mecanismos propios para cada una 
de las partes y que respeten las obligaciones interna-
cionales adquiridas por Colombia. 

c) La selección positiva de los máximos respon-
sables para su persecución penal y la consecuente 
renuncia a la persecución penal de los no selec-
cionados 

Los instrumentos de justicia transicional, en par-
ticular aquellos dirigidos hacia la persecución penal, 
deben concentrar esfuerzos y recursos en la persecu-

de graves crímenes, según los criterios que el legis-
lador determine en su momento. 

Como ya se expuso en esta ponencia, actualmente 
existe consenso entre los doctrinantes internaciona-
les sobre que en contextos de justicia transicional no 
es posible investigar y juzgar todos y cada uno de 

ni sancionar a todas y cada una de las personas que 
participaron en éste. La investigación caso por caso, 
antes que garantizar justicia, genera una situación de 
impunidad y no permite satisfacer los derechos de 
las víctimas. Pero más grave aún, la atomización de 
las investigaciones que resulta del esfuerzo caso por 
caso, conlleva un mayor y más grave tipo de impuni-
dad: la de los principales responsables. 

El enfoque investigativo actual, caso por caso y 
de hechos aislados, no permite a la Fiscalía Gene-
ral de la Nación esclarecer patrones y contextos re-
gionales de la operación de los distintos actores del 

derechos de las víctimas y de la sociedad en las in-
vestigaciones de justicia transicional. Para cambiar 
ese enfoque es necesario concentrar esfuerzos y re-

y esclarecer el sistema de macro-criminalidad en el 
que ocurrieron –como es la práctica internacional–. 
La propia Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos, en casos tales como el de Manuel Cepeda 
c. Colombia -
máticas deben ser investigadas tomando en cuenta 
el contexto y con una estrategia que permita develar 
las estructurales criminales detrás de los crímenes31. 
30 Corte Constitucional. Sentencia C-178 de 2002.
31 Ver Corte IDH. Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colom-

bia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2010. Serie C N° 
213, párr. 101.

Las interpretaciones radicales del principio de 
legalidad en estos contextos conducen a mayor im-

para investigar a unos cuantos, sin tener en cuenta 
la importancia de esos casos para el esclarecimiento 
de la verdad y la reparación de las víctimas. En este 
sentido, aplicar criterios de selección y priorización 
contribuye tanto al esclarecimiento de los motivos, 
contextos y patrones, como a garantizar la no repeti-
ción, ya que es posible dedicar esfuerzos y recursos 
para atender la criminalidad del presente, disuadir la 
del futuro y fortalecer el Estado Social de Derecho. 

-

graves de los Derechos Humanos y el Derecho Inter-
nacional Humanitario nunca son sometidos a juicio, 
ya sea en el país o en el exterior. Por ello la política 
de enjuiciamiento debe ser estratégica, basarse en 
criterios claros y tener en cuenta el contexto social, 
por ejemplo, la necesidad de limitar la culpabilidad 
de los autores de delitos menos graves y apoyar su 

32. 
El esclarecimiento de los patrones y sistemas de 

violaciones masivas permitirá a su vez mejorar de 

de las víctimas a la verdad: se sabrá quiénes fueron 
-

trategia de Persecución de la Corte Penal Internacio-

33. En el mis-

selección de algunos casos puede ayudar a generar 
el impulso necesario al alimentar el debate público y 
el conocimiento de cómo estos espacios se conectan 

34. Es el 
legislativo el que determinará cuáles son los criterios 
de selección, pero será la Fiscalía la que en ejerci-
cio de la acción penal decidirá sobre la aplicación 
o no de los criterios de selección positiva a un caso 
en concreto, y por lo tanto sobre la posibilidad de 
renunciar a la acción penal en los casos no seleccio-
nados. 

A su vez, las estrategias de selección pretenden 
contribuir de manera efectiva a la protección de la 
justicia como valor, en tanto se de paso al esclareci-
miento judicial efectivo de quienes ostentan la mayor 
responsabilidad por los crímenes cometidos. Así, las 
medidas incorporadas en este acto legislativo, como 

la impunidad. Las lecciones aprendidas del proceso 
de Justicia y Paz, y de los distintos marcos jurídicos 
utilizados para resolver la situación jurídica de los 
32

Derecho y la Justicia de Transición en Sociedades que 

S/2004/616, 3 de agosto de 2004.
33 International Criminal Court, Prosecutorial Strategy 2009-

En: 
http://www.icc-cpi.int/NR/rdonlyres/66A8CDC-3650- 
4514-AA62-D229D1128F65/281 506/OTPProsecuto-
rialStratepy200920l 3.df Traducción libre.

34 Transitional Justice and Development: making connec-
tions. Editado por Pablo de Greiff y Roger Duthie. 

 http://www.ssrc.orp/workspace/images/crm/new 
publication 3/%7B1ed88247-585f-de 11-bd80-001 
cc477ec70%7D.df
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menos responsables, nos permiten concluir que si 
no implementamos medidas para priorizar y selec-
cionar los casos de los más responsables y creamos 
mecanismos extrajudiciales que permitan esclarecer 
el contexto general de las violaciones ocurridas en el 

cerca a la impunidad. El esclarecimiento de los casos 
de los más responsables contribuye a satisfacer de 
manera más efectiva los derechos de todas las víc-
timas. Es cierto que un gran número de víctimas no 
conocerán quién perpetuó directamente el crimen en 
contra de su familiar, pero podrán entender por qué 
sucedió, quién lo planeó, cuál fue la estructura detrás 
de esos crímenes, y en el marco de qué contexto y 
patrón de victimización. En cualquier caso, indepen-
dientemente de qué casos sean priorizados y selec-
cionados, serán satisfechos los derechos de todas las 
víctimas a través de estrategias integrales como el 
programa administrativo de reparación integral que 
crea la Ley 1448 de 2011 y los mecanismos extra-
judiciales de esclarecimiento de la verdad, como el 
Centro de Memoria Histórica. 

Ahora bien, aunque la reforma a la Ley de Justicia 
y Paz que cursa en el Congreso de la República con-

priorización –sin selección (es decir, sin aplicar la 

garantizar de manera efectiva los derechos de las 
víctimas. Como ya se expuso en el tercer capítulo 
de esta ponencia, sin cesación de la acción penal de 
los casos no priorizados, las víctimas de los casos 
no priorizados se aferrarán a que su caso individual 
sea resuelto y se establezca el directo responsable, en 
vez de hacerse parte en el proceso del más responsa-
ble, donde aunque no se esclarecerá quién cometió el 
crimen en particular, sí se determinará por qué y bajo 
las órdenes de quién. Si no hay cesación de la acción 

-
se en los más responsables, porque están obligados 
a avanzar todos los procesos a la vez, lo cual impide 
el esclarecimiento de patrones y contextos y por lo 

víctimas y de la sociedad a la verdad. 
Por otra parte, la priorización sin selección im-

plica que algunas víctimas tendrán el papel de tes-
tigos perpetuos en la medida en que los juicios no 
podrán ser adelantados en plazos razonables. Como 

-
cios conlleva una re-victimización de las personas 
que sufrieron los hechos y que ahora son convoca-
das como testigos. En cada uno de estos juicios, aún 
en los pequeños, hay que probar no sólo el hecho 
puntual que se juzga, sino el sistema de represión y 
la actuación del acusado dentro de él. La principal 
prueba en estos juicios es el testimonio de los so-
brevivientes. Muchas de estas personas ya fueron 
convocadas a declarar en múltiples ocasiones y no 
es posible condenarías a ese papel de testigos perpe-
tuos, en el que tienen que narrar una y otra vez sus 

35. 
Resulta importante aclarar que en la medida en 

que todos los casos no priorizados estarán sometidos 
a procesos extrajudiciales de investigación y san-
35 Pablo F. Parenti e Iván Polanco, Argentina, En Kai Am-

bos (coord.), selección y priorización como estrategia de 
persecución en los casos de crímenes internacionales, 

ción, no se trata de indultos y amnistías. No es una 
amnistía porque habrá una investigación, y no es un 
indulto porque habrá una sanción. 

Así, los criterios de selección deben ser usados 
para concentrarse en la investigación penal de los 
máximos responsables de crímenes de lesa huma-
nidad y crímenes de guerra, permitiendo en conse-
cuencia renunciar a la persecución penal de los casos 
no seleccionados. Por eso el texto que se propone 
para discusión establece que los criterios de selec-

penal en los máximos responsables de delitos que 
adquieran la connotación de crímenes de lesa huma-

legislador, la Fiscalía podría renunciar a la persecu-
ción penal de todas aquellas conductas que no sean 
seleccionadas. El resultado de esa renuncia es que no 
sería posible proceder penalmente, ni el sistema de 
justicia transicional ni el sistema ordinario, por los 
hechos a los que se renuncia, salvo que haya lugar 
a la revocatoria de esa renuncia. Ahora bien, resul-
ta importante garantizar que sea el legislador el que 

-
nal, sino que incluso puede variar de grupo a grupo, 
de acuerdo con la manera como se organizaron y pla-
nearon los crímenes. Como lo sugieren algunos au-
tores, los máximos responsables pueden ser incluso 
mandos medios (no fácilmente reemplazables) que, 
además de recibir órdenes de sus comandantes, te-
nían poderes para dar ciertas órdenes a sus propios 
subordinados36. 

Finalmente, las experiencias internacionales de-
muestran que incluso ante contextos de violencia 
masiva, los procesos de justicia transicional exitosos 
se concentran en la judicialización de los casos que 
impliquen a los más responsables y esclarezcan los 
hechos más atroces. Así: 

-
das y el Gobierno de Guatemala relativo al estable-
cimiento de una Comisión Internacional contra la 

-
trategias centrales de este acuerdo fue la selección 
de casos para la persecución penal. Esta política se 

-
-

vos del potencial y capacidad del sistema de justicia 
guatemalteco, que sin duda se encuentra bloqueado 
y sobrecargado por los elevados y crecientes índices 
de criminalidad que no generan ningún efecto disua-

la población guatemalteca en sus instituciones en un 
37. 

y Sierra Leona para la creación de una jurisdicción 
36 -

tional Criminal Justice (2011), página 151.
37 Carlos Castresana Fernández, Renata Deado-Schenk, 

María José Ortiz y Thomas Pastor, La Comisión Interna-
-

bos (coord.), selección y priorización como estrategia de 
persecución en los casos de crímenes internacionales, 
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mixta, nacional e internacional se estableció con cla-
ridad un criterio de selección. Así, las investigacio-
nes se concentraron en aquellos más responsables de 
graves violaciones al derecho internacional humani-
tario y a la ley de Sierra Leona. Este criterio de se-
lección se estableció por recomendación del Consejo 
de Seguridad de Naciones Unidas38. 

-

resumidas cuentas los casos de crímenes internacio-
nales centrales que tienen que ser tramitados (...) in-
volucran entre 10.000 y 13.000 sospechosos. Frente 
a tal escenario la necesidad de criterios para la selec-
ción y asignación de prioridad de casos de crímenes 
internacionales centrales se ha convertido en una de 

39. Esta experiencia 
-

mera jurisdicción territorial donde el tema de la se-
lección y asignación de prioridad de casos ha sido 
explícitamente afrontado, sino también porque se ha 
avanzado sustancialmente en la formulación y justi-

un precedente de gran importancia para otras juris-
40. 

d) El diseño y la implementación de mecanis-
mos extrajudiciales de investigación y sanción 

El proyecto de acto legislativo autoriza al legis-
lador a diseñar instrumentos tanto judiciales como 
extrajudiciales de investigación y sanción para el 

-
sibilidad ya ha sido contemplada de manera expresa 
por el legislador en Colombia. En efecto, tal como lo 

Víctimas–: 
Artículo 8°. Justicia transicional. Entiéndase por 

justicia transicional los diferentes procesos y meca-
nismos judiciales o extrajudiciales asociados con 
los intentos de la sociedad por garantizar que los 
responsables de las violaciones contempladas en el 
artículo 3° de la presente ley, rindan cuentas de sus 
actos, se satisfagan los derechos a la justicia, la ver-
dad y la reparación integral a las víctimas, se lleven 
a cabo las reformas institucionales necesarias para 
la no repetición de los hechos y la desarticulación de 
las estructuras armadas ilegales, con el n último de 
lograr la reconciliación nacional y la paz duradera 
y sostenible. (Subrayas fuera de te to). 

Los mecanismos extrajudiciales de investigación 
y sanción en contextos de justicia transicional resul-
tan sumamente útiles para la satisfacción de los dere-
chos a la verdad, la justicia y la reparación de las víc-

internacionales de justicia transicional y evaluados 
como instrumentos útiles en estos procesos. Por ello, 
la autorización constitucional al legislador para el di-
seño de estos mecanismos permitirá que la estrategia 
de justicia transicional sea completa e integral. 
38 Así lo recomendó la Resolución 1315 (2000) del Conse-

jo de Seguridad de Naciones Unidas.
39 Morten Bergsmo y María Paula Saffón, enfrentando una 

¿Cómo seleccionar y priori-
zar casos de crímenes internacionales centrales? En Kai 
Ambos (coord.), Selección y priorización como estrate-
gia de persecución en los casos de crímenes internacio-

40 Ibíd, página 37.

La creación de mecanismos extrajudiciales para 
los menos responsables, y en las situaciones que de-

la situación jurídica de los desmovilizados que con-

recursos de judicialización en los máximos respon-
-

tiva al esclarecimiento de la verdad y a la reparación 
de las víctimas. 

En primer lugar, estos mecanismos apuntan 
hacia el esclarecimiento pleno de la verdad espe-
cialmente el esclarecimiento pleno de patrones y 
contextos–. En efecto, la creación de mecanismos 
extrajudiciales permitirá que quienes participen de 
estos mecanismos tengan un incentivo para con-
tribuir efectivamente a la verdad. En contextos de 
violencia masiva, los grandes contextos de verdad 

que en vez de probar cada hecho, esclarecen con-
textos amplios y buscan explicar las causas mis-

En segundo lugar, estos mecanismos contribu-
yen a la reparación de las víctimas, tomando en 
consideración que el derecho a la verdad y a la jus-
ticia como valor, hacen parte de un concepto más 

-
tario General de las Naciones Unidas, es preciso 
incorporar otro tipo de mecanismos complemen-

a la justicia penal, es decir, hacer lo que los tribu-
nales no pueden hacer o no hacen bien, en espe-
cial ayudar a satisfacer la natural necesidad de los 
familiares de las víctimas de averiguar el paradero 
de sus seres queridos y aclarar la suerte que han 

-
der la necesidad de elaborar un documento histó-
rico, exhaustivo que explique lo sucedido durante 

reconciliación nacional y fomentar el surgimiento 

de los sectores de la justicia y la seguridad a los 
que puedan haber consentido tácitamente en las 
violaciones de los Derechos Humanos o que hu-

41. 
Así, todos estos componentes que hacen parte en 
conjunto de los derechos a la verdad, la justicia y 
la reparación de las víctimas, pueden complemen-
tariamente satisfacerse a través de mecanismos 
extrajudiciales. 

Por último, los mecanismos extrajudiciales pue-
den contribuir a las garantías de no repetición. Como 

-
damental es el de impedir que hechos acaecidos en 

por el cual su función se concentra en el conocimien-
to de la verdad y en la reparación, buscando así dar 
respuesta a los problemas asociados a un conjunto 
de abusos en contra de los Derechos Humanos, en 
un contexto democrático y aplicando medidas de na-
turaleza judicial o no judicial, a los responsables de 
41 Consejo de Seguridad de Naciones Unidas. El Estado de 

Derecho y la justicia de transición en las sociedades que 

General, 3 de agosto de 2004. S/2004/616. Párr. 47.
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Algunas de las ventajas de los mecanismos ex-
trajudiciales de investigación y sanción que han sido 
señaladas por las doctrinas internacionales, incluyen 
las siguientes: 

mayor número de casos47. 
-

bros de la sociedad en las instituciones48. 

esclarecimiento de la verdad49. 

más efectiva en los mecanismos extrajudiciales, 
tomando en consideración que tienen metodolo-
gías menos formales que los mecanismos judicia-
les50, y 

-
tribuir con mayor facilidad a esclarecer patrones de 
comportamiento y sugerir reformas institucionales 
para prevenir futuros crímenes51. 

Aunque será el legislador colombiano el que to-
mará la decisión en un contexto histórico-político 
particular de diseñar los componentes que permitan 
garantizar verdaderos estándares de investigación y 
sanción a través de mecanismos extrajudiciales, es 
importante aclarar que este tipo de mecanismos ya 
han sido utilizados en diversas experiencias interna-
cionales. Así por ejemplo: 

Community Reconciliation 
rocess funcionó en la práctica como un mecanismo 

no judicial de investigación y sanción. Estos proce-
dimientos se llevaban a cabo en las comunidades, 
mediante la confesión de los victimarios ante la co-
munidad, la renuncia expresa de estos victimarios a 
continuar con la violencia y las muestras de humil-
dad y arrepentimiento en audiencias públicas frente 
a las comunidades. Luego de este proceso, los victi-
marios a su vez se comprometían a realizar trabajo 
comunitario, compensar a las víctimas y otras san-
ciones extrajudiciales que les permitían reintegrarse 
a las comunidades. 

acaca Courts 
como mecanismos no penales, consistentes en sis-

Aunque el resultado en algunas ocasiones sí es la 
prisión, se conmuta la mitad de la pena por trabajo 
comunitario y las decisiones se toman en procesos 
que no tienen un carácter propiamente judicial. La 
misión de estas Cortes, según las disposiciones que 
las diseñaron es alcanzar verdad, justicia y repa-
ración a través de procesos menos costosos y más 
47 Kritz, Neil J. Coming to terms witii atrocities: a review 

of accountability mechanisms for mass violations of hu-
man rights. 59 Law & Contemp. Probs. 127, 1996. Pá-
gina 140.

48 Kritz, Neil J. Coming fo temis with atroci1es: a review 
of accountability mechanisms for mass violations of hu-
man rights. 59 Law & Contemp. Probs. 127, 1996, pá-
gina 140.

49 Simonovic, van. Dealing with the Legacy of Past War 
Ohmes and Human Rights Abuses. 2 J. Inti Crim. Just. 
701 2004. Página 703.

50 Ídem.
51 Idem.

42

vahos autores, la satisfacción del derecho a la verdad 
puede contribuir a la prevención general de la comi-
sión de crímenes internacionales43. 

Ahora bien, la doctrina internacional ya ha con-

la persecución de todos los individuos involucrados 
44 en marcos de justicia transi-

Derecho Internacional no prohíbe que los deberes de 
investigar y sancionar se garanticen por medio de 
instrumentos extrajudiciales. 

La ausencia de una obligación internacional de 
esta naturaleza tiene su fundamento en tres circuns-

Alto Comisionado de Naciones Unidas para los De-

impunidad, las iniciativas de enjuiciamiento habrán 
de entablar relaciones constructivas con otros me-
canismos de la justicia de transición. Se acepta en 
general que las violaciones masivas de los Derechos 
Humanos exigen una respuesta compleja e integrada 
que abarca diversos mecanismos complementarios 

Segundo, que en un caso como el de Colombia 
es imposible investigar a todos los autores y todas 

Comisionado de Naciones Unidas para los Dere-
chos Humanos, ha sido apoyada por varios autores 

-
mana y técnicamente investigar todos los autores y 

45. Finalmente, la persecución 
penal de todos y cada uno de los individuos que 
hayan participado en las atrocidades generaría una 

46 y no 
permitiría la satisfacción efectiva de los derechos 
de las víctimas. 

Como se mencionó líneas arriba, no existe tampo-
co una prohibición ni convencional ni jurispruden-
cial de diseñar mecanismos extrajudiciales de inves-
tigación y sanción. Teniendo en cuenta lo anterior, 
el ordenamiento jurídico colombiano puede diseñar 
instrumentos extrajudiciales de investigación y san-
ción que sean idóneos para el goce pleno de los de-
rechos a la verdad, la justicia y la reparación de las 
víctimas. Una autorización desde el más alto nivel 
constitucional permitirá que el diseño de estos meca-
nismos tenga el marco adecuado y sea interpretado 
dentro de una estrategia más amplia y coherente de 
justicia transicional. 

42 Corte Constitucional. Comunicado N° 41. Octubre 14 de 
2011.

43 DeGuzman, Margaret McAuliffe, The Road from Rome: 
The developing Law of Crimes Against Humanity, Hu-
man Rights Quarterly, Volume 22, Numer 2, May 2000, 
página 341.

44 Kritz, Neil J. Coming to terms with atrocities: a review 
of accountability mechanisms for mass violations of hu-
man rights. 59 Law & Contemp. Probs. 127, 1996.

45 Andreas Forer y Claudia López, en Kai Ambos, Coor-
dinador. Selección y priorización como estrategia de 
persecución en los casos de crímenes internacionales. 

46 Kritz, Neil J. Coming to terms with atrocities: a review 
of accountability mechanisms for mass violations of hu-
man rights. 59 Law & Contemp. Probs. 127, 1996. Pg. 
138-139.
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-
nitaria. Algunas de las sanciones extrajudiciales in-
cluyen las de: 

– Labrar los campos de las víctimas.
– Donar trabajo comunitario de diversa índole a 

las comunidades.
– Obligar a los miembros de la familia de los per-

petradores a ayudar a las familias de las víctimas que 
están sufriendo.

– Construir carreteras.
–– Renovar casas parcialmente destruidas durante 

el genocidio.
– Compensaciones.
– Indemnizaciones por pérdida de propiedad, y
– Pérdida de los derechos civiles.

-
cia, Italia, Grecia, Bosnia y El Salvador, las purgas 
administrativas, como medidas complementarias de 
justicia transicional, han removido de sus cargos y 
posiciones del sector público e incluso del sector pri-
vado, a miles personas que estaban asociadas con los 
crímenes del pasado después de procesos llevados a 
cabo a través de mecanismos que en la práctica fun-
cionaron como mecanismos extrajudiciales de inves-
tigación y sanción. 

6. Trámite legislativo en la primera vuelta 
El presente proyecto de acto legislativo fue aproba-

do en cuatro debates en el pasado período legislativo, 
y ha sido objeto de una amplia discusión tanto por los 
honorables congresistas como por representantes de 
organizaciones de la sociedad civil. A continuación se 
hace un breve recuento del proceso que se ha surtido, 
así como de algunas de las principales observaciones 

En el marco de este proceso de reforma constitu-
cional, el 20 de septiembre de 2011, previo al primer 
debate en la Comisión Primera de la Cámara de Re-
presentantes se llevó a cabo una audiencia pública 
con relación al presente proyecto de acto legislativo, 
en la que se presentó la iniciativa por parte del ho-
norable Senador Roy Barreras, el Alto Asesor para 
la Seguridad Nacional, doctor Sergio Jaramillo Caro 
y del Alto Consejero para la Reintegración, doctor 
Alejandro Éder Garcés. Posteriormente intervinieron 
diferentes representantes de organizaciones de la so-
ciedad civil, entre ellos representantes de la MAPP/
OEA, del Centro Internacional para la Justicia Tran-
sicional, Fundación Ideas para la Paz, Citpax – To-
ledo en Colombia. Dichas organizaciones manifesta-
ron sus observaciones frente al proyecto en general 

por los representantes en primer debate. Como con-
secuencia de las discusiones sostenidas en esta au-
diencia pública y otras sugerencias recibidas de parte 
de representantes de la sociedad civil, se incluyeron 

-
to, la precisión de que los instrumentos de justicia 

armado, la autorización de un tratamiento diferen-
ciado para las diferentes partes y la incorporación de 
los derechos de las víctimas en el primer inciso del 
proyecto. 

El 11 de octubre de 2011 se llevó a cabo el primer 
debate del proyecto de acto legislativo 094-Cámara 
en la Comisión Primera de la Cámara de Represen-

tantes durante el cual intervinieron diferente hono-
rables Representantes. En este debate se manifestó 
que no se votaría la reforma al artículo 122 sin per-
juicio de seguir dando el debate frente al tema en 
una etapa posterior del proceso. Asimismo, algunos 
representantes manifestaron su preocupación de in-
cluir en este proyecto a los miembros de la Fuerza 
Pública, por considerar que no se les puede equiparar 
con los grupos armados al margen de la ley. Una vez 
surtido el debate, se aprobó el proyecto de acto le-

para darle prevalencia a los derechos de las víctimas 
en el marco de la aplicación de los instrumentos de 
justicia transicional. En relación con el cuarto inciso 
del artículo 1° del proyecto, se eliminó la expresión 

mecanismos no judiciales cuando el legislador así lo 

con el objetivo de delimitar el uso de los instrumen-
tos de justicia transicional a aquellos grupos que han 
celebrado acuerdos de paz con el Gobierno nacional. 
Por último, se propuso no votar el artículo 2° del pro-
yecto relacionado con la reforma al artículo 122. El 
proyecto fue aprobado con un resultado de 27 votos 
a favor y 1 en contra.

Posteriormente, el proyecto de acto legislati-
vo fue objeto de segundo debate en la Plenaria de 
la honorable Cámara de Representantes, donde fue 

embargo, varios Representantes hicieron referencia a 
la importancia de incluir más adelante la posibilidad 
de otorgar derechos políticos a quienes se desmovili-
zaran. El proyecto fue aprobado con un resultado de 
85 votos a favor y 7 en contra. 

El jueves 24 de noviembre de 2011 se llevó a 
cabo otra audiencia pública, esta vez en el marco de 
la Comisión Primera de Senado, la cual contó con 
una concurrida participación de representantes de la 
academia y organizaciones de la sociedad civil. En-
tre otros participaron el doctor Gustavo Gallón de 
la Comisión Colombiana de Juristas, quien celebró 
las iniciativas en búsqueda de la paz, pero manifestó 
su desacuerdo con la autorización de la renuncia a 

Fundación Ideas para la Paz, quien propuso retomar 
-

tor Iván Orozco, Profesor del Departamento de Cien-
cia Política de la Universidad de los Andes, quien 
intervino a título personal manifestando su apoyo al 

-
des del Centro Internacional para la Justicia Transi-
cional, quien explicó que el ICTJ considera que esta 
iniciativa supone un avance muy importante, pero 
advirtió que debe tenerse en cuenta que el desarme, la 
desmovilización y la reintegración no garantizan por 

-
na, representante del Centro Internacional de Toledo 

Director de Indepaz. Teniendo en cuenta las observa-
ciones y aportes de los representantes de la sociedad 
civil, así como algunas observaciones recogidas en 
los debates dados en la Cámara de Representantes, 

la relación entre los mecanismos judiciales y los no 
judiciales, la aclaración sobre la aplicación de los 
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criterios de selección y el universo de aplicación de 
los instrumentos de justicia transicional. 

El 30 de noviembre de 2011 se llevó a cabo el 
primer debate del proyecto de acto legislativo en 
la Comisión Primera del Senado, en el que inter-
vinieron por parte del Gobierno nacional el Alto 
Asesor para la Seguridad Nacional, el Director de 
la Agencia Colombiana para la Reintegración y el 
Ministro de Justica y del Derecho. Posteriormente, 
intervinieron diferentes honorables Senadores de 
la Comisión Primera. Entre las observaciones de 
los Senadores, se planteó la necesidad de que en 
la siguiente vuelta legislativa del proyecto de acto 
legislativo fueran oídas las opiniones del Procura-
dor General de la Nación, la Fiscal General de la 
Nación y el Defensor del Pueblo. Una vez se pro-
nunciaron los honorables Senadores, el proyecto 
de acto legislativo fue aprobado con un resultado 
de 10 votos a favor y 0 en contra. 

El último debate, en la Sesión Plenaria del Se-
nado de la República tuvo lugar el 13 de diciembre 
de 2011, en el cual se oyeron las intervenciones 
de honorables Senadores de diferentes partidos 
políticos. Una vez concluido el debate, se votó el 
proyecto de manera favorable con un resultado 
de 68 votos a favor, 8 en contra y 1 abstención. 
El proyecto de acto legislativo se aprobó con la 
proposición presentada por el honorable Senador 
Corzo, según la cual la condición necesaria para 
cualquier acuerdo de paz es la liberación de todas 
las personas secuestradas por parte de los grupos 
armados al margen de la ley. 

El mismo 13 de diciembre de 2011, los ponen-
tes por Senado y Cámara, Senador Roy Barreras y 
Representante Carlos Edward Osorio presentaron 
el informe con el texto conciliado del Proyecto de 
Acto Legislativo número 014  Senado, 094 Cámara 
de 2011 para someter a consideración de las Plena-
rias de Senado y de la Cámara de Representantes y 
continuar su trámite correspondiente. Este texto fue 
aprobado en ambas Plenarias. 

7. Pliego modi catorio para primer debate de 
segunda vuelta Comisión Primera de Cámara

En atención a las sugerencias de distintas organi-
zaciones de la sociedad civil y de la academia, se han 
incluido dentro del texto que se pone a consideración 
de los honorables Representantes para primer deba-

En el segundo inciso, se reemplaza la expresión 
-

transicional de carácter judicial o extrajudicial que 
permitan garantizar los deberes estatales de investi-
gación y sanción. En cualquier caso se aplicarán me-
canismos complementarios de carácter extrajudicial 
para el esclarecimiento de la verdad y la reparación 

con los términos establecidos en el artículo 8° de la 
Ley 1448 de 2011 en el que se establece que se en-

-

lograr que los responsables de las violaciones graves 
-

cuentas, se satisfagan los derechos de las víctimas, 
se garantice la no repetición de los hechos y la des-

articulación de las estructuras armadas ilegales, con 

paz duradera y sostenible. 
En el tercer inciso se incluye una primera frase 

sobre los criterios de priorización y selección como 
inherentes a los instrumentos de justicia transicional, 

-

determinados mediante ley por iniciativa del Gobier-
no nacional. La inclusión de la primera frase, que se 
retoma del texto aprobado en el primer debate en la 
Comisión Primera de la honorable Cámara de Re-
presentantes, tiene como objetivo que los criterios 
de priorización y selección irradien todos los ins-
trumentos de justicia transicional. Adicionalmente, 

Gobierno nacional, responde a que la priorización de 
casos es una herramienta de política criminal, enten-
dida como un conjunto de herramientas utilizadas 
para prevenir y reprimir la criminalidad. Asimismo, 

Fiscalía General de la Nación determinará criterios 

ya que de acuerdo con la Constitución Política el 
diseño de la política criminal está en cabeza de la 
Fiscalía General de la Nación, y por lo tanto, no se 
puede supeditar el uso de esta herramienta a iniciati-
vas legislativas por parte del Gobierno nacional. 

Igualmente, se introduce en ese mismo inciso 

crímenes de lesa humanidad o crímenes de gue-
-

rios de priorización y selección son inherentes 
a los instrumentos de justicia transicional. En el 
marco de la justicia transicional, sin perjuicio del 
deber general del Estado de investigar y sancionar 
las graves violaciones a los Derechos Humanos y 
al Derecho Internacional Humanitario, el Congre-
so de la República, por iniciativa del Gobierno na-
cional, podrá mediante ley determinar criterios de 
selección y priorización que permitan centrar los 
esfuerzos en la investigación penal de los máximos 
responsables de delitos que adquieran la connota-
ción de crímenes de lesa humanidad o crímenes de 

-
zar la renuncia a la persecución judicial penal de 

que en el ordenamiento jurídico penal colombiano 
no se encuentran establecidos como tal los delitos 
de lesa humanidad, por lo cual no se puede hacer 
referencia directa a estos delitos, sino aquellos que 
tienen los elementos constitutivos de dichos deli-
tos, de acuerdo con el ordenamiento internacional. 

-

justicia transicional a grupos armados al margen de 
la ley que hayan participado en las hostilidades, esta 
se limitará a quienes se desmovilicen colectivamen-
te en el marco de un acuerdo de paz o a quienes se 
hayan desmovilizado de manera individual de con-
formidad con los procedimientos establecidos y con 
la autorización del Gobierno nacional. En ningún 
caso se podrán aplicar instrumentos de justicia tran-

a cualquier miembro de grupo armado que una vez 
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-
bras del inciso, puesto que tal como había sido 
aprobado el texto en el informe de conciliación 
entre Cámara y Senado, parecía entenderse que la 
aplicación de instrumentos de justicia transicional 
se limitaba única y exclusivamente a los actores 
que hace referencia este inciso, y no a todos los 

-

que se desmovilicen colectivamente en el marco 

la suscripción de un acuerdo de paz no es necesa-
ria para la desmovilización individual. Se incluye 

los instrumentos de justicia transicional son apli-
cables a aquellos que se desmovilicen individual-
mente, y así seguir generando incentivos al proce-
so de desmovilización individual. 

Por otra parte, en ese mismo inciso se reemplaza 

los instrumentos de justicia transicional únicamente 
a los hechos relacionados con las partes en el con-

transicional a la criminalidad ordinaria causada por 
la delincuencia común. Los instrumentos de justicia 
transicional son de carácter excepcional y por tal 
razón es preciso que la criminalidad común, inclu-
yendo aquella que subsiste como consecuencia de la 
desmovilización de grupos armados ilegales sea tra-
tada con reglas ordinarias, para que la excepcionali-
dad no se perpetúe en el tiempo, y el fortalecimiento 
del Estado de derecho sea una consecuencia real del 
proceso de transición. No obstante, de acuerdo con 
diferentes observaciones por parte de la sociedad ci-
vil, si bien es necesaria esta delimitación, la expre-

en términos de los delitos comunes cometidos y no 
de la criminalidad ordinaria. 

8. Resumen de cada inciso 
a) Inciso 1°, artículo transitorio 66
El primer inciso del artículo 1° del acto legislati-

“Los instrumentos de justicia transicional serán 
excepcionales y tendrán como nalidad prevalente 
facilitar la terminación del con icto armado inter-
no y el logro de la paz estable y duradera, con ga-
rantías de no repetición y de seguridad para todos 
los colombianos. En todo caso estos instrumentos 
garantizarán, en el mayor nivel posible, los de-
rechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la 
reparación. La ley podrá autorizar un tratamiento 
diferenciado para cada una de las distintas partes 
que hayan participado en las hostilidades”. 

Los objetivos de este inciso son: 

-
mentos de justicia transicional (ver Capítulo 2).

-
sicional, al ser excepcionales, no harán parte de los 
instrumentos ordinarios del Estado, sino que se apli-
can únicamente en el marco de la estrategia de cierre 

-

armado.

efectiva los derechos de las víctimas (ver Capítulo 3).

justicia transicional que incluyan a agentes del Estado, 
y permitir un trato diferenciado a las distintas partes 

de justicia transicional (ver Capítulos 5ª y 5B). 
b) Inciso 2°, artículo transitorio 66
El segundo inciso del artículo 1° del Acto Legis-

“La ley podrá diseñar instrumentos de justicia 
transicional de carácter judicial o extrajudicial que 
permitan garantizar los deberes estatales de inves-
tigación y sanción. En cualquier caso se aplicarán 
mecanismos complementarios de carácter extraju-
dicial para el esclarecimiento de la verdad y la re-
paración de las víctimas”. 

Los objetivos de este inciso son: 
-

cia transicional judiciales y extrajudiciales que per-
mitan la satisfacción de los derechos a la verdad, la 
justicia y la reparación de las víctimas (ver Capítu-
los 3 y 5D).

y contextos de macrocriminalidad (ver Capítulos 
3 y 5D).

-
tiva a la verdad (ver Capítulo 3).

un contexto histórico-político particular, pueda crear 
tales mecanismos. 

c) Inciso 3°, artículo transitorio 66
El tercer inciso del artículo 1° del Acto Legislati-

“Los criterios de priorización y selección son in-
herentes a los instrumentos de justicia transicional. 
La Fiscalía General de la Nación determinará cri-
terios de priorización para el ejercicio de la acción 
penal. En el marco de la justicia transicional, sin 
perjuicio del deber general del Estado de investigar y 
sancionar las graves violaciones a los Derechos Hu-
manos y al Derecho Internacional Humanitario, el 
Congreso de la República, por iniciativa del Gobier-
no nacional, podrá mediante ley determinar criterios 
de selección que permitan centrar los esfuerzos en la 
investigación penal de los máximos responsables de 
delitos que adquieran la connotación de crímenes de 
lesa humanidad o crímenes de guerra; establecer los 
casos en los que procedería la suspensión de la eje-
cución de la pena; y autorizar la renuncia a la perse-
cución judicial penal de los casos no seleccionados”. 

Los objetivos de este inciso son: 

investigar y sancionar las graves violaciones a los 
Derechos Humanos y al Derecho Internacional Hu-
manitario.

de criterios de priorización y selección es inherente 
al desarrollo de mecanismos de justicia transicional 
(ver Capítulo 5C).
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-
rios de selección en materia de investigación penal 
(ver Capítulo 5C).

-
ción penal o suspender la ejecución de la pena de los 
casos que no sean seleccionados (ver Capítulo 5C), y 

-
mas a la verdad, a través del esclarecimiento de pa-
trones y contextos de victimización que les permitan 
saber por qué sucedió, quién lo planeó y cuál fue la 
estructura detrás de esos crímenes. (Ver Capítulo 3). 

d) Inciso 4°, artículo transitorio 66
El cuarto inciso del artículo 1° del Acto Legisla-

“En los casos de la aplicación de instrumentos 
de justicia transicional a grupos armados al mar-
gen de la ley que hayan participado en las hosti-
lidades, esta se limitará a quienes se desmovilicen 
colectivamente en el marco de un acuerdo de paz o 
a quienes se desmovilicen de manera individual de 
conformidad con los procedimientos establecidos y 
con la autorización del Gobierno nacional. En nin-
gún caso se podrán aplicar instrumentos de justicia 
transicional a quienes no sean parte en el con icto 
y/o a cualquier miembro de grupo armado que una 
vez desmovilizado siga delinquiendo”. 

Los objetivos de este inciso son: 
-

tos de justicia transicional a los miembros de grupos 
armados organizados al margen de la ley, tal aplica-
ción depende de que quienes se desmovilicen colec-
tivamente hayan suscrito un acuerdo de paz con el 
Gobierno nacional, y que quienes se desmovilicen 
individualmente lo hagan de acuerdo a los procedi-
mientos establecidos por el Gobierno nacional (ver 
Capítulo 5ª).

de justicia transicional a quienes no sean parte en el 

justicia transicional a los miembros de grupos arma-
dos que habiéndose desmovilizado sigan delinquien-
do o delincan estando capturados. 

e) Inciso 5°, artículo transitorio 66
El quinto inciso del artículo 1° del Acto Legisla-

“La suscripción de cualquier acuerdo de paz re-
querirá la liberación previa de los secuestrados en 
poder del grupo armado al margen de la ley”. 

El objetivo de este inciso es: 
-

do de paz con un grupo armado al margen de la ley, 
sin que este previamente haya liberado a los secues-
trados que se encuentren en su poder. 

9. Proposición 
Por las anteriores consideraciones y con base en 

lo dispuesto por la Constitución Política y la ley, pro-
pongo a los honorables Representantes a la Cámara 
dar primer debate (segunda vuelta) al Proyecto de 
Acto Legislativo número 14 Senado, 94 Cámara, con 

Cordialmente,
Carlos Edward Osorio,

Representante a la Cámara.

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBA-
TE (SEGUNDA VUELTA) AL PROYECTO DE 
ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 14 SENADO, 
94 DE 2011 CÁMARA PROYECTO DE ACTO 
LEGISLATIVO NÚMERO 14 SENADO, 94  DE 

2011 CÁMARA
por medio del cual se establecen instrumentos ju-
rídicos de justicia transicional en el marco del ar-
tículo 22 de la Constitución olítica y se dictan otras 

disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. La Constitución Política tendrá un 

nuevo artículo transitorio que será el 66, así:
Los instrumentos de justicia transicional serán ex-

-

logro de la paz estable y duradera, con garantías de no 
repetición y de seguridad para todos los colombianos. 
En todo caso estos instrumentos garantizarán, en el ma-
yor nivel posible, los derechos de las víctimas a la ver-
dad, la justicia y la reparación. La ley podrá autorizar 
un tratamiento diferenciado para cada una de las dis-
tintas partes que hayan participado en las hostilidades. 

La ley podrá diseñar instrumentos de justicia 
transicional de carácter judicial o extrajudicial que 
permitan garantizar los deberes estatales de investi-
gación y sanción. En cualquier caso se aplicarán me-
canismos complementarios de carácter extrajudicial 
para el esclarecimiento de la verdad y la reparación 
de las víctimas. 

Los criterios de priorización y selección son inhe-
rentes a los instrumentos de justicia transicional. La 
Fiscalía General de la Nación determinará criterios 
de priorización para el ejercicio de la acción penal. 
En el marco de la justicia transicional, sin perjuicio 
del deber general del Estado de investigar y sancio-
nar las graves violaciones a los Derechos Humanos 
y al Derecho Internacional Humanitario, el Congre-
so de la República, por iniciativa del Gobierno na-
cional, podrá mediante ley determinar criterios de 
selección que permitan centrar los esfuerzos en la 
investigación penal de los máximos responsables de 
delitos que adquieran la connotación de crímenes de 

casos en los que procedería la suspensión de la eje-
-

cución judicial penal de los casos no seleccionados. 
En los casos de la aplicación de instrumentos de 

justicia transicional a grupos armados al margen de la 
ley que hayan participado en las hostilidades, esta se 
limitará a quienes se desmovilicen colectivamente en 
el marco de un acuerdo de paz o a quienes se desmo-
vilicen de manera individual de conformidad con los 
procedimientos establecidos y con la autorización del 
Gobierno nacional. En ningún caso se podrán aplicar 
instrumentos de justicia transicional a quienes no sean 

armado que una vez desmovilizado siga delinquiendo.
La suscripción de cualquier acuerdo de paz re-

querirá la liberación previa de los secuestrados en 
poder del grupo armado al margen de la ley.

Artículo 2°. El presente acto legislativo rige a 
partir de su promulgación.

Carlos Edward Osorio,
Representante a la Cámara.
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INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

181 DE 2011 CÁMARA
por medio de la cual el Congreso de la Repúbli-
ca, se vincula a la conmemoración de los 20 años 

 
artículos de la Ley 142 de 1994, y se dictan otras 

disposiciones.
Bogotá, D. C., marzo 20 de 2011
Doctor
JOSÉ EDILBERTO CAICEDO SASTOQUE
Presidente
Comisión Sexta
Cámara de Representantes
Ciudad
Re erencia: In orme de ponencia para segun-

do debate al Proyecto de ley número 181 de 2011 
Cámara, por medio de la cual el Congreso de la Re-
pública, se vincula a la conmemoración de los veinte 
años de la Constitución de 1991 y se modi can algu-
nos artículos de la Ley 142 de 1994, y se dictan otras 
disposiciones.

Señor Presidente:
En cumplimiento a la designación hecha por la 

Mesa Directiva de la Comisión Sexta de la Cámara 
de Representantes y con fundamento en la Ley 5ª de 
1992 (Reglamento del Congreso), me permito pre-
sentar a consideración de la plenaria de la honorable 
Cámara de Representantes para su discusión y apro-
bación el informe para segundo debate al proyecto 
de ley de la referencia, en los siguientes términos.

Trámite legislativo
La presente iniciativa fue presentada a considera-

ción de la corporación por los honorables Represen-
tantes a la Cámara Alba Luz Pinilla Pedraza, Wilson 
Arias Castillo, Hernando Hernández, Iván Cepeda 
Castro, Germán Navas Talero, y los honorables Se-
nadores Iván Moreno Rojas, Gloria Inés Ramírez, 
Jorge Robledo, Camilo Romero, Alexánder López, 
Jorge Eliécer Guevara, Mauricio Ospina, Luis Car-
los Avellaneda, Miguel Arenas Prada y Jorge Gómez 
Villamizar. El proyecto fue radicado en la Secretaría 
de la Cámara de Representantes y publicado en el 
Gaceta del Congreso número 55 de 2011 y desig-
nado ponente para el primer debate mediante Nota 
Interna número 3.6 088/2011 el suscrito. 

En este primer debate, realizado el 8 de junio 
del 2011 en la sesión de la Comisión Sexta, el texto 
puesto a consideración contenía en su título y arti-

-
nal que pretendía enriquecerla y en nada cambiar 
su espíritu o propósito inicial. Los tres artículos de 
este texto fueron aprobados en bloque puesto que no 
hubo proposiciones al respecto. Igual se aprobó el 
nuevo título (Ver Acta número 25 de la Comisión), 
sin embargo, el honorable Representante Dídier Al-
berto Tavera sugirió se tuviera en cuenta, en esta po-
nencia para segundo debate, un cambio de redacción 
consistente en que el acápite del parágrafo 1° de ar-
tículo 2° se convierta en un artículo adicional, pues 
consideró, que este acápite nada tiene que ver con el 
artículo 148 de la Ley 142. Sugerencia que fue reco-
gida en esta ponencia.

También es importante dejar constancia que se 
aclaró que esta labor pedagógica y divulgativa de la 

Constitución y de los Derechos Humanos a través de 
las facturas de servicios públicos implica solamente 
una redistribución de los espacios impresos de las 
actuales facturas que eviten generar más hojas im-
presas de las habituales, impidiendo así, algún so-

sea trasladado al usuario. De esta manera se resolvie-
ron las preocupaciones al respecto de los honorables 
Representantes Ciro Antonio Rodríguez Pinzón y 
Dídier Alberto Tavera Amado. 

Objeto del proyecto
En el marco de la conmemoración de los 20 años 

de la Constitución Política de Colombia, se presenta 
el Proyecto de ley número 181 de 2011, proponien-
do como objeto el fortalecimiento de la ciudadanía 
para que su participación sea más activa en la vida 
política, social y económica del país. Para el logro de 
este objetivo se propone por medio de este proyecto, 
adoptar una medida de carácter pedagógico para di-
fundir la Constitución de 1991. 

El mecanismo propuesto apunta a que el Esta-
do pueda cumplir con la obligación de divulgar la 
Constitución y empoderar a los ciudadanos de herra-
mientas que les permitan ejercer su ciudadanía, rea-

-
mocracia y recordando que la Constitución de 1991 
fue exactamente un resultado de esta participación.

¿Por qué se hace necesario que el pueblo colom-
biano conozca sobre la Constitución Política? La 

Social de Derecho, democrático, participativo y plu-
ralista, lo cual implica una ciudadanía fuerte, activa 
y, en consecuencia, establece la obligación para el 
Estado de generar las condiciones para la forma-
ción integral de los habitantes de Colombia, sean 
nacionales y/o extranjeros, en sus derechos y debe-
res constitucionales ganando sentido de pertenencia, 
compromiso y responsabilidad con la construcción 
de ese propósito.

De manera más directa la Constitución, en el ar-
tículo 95, señala que todos estamos en la obligación 
de engrandecer nuestra Nación y que el ejercicio 
de los derechos y libertades reconocidas en la Car-
ta Magna implican responsabilidades y la primera 
responsabilidad es la de cumplir la Constitución y 
las leyes.

Las normas, que regulan la educación en Colom-
bia, establecen la obligación de difundir la Consti-
tución, pero, nuestra realidad contempla que existe 
exclusión social en el campo de la educación, de 

derechos inalienables para el ejercicio de una ciuda-
danía democrática. Por lo tanto, es menester crear 

de tal manera que sean favorables a la formación de 
la ciudadanía.

Ahora bien, la ciudadanía como el resto de los 
conceptos o categorías sociopolíticas son parte de 

concepto de ciudadanía que se expresa en esta ponen-
cia no está enmarcado en el límite de edad legal para 
ejercerla, sino en una concepción que implica pensar 
en la naturaleza de los sujetos portadores de dicha 
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1[1][1] para 

ciudadana o ciudadano?, plantea que existen tres ejes 
claves de debate sobre ciudadanía: En primer lugar, 

de los sujetos que se van a considerar ciudadanos. 

que revisa la relación entre sujeto individual y suje-
tos colectivos. En segundo lugar, el debate teórico 
que examina el contenido de los derechos del ciuda-
dano. Aquí se pregunta por derechos universales y se 
trata de aclarar la relación entre Derechos Humanos, 
civiles, políticos, económico-sociales, colectivos y 
globales. En tercer lugar, el debate político determi-
na las responsabilidades y compromisos inherentes 
a la relación ciudadanía-Estado, es decir, las obliga-
ciones o deberes ligados a la ciudadanía2[2][2]. Ser 

Una, poseer un sentimiento de pertenencia a una co-

esa comunidad política a la que se pertenece. La per-
tenencia y el reconocimiento a una comunidad tiene 
deberes y tiene derechos. A partir de este concepto 

votar o adquirir obligaciones civiles, etc., sino como 
el ejercicio permanente como sujetos políticos en la 
formación y desarrollo de nuestra sociedad, que vive 
procesos complejos de violaciones de derechos, de 

apatía a la participación política.
Participar: Este concepto incluye un doble sen-

con responsabilidad es absolutamente necesario co-
nocer mis posibilidades, mis derechos, mis deberes y 
los mecanismos e instituciones encargadas de garan-
tizarlos, en este sentido el sistema educativo ha asu-
mido su responsabilidad de difundirlo a través de la 
enseñanza escolar quedando un vacío que este pro-
yecto llena, y es difundir para formar integralmente 
al conjunto de ciudadanos que no están dentro del 
sistema educativo. 

Contenido del proyecto
El proyecto consta de tres artículos en los cuales 

desarrolla de manera sencilla el objeto de la ley y los 
mecanismos para alcanzar dicho objetivo.

El artículo 1° señala el objeto de la ley: Adoptar 
una medida pedagógica para difundir la Constitu-
ción de 1991 y los Derechos Humanos a través de 
las facturas de los servicios públicos como expresión 
de la responsabilidad social de los prestadores de 
servicios públicos. En ese sentido el proyecto debe 
proporcionar guías para difundir a través de procesos 
de enseñanza y aprendizaje, la Constitución Políti-

1 [1][1] Investigadora Argentina, formada en el Consejo 

pertenecido al Instituto de Desarrollo Económico y So-
cial (IDES) de la Universidad Nacional del General Sar-
miento (UNGS), ha sido miembro del directorio del Ins-
tituto de Investigaciones de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo Social (UNRISD), miembro de la Comisión 
Mundial de Cultura y Desarrollo de Naciones Unidas 
(UNESCO) y miembro del Consejo Latinoamericano de 
Ciencias Sociales (CLACSO).

2 [2][2] Jelin, Igualdad y diferencia: dilemas de la ciudada-
nía de las mujeres en América Latina. Ágora. Cuadernos 
de estudios políticos, año 3, Nr. 7: Ciudadanía en el de-
bate contemporáneo, 1997, p. 189.

diversas ciencias, como la psicología, la sociología, 

La medida pedagógica utiliza las facturas de servicios 
públicos como una forma no formal, con el objeto de 
favorecer al máximo el desarrollo de las personas y las 
sociedades. Al establecer la obligación anterior, el ar-
tículo debería ser más claro referenciando de manera 

ese sentido propongo que el artículo se complemente 
-

tículo 1° de la Ley 142 de 1994. El cual dice: 
Artículo 1°. Ámbito de aplicación de la ley. Esta 

ley se aplica a los servicios públicos domiciliarios 
de acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctri-
ca, distribución de gas combustible, telefonía ja 
pública básica conmutada y la telefonía local móvil 
en el sector rural  a las actividades que realicen las 
personas prestadoras de servicios públicos de que 
trata el artículo 15 de la presente ley, y a las activi-
dades complementarias de nidas en el Capítulo II 
del presente título y a los otros servicios previstos en 
normas especiales de esta ley.

la cual se establece el régimen de los servicios públi-
cos domiciliarios y se dictan otras disposiciones adi-
cionando un parágrafo al artículo 148 en el siguiente 
sentido: 

arágrafo 1°. Las facturas de servicios públicos 
deberán incluir mensualmente la transcripción o in-
formación alusiva al te to de la Constitución olíti-
ca de 1991, y los te tos originales de las declaracio-
nes, pactos, tratados y convenciones internacionales 
de erechos Humanos suscritos por Colombia.

Con el n de acordar y coordinar los términos 
y contenidos de la información que aparecerán en 
cada una de las facturas de servicios públicos, con-
fórmese una comisión especial de e pertos compues-
ta por un (1) delegado del Comité de Honor para la 
Conmemoración del 20° Aniversario de la Constitu-
ción, un (1) delegado de las empresas prestadoras 
de servicios públicos domiciliarios, un (1) delega-
do de las universidades con amplio conocimiento 
en el tema constitucional, y un (1) delegado de las 
Organizaciones No ubernamentales de erechos 
Humanos.

El artículo 148, establece los requisitos formales 
de las facturas y estos serán los que determinen las 
condiciones uniformes del contrato, pero conten-
drán, como mínimo, in ormación su ciente para 

ue el suscriptor o usuario pueda establecer con 
acilidad si la empresa se ciñó a la ley, pero la in-

formación solo es la concerniente a los consumos 
o también incluye información relacionada con los 
derechos del suscriptor para que pueda ejercer los 
derechos reconocidos. En opinión de este ponente, 
la Ley 142 se queda corta al establecer el conteni-
do de la información que deben llevar las facturas, 
por ello los autores de este proyecto con el parágrafo 
propuesto resuelven este vacío. 

El texto del artículo 148 de la Ley 142 es el si-
guiente:

Artículo 148. Requisitos de las facturas (te to 
original). Los requisitos formales de las facturas 
serán los que determinen las condiciones uniformes 
del contrato, pero contendrán, como mínimo, infor-
mación su ciente para que el suscriptor o usuario 
pueda establecer con facilidad si la empresa se ciñó 
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a la ley y al contrato al elaborarlas, cómo se deter-
minaron y valoraron sus consumos, cómo se compa-
ran estos y su precio con los de períodos anteriores, 
y el plazo y modo en el que debe hacerse el pago.

En los contratos se pactará la forma, tiempo, sitio 
y modo en los que la empresa hará conocer la fac-
tura a los suscriptores o usuarios, y el conocimiento 
se presumirá de derecho cuando la empresa cumpla 
lo estipulado. Corresponde a la empresa demostrar 
su cumplimiento. El suscriptor o usuario no estará 
obligado a cumplir las obligaciones que le cree la 
factura, sino después de conocerla. No se cobrarán 
servicios no prestados, tarifas, ni conceptos dife-
rentes a los previstos en las condiciones uniformes 
de los contratos, ni se podrá alterar la estructura 
tarifaria de nida para cada servicio público domi-
ciliario.

Adicionado por el ecreto Nacional 1122 de 
1999. odo suscriptor o usuario tiene derecho a re-
cibir oportunamente las facturas de los servicios pú-
blicos domiciliarios y la empresa la obligación de 
entregarla oportunamente. Las empresas deberán 
entregar la factura a los suscriptores o usuarios por 
lo menos con cinco (5) días de antelación a la fecha 
de pago oportuno señalada en la misma.

Adicionalmente, el parágrafo no entra en contrac-
ción con el artículo 9° de la Ley 142 derechos de los 
usuarios, en cuanto la norma establece como derecho 
de los usuarios: 9.4. Solicitar y obtener información 
completa, precisa y oportuna, sobre todas las acti-
vidades y operaciones directas o indirectas que se 
realicen para la prestación de los servicios públicos, 
siempre y cuando no se trate de información cali ca-
da como secreta o reservada por la ley y se cumplan 
los requisitos y condiciones que señale la Superin-
tendencia de Servicios úblicos omiciliarios. Y lo 
propuesto en el parágrafo no es información secreta 
o reservada por la ley, por el contrario, con el pará-
grafo se está dando fundamento para que en ejercicio 
de la defensa como usuario tenga soporte legal o, al 
menos, conocimiento en el contenido de sus peti-
ciones en ejercicio del artículo 152 de la Ley 142: 
Derecho de petición y de recurso. Es de la esencia 
del contrato de servicios públicos que el suscriptor 
o usuario pueda presentar a la empresa peticiones, 
quejas y recursos relativos al contrato de servicios 
públicos.

Finalmente, la información y divulgación es una 
tarea importante para el ejercicio de cualquier ac-
tividad que afecte la vida colectiva de los ciudada-
nos, en ese sentido la Ley 142 de manera inteligente 
aborda estos aspectos estableciendo las obligaciones 
del Estado para con las empresas prestadoras de los 
servicios públicos en el artículo 53. Sistemas de In-
formación. Corresponde a la Superintendencia de 
Servicios Públicos, en desarrollo de sus funciones 
de inspección y vigilancia, establecer los sistemas de 
información que deben organizar y mantener actua-
lizados las empresas de servicios públicos para que 

-
te, en el artículo 187 de la ley de servicios públicos, 
señala los responsables de la divulgación de la ley. 
Los Gobiernos Nacional, Departamentales, Distrita-
les y Municipales, tendrán la obligación de divulgar 
ampliamente y en orma didáctica a todos los ni-
veles de la población colombiana, y en detalle, las 
disposiciones contenidas en la presente ley con el 

parágrafo propuesto se complementa la obligación 
del Estado y vincula, dentro de la función social de 
las empresas la obligación de contribuir con la divul-
gación de la base o soporte fundamental de la ley de 
servicios públicos, la Constitución Política. 

En relación con el inciso 2° del parágrafo pro-
puesto en el proyecto de ley, es necesario adicionar 
un delegado del Ministerio Público en la comisión 
especial, particularmente de la Procuraduría, con 
base en las funciones establecidas en el artículo 277 
de la Constitución Política. Esta participación com-
plementa lo establecido en el artículo 157 de la Ley 
de Servicios Públicos. De la asesoría al suscriptor o 
usuario en el recurso. Las personerías municipales 
deberán asesorar a los suscriptores o usuarios que 
deseen presentar recursos, cuando lo soliciten per-
sonalmente.

Analizando el contenido del proyecto con una mi-
rada integral de la Constitución Política, debería este 
proyecto tener en cuenta que para facilitar la parti-
cipación de todos en las decisiones que los afectan, 
implica reconocer la diversidad étnica y cultural, 
como uno de los aspectos de mayor trascendencia de 
la Constitución de 1991, por lo tanto, para garantizar 
la participación y la diversidad se debe establecer en 
este proyecto lo que orienta la Carta Magna dentro 
de los principios fundamentales, en el artículo 10. 
La enseñanza que se imparta en las comunidades 
con tradiciones lingüísticas propias será bilingüe. En 
consecuencia propongo adicionar el siguiente pará-
grafo al artículo 2° del proyecto de ley objeto de esta 
ponencia.

Parágrafo 2°. Las facturas de servicios públicos 
domiciliarios que se distribuyan en comunidades con 
tradiciones lingüísticas propias, la información que 
ordena esta ley debe ser bilingüe. 

Fundamentos jurídicos
Constitución Política

-
do, garantizar la efectividad de los derechos.

Enseñarlos, difundirlos e informar sobre ellos es 
un paso en el logro de la efectividad.

El artículo 4° dice que es deber de los nacionales 
y extranjeros acatar la Constitución.

Para hacer efectivo ese derecho se requiere infor-
mación. Este artículo es concordante con el artículo 
95 en cuanto a la obligación de toda persona de cum-
plir la Constitución y las leyes. 

En el artículo 6° se establece la responsabilidad de 

si bien es cierto que la ignorancia no lo exime de res-
ponsabilidad, es responsabilidad del Estado velar por-
que su conocimiento llegue a todos los ciudadanos. 

Los artículos relacionados con el reconocimiento 
de la diversidad étnica y cultural de la nación colom-
biana, particularmente el artículo 10, que reconoce 

-
torios de los grupos étnicos las lenguas y dialectos 

las comunidades con tradiciones lingüísticas propias 
será bilingüe. Por otro lado el artículo 68 en el pá-
rrafo 5 reconoce como derecho de los grupos étnicos 
la formación que respete y desarrolle su identidad 
cultural. 
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El artículo 40 consigna dentro de los derechos de 
los ciudadanos en el numeral 6 la defensa de la Cons-
titución y la ley.

El artículo 41 la obligación del Estado de divulgar 
la Constitución.

Los artículos 365, 367, 369, que hacen referencia a 

Leyes
Ley 107 de 1994, por la cual se reglamenta el artí-

culo 41 de la Constitución Nacional y se dictan otras 
disposiciones. Ordenando que para obtener el título 
de bachiller los estudiantes deben haber cursado 150 
horas de estudios constitucionales.

Ley 142 de 1994, por la cual se establece el ré-
gimen de los servicios públicos domiciliarios y se 
dictan otras disposiciones.

Consideraciones generales
No puedo dejar de mencionar en el análisis de este 

proyecto de ley, la ley del Plan Nacional de Desarrollo 
y el documento: Bases del Plan Nacional de Desarro-
llo 2011-2014, que propone un gran salto de progre-
so social y la prosperidad para todos, en ese sentido, 
cabe preguntar ¿qué tipo de ciudadanía requiere ese 
salto social? ¿Una ciudadanía capaz de adaptarse 
a los cambios del mundo productivo y formándose 
solo como trabajador competitivo? O ¿una ciudada-
nía que conozca sus derechos, deberes y capacitada 
para ejercerlos de manera consciente? Responder 
estas preguntas nos puede llevar a inevitables discre-
pancias, por ello, atenderé los propósitos de este Plan 
que obligan a acompañar este proyecto de ley, entre 
ellas tenemos: El artículo 3° del Plan Nacional de De-
sarrollo señala dentro de los propósitos del Estado y 
del pueblo colombiano, unos ejes transversales del 
quehacer nacional, entre esos ejes está: Una estrategia 
para consolidar la paz en todo el territorio, con el for-
talecimiento de la seguridad, la plena vigencia de los 
Derechos Humanos

primordialmente por la difusión de esos derechos. En 
el resto del texto cuando se aborda el eje transversal de 
Buen Gobierno, se establecen unas obligaciones para 
los servidores públicos:

Artículo 228. Obligatoriedad de suministro de 
información. ara el desarrollo de los planes, pro-
gramas y proyectos incluidos en el presente lan y 
en general para el ejercicio de las funciones públi-
cas, las entidades públicas y los particulares que 
ejerzan funciones públicas pondrán a disposición 
de las demás entidades públicas, bases de datos de 
acceso permanente y gratuito, con la información 
que producen y administran. Las entidades produc-
toras y usuarias de la información deben garantizar 
la observancia de las limitaciones de acceso y uso 
referidas al derecho de hábeas data, privacidad, re-
serva estadística, los asuntos de defensa y seguridad 
nacional, y en general, todos aquellos temas a los 
que la ley les haya otorgado el carácter de reserva. 

Artículo 232. romoción de la participación ciu-
dadana y el capital social. El obierno Nacional pro-
moverá, mediante mecanismos interinstitucionales, 
una Agenda Nacional de articipación Ciudadana. 

Artículo 235. Servicio al ciudadano. Con el ob-
jeto de mejorar la oportunidad, accesibilidad y e -
cacia de los servicios que provee la Administración 

ública al ciudadano, las entidades públicas confor-

marán equipos de trabajo de servidores cali cados 
y certi cados para la atención a la ciudadanía, pro-
veerán la infraestructura adecuada y su ciente para 
garantizar una interacción oportuna y de calidad 
con los ciudadanos y racionalizarán y optimizarán 
los procedimientos de atención en los diferentes ca-
nales de servicio.

No se establecen disposiciones para que esos ciu-

práctica, no basta pensar la ciudadanía y la participa-
ción como una condición legal, hay que establecer-
la también como una actividad deseable, una forma 
coherente de abordarlo es llegar a la mayoría de los 
ciudadanos a través de un mecanismo que tiene gran-
des posibilidades de cubrir un porcentaje alto de ciu-
dadanos como son las facturas de servicios públicos 
domiciliarios.

Finalmente, comparto plenamente lo establecido 
en la exposición de motivos: La conmemoración de 
la expedición de la Carta de 1991 es un momento 
propicio para evaluar sus logros y limitaciones, las 
tareas que dejó pendientes pero también para ade-
lantar una campaña de divulgación y pedagogía (su-
brayado nuestro) alrededor de sus mandatos de la 
que permita a todos los colombianos y colombianas 
conocer de manera adecuada las instituciones y los 
derechos que de ella emana.

Proposición
De conformidad con las consideraciones prece-

dentes propongo a la Plenaria de la honorable Cáma-
ra de Representantes dar segundo debate al proyec-
to de ley número 181 de 2011 Cámara, por medio de 
la cual el Congreso de la República se vincula a la 
conmemoración de los 20 años de la Constitución de 
1991 y se modi can algunos artículos de la Ley 142 
de 1994 y se dictan otras disposiciones.

De los honorables Representantes, 
Wilson Néber Arias Castillo,

Representante Ponente.
TEXTO QUE SE PROPONE PARA SEGUNDO 
DEBATE PARA EL PROYECTO DE LEY  

NÚMERO 181 DE 2011 CÁMARA
por medio de la cual el Congreso de la República 
se vincula a la conmemoración de los 20 años de la 
Constitución de 1991 y se modi can algunos artícu-
los de la Ley 142 de 1994 y se dictan otras disposi-

ciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. Esta ley tiene por obje-

to adoptar una medida pedagógica para difundir la 
Constitución de 1991 y los Derechos Humanos a 
través de las facturas de los servicios públicos domi-

1994 como expresión de la responsabilidad social de 
los prestadores de servicios.

Artículo 2°. Adiciónense los siguientes parágra-
fos al artículo 148 de la Ley 142 de 1994:

Parágra o 1°. Las facturas de servicios públicos 
deberán incluir mensualmente la transcripción de ar-
tículos de la Constitución Política de 1991 o infor-
mación alusiva al texto de la misma y fragmentos 
de los textos originales de las declaraciones, pactos, 
tratados y convenciones internacionales de Derechos 
Humanos suscritos por Colombia.
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Parágra o 2°. En las facturas de servicios públi-
cos domiciliarios que se distribuyan en comunidades 
con tradiciones lingüísticas propias, la información 
que ordena esta ley debe ser bilingüe.

Artículo 3°. Contenidos de la información peda-
gógica. -
nos y contenidos de la información que aparecerá 
en cada una de las facturas de servicios públicos, 
confórmese una comisión especial de expertos com-
puesta por un (1) delegado del Comité de Honor para 
la Conmemoración del 20° Aniversario de la Consti-
tución, un (1) delegado de las empresas prestadoras 
de servicios públicos domiciliarios, un (1) delegado 
de las universidades con amplio conocimiento en el 
tema constitucional, un (1) delegado de las Organi-
zaciones No Gubernamentales de Derechos Huma-
nos y un delegado de la Procuraduría.

Artículo 4°. igencia y derogatoria. La presente 
ley rige a partir de su publicación y deroga las dispo-
siciones que le sean contrarias.

Wilson Néber Arias Castillo,
Representante Ponente.

TEXTO APROBADO EN COMISIÓN 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 181 

 DE 2011 CÁMARA
por medio de la cual el Congreso de la República 
se vincula a la conmemoración de los 20 años de la 
Constitución de 1991 y se modi can algunos artícu-
los de la Ley 142 de 1994 y se dictan otras disposi-

ciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. Esta ley tiene por obje-

to adoptar una medida pedagógica para difundir la 
Constitución de 1991 y los Derechos Humanos a 
través de las facturas de los servicios públicos domi-

1994 como expresión de la responsabilidad social de 
los prestadores de servicios.

Artículo 2°. Adiciónense los siguientes parágra-
fos al artículo 148 de la Ley 142 de 1994:

Parágra o 1°. Las facturas de servicios públicos 
deberán incluir mensualmente la transcripción o in-
formación alusiva al texto de la Constitución Política 
de 1991, y los textos originales de las declaraciones, 
pactos, tratados y convenciones internacionales de 
Derechos Humanos suscritos por Colombia.

contenidos de la información que aparecerán en cada 
una de las facturas de servicios públicos, confórmese 
una comisión especial de expertos compuesta por un 
(1) delegado del Comité de Honor para la Conme-
moración de Veinte Aniversario de la Constitución, 
un (1) delegado de las empresas prestadoras de ser-
vicios públicos domiciliarios, un (1) delegado de las 
universidades con amplio conocimiento en el tema 
constitucional, y un (1) delegado de las Organizacio-
nes No Gubernamentales de Derechos Humanos, un 
delegado de la Procuraduría.

Parágra o 2°. Las facturas de servicios públicos 
domiciliarios que se distribuyan en comunidades con 
tradiciones lingüísticas propias, la información que 
ordena esta ley debe ser bilingüe.

Artículo 3°. igencia y derogatoria. La presente 
ley rige a partir de su publicación y deroga las dispo-
siciones que le sean contrarias.

Atentamente,
Wilson Arias Castillo,

Representante a la Cámara – Valle del Cauca,
Polo Democrático Alternativo.

CÁMARA DE REPRESENTANTES
COMISIÓN SEXTA  

CONSTITUCIONAL PERMANENTE
SUSTANCIACIÓN

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE

Bogotá, D. C., 20 de marzo de 2012
Autorizo la publicación del presente informe 

de ponencia para segundo debate el texto que se 
propone para segundo debate y el texto aprobado 
en primer debate por la Comisión Sexta del Pro-
yecto de ley número 181 de 2011 Cámara, por 
medio de la cual el Congreso de la República se 
vincula a la conmemoración de los 20 años de 
la Constitución de 1991 y se modifican algunos 
artículos de la Ley 142 de 1994 y se dictan otras 
disposiciones.

Ponente para segundo debate, Representantes a la 
Cámara Wilson Néber Arias Castillo.

Mediante Nota Interna número C.S.C.P. 3.6 – 220/ 
del 20 de marzo de 2012, se solicita la publicación en 
la Gaceta del Congreso de la República.

El Secretario General,
ernel Enrique íaz uintero,

Comisión Sexta Constitucional.
TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE 
POR LA COMISIÓN SEXTA CONSTITUCIO-
NAL PERMANENTE DE LA HONORABLE 
CÁMARA DE RERESENTANTES EN SESIÓN 
DEL DÍA 8 DE JUNIO DE 2011 AL PROYECTO 

DE LEY NÚMERO 181 DE 2011 CÁMARA
por medio de la cual el Congreso de la Repúbli-
ca se vincula a la conmemoración de los 20 años  
de la Constitución de 1991 y se modi can algunos 
artículos de la Ley 142 de 1994 y se dictan otras 

disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. Esta ley tiene por obje-

to adoptar una medida pedagógica para difundir la 
Constitución de 1991 y los Derechos Humanos a 
través de las facturas de los servicios públicos domi-

1994 como expresión de la responsabilidad social de 
los prestadores de servicios.

Artículo 2°. Adiciónense los siguientes parágra-
fos al artículo 148 de la Ley 142 de 1994:

“Parágra o 1°. Las facturas de servicios públi-
cos deberán incluir mensualmente la transcripción 
o información alusiva al texto de la Constitución 
Política de 1991, y los textos originales de las de-
claraciones, pactos, tratados y convenciones inter-
nacionales de Derechos Humanos suscritos por Co-
lombia.

contenidos de la información que aparecerán en cada 
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una de las facturas de servicios públicos, confórmese 
una comisión especial de expertos compuesta por un 
(1) delegado del Comité de Honor para la Conme-
moración del 20° Aniversario de la Constitución, un 
(1) delegado de las empresas prestadoras de servi-
cios públicos domiciliarios, un (1) delegado de las 
universidades con amplio conocimiento en el tema 
constitucional, y un (1) delegado de las Organizacio-
nes No Gubernamentales de Derechos Humanos, un 
delegado de la Procuraduría.

Parágra o 2°. Las facturas de servicios públicos 
domiciliarios que se distribuyan en comunidades con 
tradiciones lingüísticas propias, la información que 

Artículo 3°. igencia y derogatoria. La presente 
ley rige a partir de su publicación y deroga las dispo-
siciones que le sean contrarias.

En los anteriores t rminos ue aprobado el Pro-
yecto de ley número 181 de 2011 Cámara, por medio 
de la cual el Congreso de la República se vincula a la 
conmemoración de los 20 años de la Constitución de 
1991 y se modi can algunos artículos de la Ley 142 
de 1994 y se dictan otras disposiciones. La discusión y 
aprobación de este proyecto de ley consta en el Acta 
número 025 del ocho (8) de junio de 2011.

El Secretario General,
ernel Enrique íaz uintero,

Comisión Sexta Constitucional Permanente.

E N M I E N D A S
ENMIENDA A LA PONENCIA DEL PROYECTO 

DE LEY NÚMERO 083 DE 2011 CÁMARA
por medio de la cual se adopta el régimen político, 
administrativo y scal del istrito Especial, ortua-
rio, Biodiverso, Industrial y Ecoturístico de Buena-

ventura, alle del Cauca.
Bogotá, D. C., marzo 21 de 2012
Doctora
ADRIANA FRANCO CASTAÑO
Presidenta Comisión Primera
Cámara de Representantes
Ciudad
Re erencia: Enmienda a la ponencia del Proyec-

to de ley número 083 de 2011 Cámara.
Respetada doctora.
Con base en el artículo 162 de la Ley 5ª de 1992, 

y en mi condición de Autor y Ponente del Proyecto 
de ley número 083 de 2011 Cámara, por medio de la 
cual se adopta el régimen olítico, Administrativo y 

iscal del istrito Especial, ortuario, Biodiverso, 
Industrial y Ecoturístico de Buenaventura, alle del 
Cauca, me permito hacer enmienda a la Ponencia del 
referido Proyecto en los artículos treinta y seis (36) 
y cuarenta (40), la cual se encuentra publicada en la 
Gaceta del Congreso número 848 de septiembre 11 
de 2011.

Enmienda al artículo 36. Este artículo se en-

más vehemente en su política de infraestructura con 
respecto al Distrito Especial de Buenaventura. Por 
esta razón se le invita a desarrollar proyectos que 
fortalezcan e impulsen el desarrollo del Puerto más 
importante del país. De ahí la importancia de que, en 
el Presupuesto General de la Nación se incluyan las 
partidas necesarias para el logro de estos objetivos. 
En tal sentido, se solicita la enmienda ya que cambia 
sustancialmente la redacción de este artículo tan im-
portante en el Proyecto de la referencia.

Enmienda al artículo 40. Este artículo, prevé la 
organización de un Centro de Estudios Internaciona-

-
rio de Educación, los gremios, asociaciones y sindi-
catos del Distrito. Se enmienda este artículo porque 
cambia su redacción, en el sentido de que se le soli-
cita al Gobierno Nacional la Creación del Centro de 

indiscutida de los órganos antes mencionados y la 
de los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Co-
mercio, Industria y Turismo.

Por lo anteriormente expuesto, la Enmienda a la 
Ponencia quedará así:

TEXTO PROPUESTO DE LA ENMIENDA  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 083  

DE 2011 CÁMARA
por medio de la cual se adopta el régimen político, 
administrativo y scal del istrito Especial, ortua-
rio, Biodiverso, Industrial y Ecoturístico de Buena-

ventura, alle del Cauca.
El Congreso de la República

DECRETA:
T Í T U L O I

PRINCIPIOS GENERALES
Artículo 1°. Objeto. La presente ley contiene las 

normas que integran el Estatuto Político, Adminis-
trativo y Fiscal del Distrito Especial Portuario, Bio-

su objeto es dotarle de facultades, instrumentos y 
recursos que le permitan cumplir las funciones y 

-
rrollo integral de su territorio para contribuir al me-
joramiento de la calidad de vida de sus habitantes, 
a partir del aprovechamiento de sus recursos y ven-
tajas derivadas de las características, condiciones y 
circunstancias especiales que presentan estos.

Artículo 2°. Régimen aplicable. El Distrito Espe-
cial de Buenaventura, es una entidad territorial orga-
nizada de conformidad con lo previsto en la Consti-
tución Política y la ley, que se encuentra sujeta a un 
régimen especial autorizado por la propia Constitu-
ción Política, en virtud del cual sus órganos y autori-
dades gozan de facultades especiales diferentes a las 
contempladas dentro del régimen ordinario aplicable 
a los demás municipios del país, así como del que 
rige para las otras - entidades territoriales estableci-
das dentro de la estructura político administrativa del 
Estado colombiano.

En todo caso, las disposiciones de carácter espe-
cial prevalecerán sobre las de carácter general que 
integran el régimen ordinario de los municipios y/o 

-
tos no regulados por las normas especiales o que no 
se hubieren remitido expresamente a las disposicio-
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nes aplicables a alguno de los otros tipos de entida-
des territoriales previstas en la Constitución Política 
y la ley, ni a las que está sujeto el Distrito Capital de 
Bogotá, se aplicarán las normas ordinarias previstas 
para los demás municipios.

T Í T U L O II
ORGANIZACIÓN POLÍTICA Y ADMINISTRA-
TIVA DEL DISTRITO ESPECIAL PORTUARIO E 

INDUSTRIAL DE BUENAVENTURA
CAPÍTULO I

Las localidades
Artículo 3°. El Distrito Especial Portuario, Bio-

diverso, Industrial y Ecoturístico de Buenaventura 
-

siones administrativas con homogeneidad relativa 

económico.
Artículo 4°. El Concejo Distrital ordenará la divi-

sión del territorio a iniciativa del señor Alcalde Ma-
yor, de conformidad con los parámetros establecidos 
en el artículo anterior. 

Parágrafo. Dentro de los doce (12) meses siguien-
tes a la promulgación de la presente ley, la Adminis-
tración Municipal presentará al Concejo Distrital, el 
Proyecto de Acuerdo para la división del territorio 
del Distrito, en el cual se cual señalará las Localida-
des, su denominación, límites y atribuciones admi-
nistrativas y se dictarán las demás disposiciones que 
fueren necesarias para su organización y funciona-
miento. A su vez, el Concejo Distrital contará con un 
término de dos meses para tramitarlo y aprobarlo, a 
partir de su entrega formal.

CAPÍTULO II
Alcaldes Locales

Artículo 5°. Cada localidad tendrá un Alcalde 
Menor, que será nombrado por el Alcalde Mayor, de 
terna conformada por la correspondiente Junta Ad-
ministradora Local o el Consejo Comunitario de la 
localidad en Asamblea Pública citada por el Alcal-
de Mayor. Para la conformación de la terna, la Junta 
Administradora Local deberá sesionar con no menos 
del ochenta por ciento (80%) de sus miembros. 

El Alcalde Mayor citará la Asamblea Pública en 
la que se escogerá la terna de candidatos a Alcaldes 
Menores, dentro de los dos (2) meses siguientes a la 
creación de las localidades. En los períodos sucesi-
vos, se hará la citación dentro de los dos (2) prime-
ros meses a partir del día de la posesión del Alcalde 
Mayor.

Parágrafo 1°. Los alcaldes menores serán desig-
nados y ejercerán sus funciones durante el periodo 
constitucional para el cual fue elegido el Alcalde 
Mayor. Para la integración de la terna se empleará el 
sistema del cociente electoral. En caso de falta tem-
poral del alcalde menor, el Alcalde Mayor designará 
su reemplazo mientras dura su ausencia. En caso de 
presentarse la falta absoluta de cualquiera de los al-
caldes menores, se deberá hacer su reemplazo con-
forme a los términos establecidos en la ley. 

Parágrafo 2°. Para ser Alcalde Menor se debe 
cumplir con los requisitos que la ley exige para des-
empeñar el cargo de Alcalde Mayor. El Concejo dis-
trital reglamentará sus funciones y asignación sala-
rial a iniciativa del Alcalde Mayor. El costo de estas 

asignaciones salariales será cubierto con los recursos 
propios del Distrito.

CAPÍTULO III
Disposiciones especiales

Artículo 6°. Atribuciones. El Concejo Distrital de 
Buenaventura, ejercerá las atribuciones que la Cons-
titución y las leyes asignan a los concejos municipa-
les. Adicionalmente ejercerán las siguientes atribu-
ciones especiales:

1. Expedir las normas con base en las cuales se 
reglamentarán las actividades turísticas, recreacio-
nales, culturales, deportivas en las playas y demás 
espacios de uso público, exceptuando las zonas de 
bajamar.

2. Dictar las normas necesarias para garantizar 
la preservación y defensa del patrimonio ecológico, 
los recursos naturales, el espacio público y el medio 
ambiente.

Artículo 7°. Control olítico. De conformidad 
con la Constitución Política y la ley, en cumplimien-
to de las funciones de vigilancia y control que corres-
ponde ejercer al Concejo Distrital sobre los demás 
órganos y autoridades de la Administración Distrital, 
este podrá citar y requerir al Alcalde mayor, secreta-
rios de la administración distrital, alcaldes locales, 
directores de departamento administrativo y a los 
gerentes o directores de entidades descentralizadas 
del orden distrital. Las citaciones deberán hacerse 
con anticipación no menor de cinco (5) días hábiles 
y formularse en cuestionario escrito. Dentro de las 
veinticuatro (36) horas anteriores al día del debate, 
el funcionario citado deberá radicar en la Secretaría 
General de la Corporación la respuesta al cuestiona-
rio en medio escrito o magnético. El debate objeto de 
la citación encabezará el orden del día de la sesión y 
no podrá extenderse a asuntos ajenos al cuestionario.

Parágrafo. El Concejo Distrital o sus comisiones, 
también podrán solicitar informaciones por escrito 
a las otras autoridades distritales, al Personero, al 
Contralor, a los gerentes o jefes seccionales de las 
entidades nacionales que tengan jurisdicción en el 
Distrito, convocándoles para que en sesión especial 
rindan declaraciones sobre hechos relacionados con 
los asuntos que la Corporación investigue o sean ob-
jeto de su estudio y reglamentación o con asuntos 
de interés público en general. Esta facultad se ex-
tiende para emplazar a toda persona natural o jurí-

o declaraciones orales o por escrito sobre los hechos 
mencionados. El Concejo Distrital adoptará las me-
didas para asegurar el acatamiento de sus decisiones, 
en los casos de renuencia o negativa a atender las 
citaciones o a rendir los informes solicitados en las 
fechas previstas para ello.

Los citados podrán abstenerse de asistir sólo por 

La renuencia de los citados a comparecer o a 
rendir las declaraciones requeridas, será sancionada 
por las autoridades jurisdiccionales competentes, de 
conformidad con la normativa aplicable en los casos 
de desacato a las autoridades.

Artículo 8°. Moción de Censura. En ejercicio del 
Control Político que le atribuye la Constitución Po-
lítica y la ley, el Concejo Distrital de Buenaventura 
podrá proponer Moción de Censura a los funciona-
rios sobre quienes ejerce tal Control, respecto de los 
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actos de estos, en aquellos eventos en que luego de 
examinar las actuaciones o las medidas adoptadas 
por el funcionario citado, se encuentra que, a juicio 

la función pública en general y en especial los inte-
reses del Distrito Especial de Buenaventura o de su 
comunidad o por desatención a los requerimientos 
y citaciones de la Corporación sin que exista previa 
excusa aceptada por esta.

La moción de censura deberá ser propuesta por 
la mitad más uno de los miembros que componen el 
Concejo Distrital. La votación se hará entre el tercero 
y el décimo día siguientes a la terminación del deba-
te, con audiencia pública del funcionario respectivo. 

dos terceras (2/3) partes de los miembros que inte-
gran la Corporación. Una vez aprobada, el funciona-
rio quedará separado de su cargo. Si fuere rechazada, 
no podrá presentarse otra moción sobre la misma 
materia a menos que la motiven hechos nuevos. 

La renuncia del funcionario respecto del cual se 
haya promovido moción de censura no obsta para 
que la misma sea aprobada conforme a lo previsto 
en este artículo.

T Í T U L O III
ALCALDE MAYOR

Artículo 9°. Atribuciones. Además de las atribu-
ciones que por ley o acuerdo distrital le sean asig-
nadas al Alcalde Distrital, le corresponde ejercer las 
siguientes:

1. Orientar la acción administrativa del Gobier-
no Distrital hacia el desarrollo Portuario, Biodiver-
so, Industrial y Ecoturístico del Distrito Especial de 
Buenaventura, considerados estos como factores de-
terminantes para impulsar el desarrollo económico y 
mejoramiento social de su población.

La ejecución de estas políticas deberá coordinarse 
entre los funcionarios de las entidades del Distrito y 
los de las instituciones nacionales que estén locali-
zadas en su jurisdicción, sean estas públicas o priva-
das, procurando en tales casos la participación de la 
comunidad.

2. Presentar proyectos de acuerdo sobre los pla-
nes o programas de desarrollo económico y social y 
de obras públicas, con énfasis en aquellos que sean 
de especial interés para el Distrito, en las áreas del 
turismo, la industria, la actividad portuaria, la biodi-
versidad, el transporte multimodal, las telecomuni-
caciones y la educación.

3. Coordinar, vigilar y controlar las actividades que 
se desarrollen dentro de su jurisdicción, encaminadas 
a la recuperación de bienes y tesoros pertenecientes al 
patrimonio de la Nación, ubicados en jurisdicción del 
Distrito. Salvo las acciones establecidas en la consti-
tución que no sean de su competencia, deben ser coor-
dinadas con las autoridades pertinentes. 

Artículo 10. Competencia presidencial para la 
designación del reemplazo. El Presidente de la Re-
pública será la autoridad competente para suspender 
o destituir al Alcalde Distrital, designar al alcalde en-
cargado en caso de presentarse vacancia temporal o 
absoluta y convocar a elecciones para elegir al nuevo 
Alcalde Mayor, cuando ello sea procedente de con-
formidad con lo establecido en la Ley 136 de 1994, 

En todos los casos en que corresponda al Pre-
sidente de la República designar al reemplazo del 
Alcalde, deberá escoger a un ciudadano que perte-
nezca al mismo partido o movimiento político del 
titular.

Artículo 11. Régimen aplicable a las autorida-
des distritales. Al Concejo Distrital, a sus Miem-
bros, al Alcalde Distrital y demás autoridades dis-
tritales se les aplicará el régimen contenido en la 
Leyes 136 de 1994 y 617 de 2000, en las normas 

aplicable y las disposiciones especiales contenidas 
en la presente ley. 

T Í T U L O IV
RÉGIMEN ESPECIAL PARA EL FOMENTO, 
CONSERVACIÓN Y APROVECHAMIENTO 
DE LOS BIENES Y RECURSOS PARA EL DE-
SARROLLO PORTUARIO, BIODIVERSO, IN-
DUSTRIAL Y ECOTURÍSTICO DEL DISTRITO  

ESPECIAL DE BUENAVENTURA
CAPÍTULO I

Atribuciones especiales
Artículo 12. Dadas las características especiales 

del territorio bajo jurisdicción del Distrito Especial 
de Buenaventura, el cual resulta de la conformación 

-
les, urbanísticas, histórico-culturales, así como de la 
serie de ventajas que en razón de los atractivos de sus 
recursos y la ubicación estratégica de estos, se deri-
van para el desarrollo y crecimiento de la producción 
económica en los ámbitos industrial, portuario, co-
mercial, turístico y del fomento cultural y en virtud 
de lo previsto en esta ley, a los órganos y autoridades 
del Distrito, les corresponderá determinadas atribu-
ciones de carácter especial en lo relacionado con el 
manejo, uso, preservación, recuperación, control y 
aprovechamiento de tales recursos y de los bienes 
de uso público o los que forman parte del espacio 
público o estén afectados al uso público dentro del 
territorio del Distrito.

Tales atribuciones estarán sujetas a las disposi-
ciones y reglamentaciones que expidan los órganos 
y autoridades distritales encargadas de tales asuntos 
sin perjuicio de la competencia que normativamente 
ha sido asignada a la DIMAR, al Ministerio de Am-
biente, Vivienda y Desarrollo Territorial, al Ministe-
rio de Cultura Nacional, al Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo, al Ministerio de Transporte e 
instituciones relacionadas. 

Artículo 13. e los bienes de uso público. El ma-
nejo y administración de los bienes de uso público 
que se encuentran en jurisdicción del Distrito Espe-
cial de Buenaventura, susceptibles de explotación 
ecoturística, recreativa, cultural, industrial y portua-
ria, corresponde a las autoridades del orden Distrital 
y lo estipulado en la Ley 1185 de 2008 en materia 
cultural.

Se exceptúan las áreas del Sistema de Parques 
Nacionales Naturales y las que por competencia co-
rresponden a la DIMAR.

Parágrafo. Las zonas de bajamar son bienes de 
uso público y corresponde a la Autoridad Distrital 
su manejo y administración, de conformidad con el 
artículo 313 de la Constitución Política y la Ley 338 
de 1997.
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CAPÍTULO II
Del manejo y aprovechamiento de los recursos 

naturales y el medio ambiente
Artículo 14. Competencia Ambiental. La compe-

tencia ambiental deberá ceñirse a lo consagrado en 
los artículos 79 y 80 de la Constitución. El Conce-
jo Distrital, a iniciativa del Alcalde, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 313 de la Constitución 
Política creará un Establecimiento Público, que des-
empeñará las funciones de autoridad ambiental en 
la jurisdicción del distrito de Buenaventura, el cual 
contará con un Consejo Directivo conformado por:

1. El Gobernador del Departamento.
2. El Alcalde Mayor del Distrito Especial de Bue-

naventura.
3. El Ministro del Ambiente, Vivienda y Desarro-

llo Territorial o su delegado.
4. El Director del Instituto de Investigaciones 

Marinas y Costeras.
5. El Director de la Dirección General Marítima 

o su delegado.
6. El Director de la Corporación Autónoma Re-

gional del Valle del Cauca CVC.
7. Dos representantes del sector privado, elegido 

por los gremios.
8. Un representante de las entidades sin ánimo de 

lucro que tengan jurisdicción en el Distrito y cuyo 
objeto principal sea la protección del medio ambien-
te y los recursos naturales renovables, elegido de la 
misma forma que los delegados de las Corporaciones 
Autónomas Regionales.

El Concejo Distrital determinará el régimen de 
patrimonio y rentas de las autoridades a que hace 

-
ciencia presupuestal para el correcto cumplimiento 
de sus funciones, sin perjuicio de otros recursos que 
determine la ley.

Artículo 15. royectos en zonas de parques. En 
las áreas de Parques Nacionales Naturales ubicadas 
en jurisdicción del Distrito Especial de Buenaven-
tura, podrán desarrollarse, además de las previstas 
en la normativa ambiental vigente, actividades eco-
turísticas que garanticen la conservación ecológica, 
prevengan el deterioro ambiental, protejan el ecosis-
tema y que procuren el mantenimiento de la biodi-
versidad e integridad del ambiente, de acuerdo con 
la capacidad de carga de los ecosistemas.

Estos proyectos contendrán planes especiales 
para el manejo y aprovechamiento de los recursos 
naturales, de manera que se garantice su desarrollo 
sostenible.

CAPÍTULO III
Régimen de caños, lagunas interiores y playas

Artículo 16. Competencias en materia de playas. 
La atribución para otorgar permisos en relación con 

-
rales, artísticos o recreativos, estará en cabeza del 
Alcalde Mayor como jefe de la Administración Dis-
trital. Estas atribuciones se ejercerán conforme a la 
normatividad ambiental y las demás normas vigentes 
que regulen la materia y teniendo previo concepto 
técnico favorable emanado por la DIMAR, la Cor-
poración Autónoma Regional del Valle del Cauca, 
CVC, y el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desa-
rrollo Territorial. 

Parágrafo. Lo dispuesto en el presente artículo se 
hará sin perjuicio de las licencias, permisos, conce-
siones o autorizaciones previstas en la normatividad 
ambiental y demás normas vigentes sobre el parti-
cular.

Artículo 17. Atribuciones para su reglamentación, 
control y vigilancia. De acuerdo con las políticas y 
regulaciones de orden superior, las autoridades distri-
tales tendrán atribuciones para reglamentar, dirigir y 
establecer los usos y actividades que podrán adelan-
tarse en los caños, lagunas interiores, playas turísticas 
existentes dentro de la jurisdicción territorial.

T Í T U L O V
RÉGIMEN PORTUARIO

Artículo 18. Régimen portuario. Establézcase 
como autoridad portuaria adicional a las ya institui-
das por ley, al Distrito Especial de Buenaventura, el 
cual intervendrá en la formulación de los planes de 
expansión portuaria que el Ministerio de Transporte 
le presente al Consejo Nacional de Política Econó-
mica y Social, CONPES, con la atribución especial 

-
giones en las que sea conveniente o no la construc-
ción y funcionamiento de puertos y demás instala-
ciones portuarias.

En el trámite de las concesiones portuarias y en 
-

dencia de Puertos y Transporte o la entidad encargada 
de aprobarlas, recibirán y escucharán los conceptos, 
recomendaciones y oposiciones que formulen las re-
giones en las que se pretendan localizar los puertos e 
instalaciones portuarias. Cuando este concepto fuere 
contrario a la solicitud, no podrá otorgarse la conce-

Igual prerrogativa tendrán estas entidades territo-
riales respecto de los trámites de aprobación de obras 

de la Ley 1ª de 1991 y del otorgamiento de licen-
cias portuarias para la construcción y operación de 
embarcaderos, muelles, y demás instalaciones por-
tuarias.

T Í T U L O VI
DE LAS DISPOSICIONES ESPECIALES  

DE LOS DISTRITOS
CAPÍTULO I

Régimen para el omento  
y desarrollo del turismo

Artículo 19. lanes sectoriales de desarrollo tu-
rístico. En concordancia con lo previsto en los pla-
nes sectoriales que forman parte del Plan Nacional 
de Desarrollo, la Administración Distrital en coor-
dinación con el Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo, formulará el respectivo proyecto de planes 
sectoriales de desarrollo del turismo que será puesto 
a consideración del Concejo Distrital para su apro-
bación e incorporación al Plan General de Desarro-
llo Distrital. Una vez aprobados tales planes, tendrán 
vigencia durante el período para el cual fue elegido 
el Alcalde Distrital. Lo anterior, deberá adoptarse de 
conformidad con las directrices que sean trazadas 
para el sector mediante la política nacional.

Artículo 20. articipación del istritos en la 
elaboración de los planes sectoriales de turismo. 
Al Distrito Especial de Buenaventura le correspon-
de participar en la elaboración del Plan Sectorial de 
Turismo del nivel nacional, así como la elaboración 
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de su propio Plan Sectorial. Le corresponde ade-
más, diseñar, coordinar y ejecutar los programas de 
mercadeo y promoción turística que se adelanten en 

en coordinación con los Ministerios de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo Territorial, Relaciones Ex-
teriores y el de Comercio, Industria y Turismo, la 
Administración Distrital podrá celebrar convenios 
de fomento y desarrollo de turismo con entidades o 
empresas de carácter internacional.

-
vistos en el presente artículo, la Administración Dis-
trital conformará un Comité Consultivo integrado 
por tres (3) expertos en el tema, cuatro (4) represen-
tantes de las entidades, empresas u organizaciones 
especializadas o relacionadas con las actividades 
turísticas, recreacionales o culturales, al que se so-
meterán a estudio previo los proyectos de planes y 
programas de desarrollo turístico que se pretendan 
presentar a consideración del Concejo Distrital. 

Las recomendaciones que formule el Comité res-
pecto a tales planes, serán tenidas en cuenta por el 
Concejo Distrital. La DIMAR tendrá un (1) repre-
sentante en el Comité.

Artículo 21. Ecoturismo y turismo social. Los 
planes sectoriales de desarrollo turístico que aprue-
ben las autoridades distritales, incluirán los aspectos 
relacionados con el ecoturismo.

El Plan Sectorial de Turismo del Distrito, deberá 
contener también directrices y programas de fomen-
to y apoyo al turismo de interés social, los cuales 
deberán concertarse con las entidades nacionales 
encargadas de regular las actividades de recreación 

con lo previsto en los planes y programas nacionales.
La Administración Distrital en coordinación con 

las autoridades del orden nacional, brindará el apo-
yo y asesoría necesaria a las empresas que realicen 
actividades relacionadas con el turismo de interés 

la construcción de infraestructura y/o el desarrollo, 
promoción y ejecución de programas y proyectos de 
servicios turísticos de interés social o prioritarios a 
desarrollar. Las entidades que reciban apoyo del Go-
bierno Distrital bien sea con recursos propios o con 
recursos de la Nación para desarrollar actividades 
consideradas como turismo social, deberán diseñar, 
organizar, promocionar y desarrollar programas de 
recreación orientados a personas de la tercera edad, 
pensionados y personas en estado de discapacidad, 
así como planes y proyectos encaminados a promo-

-
biernos Nacional y Distrital asignarán recursos den-
tro de sus respectivos presupuestos. 

Artículo 22. e la Autoridad istrital de urismo. 
El Concejo Distrital, a iniciativa del Alcalde Mayor, 
determinará la dependencia a la que le corresponderá 
ejercer la función de Autoridad de Turismo en el Dis-
trito, asignándole las funciones de conformidad con 
el Capítulo II del presente Título.

Para los asuntos relativos al turismo, a esta depen-
dencia le compete controlar y sancionar las activida-
des de los prestadores de servicios turísticos, cuando 
violen las reglamentaciones en tal materia adoptadas 
en el orden Distrital, de conformidad con la ley y en 
la forma prevista para el ejercicio de las facultades 
que corresponden a las autoridades nacionales.

CAPÍTULO II
De los recursos turísticos  

y de su declaratoria como tales
Artículo 23. Recursos turísticos. Son recursos tu-

rísticos, las extensiones de terreno consolidado, las 
playas, los bienes muebles e inmuebles de dominio 
público o privado, los eventos, acontecimientos o 
espectáculos que, dadas las condiciones y caracte-

sociocultural, arquitectónico, paisajístico, ecológico 
o histórico, sean o hayan sido declarados como tales 
por ser apropiados por su naturaleza, para el espar-

razón de lo cual, actual o potencialmente represen-
tan grandes atractivos para el fomento y explotación 
del turismo, lo que da a estos, un valor económico y 
social de evidente utilidad pública e interés general, 
que hacen necesario someter su uso y manejo a regí-
menes especiales con el objeto de preservar su desti-
nación al fomento y/o creación de riqueza colectiva, 
bajo criterios de sostenibilidad que permitan preser-
var las condiciones ambientales y la capacidad pro-
ductiva y reproductiva de los recursos en particular.

En virtud a ello, el uso y aprovechamiento de los 
bienes y demás elementos que integran los recursos 
turísticos del Distrito, estarán sometidos a regulacio-
nes, controles, restricciones y planes de carácter es-
pecial, de modo que se pueda estimular su desarrollo 
y fomentar su explotación en correspondencia con la 
naturaleza propia de estos en particular, preservando 
su destinación al uso público y/o al aprovechamiento 
colectivo así, como sus condiciones ambientales y/o 
su capacidad productiva y reproductiva.

Artículo 24. e su manejo. Le corresponde al 

medidas y asignar los recursos para la preservación, 
recuperación, protección, defensa y aprovechamien-

del territorio, los bienes o conjunto de estos, las edi-

elementos que integran los recursos turísticos, así 
como para impulsar el desarrollo de las actividades 
relacionadas con la industria turística.

Para los propósitos señalados, la Administración 
Distrital ejercerá sus funciones en forma armónica y 
coordinada con los órganos y autoridades del orden 
regional y nacional con competencias en la materia, 
con miras a garantizar un manejo coherente de estos, 
con sujeción a los principios de coordinación, con-
currencia y complementariedad, las directrices de la 
política nacional para el sector, los planes sectoriales 
del Distrito y los planes especiales adoptados para 
cada recurso turístico en particular.

Parágrafo. Con el propósito de armonizar la polí-
tica distrital de turismo con las generales de la Na-
ción y la de las regiones, la Administración Distri-
tal podrá suscribir convenios con las instancias de 
aquellas para la ejecución de los planes y programas 

responsabilidades en correspondencia con lo que en 
ellos se prevea.

Así mismo, podrá celebrar convenios internacio-
nales relacionados con la industria turística en coor-
dinación con los Ministerios de Comercio, Industria 
y Turismo y Relaciones Exteriores.

Artículo 25. Toda actividad pública o privada que 
pretenda adelantarse sobre los bienes, conjuntos de 
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estos, zonas o áreas del territorio Distrital declarados 
como recursos turísticos, deberá someterse a los pla-

-
gular el uso, manejo y destinación de aquellos. 

En cumplimiento de lo anterior, ni las entidades del 
Estado ni los particulares, podrán acometer proyectos, 
adelantar programas o ejecutar obras que incidan en 

-
les o alteren su capacidad productiva sin la previa au-
torización de la Administración Distrital a la que co-

a lo dispuesto en el Plan de Desarrollo Distrital para 
el sector turístico y los especiales adoptados para cada 
zona en particular.

Artículo 26. eclaratoria. La declaratoria de un 
bien, conjunto de bienes, área del territorio, actividad, 
evento o acontecimiento, como recurso turístico, es de 
competencia exclusiva del Concejo Distrital a iniciati-
va del Alcalde Mayor.

Al Concejo Distrital le corresponde determinar las 

y procedimientos a los que se sujetará tal declarato-
ria, así como el manejo que debe darse a las áreas del 
territorio distrital, bienes, eventos y acontecimientos 
objeto de tal declaratoria.

Cuando la declaratoria recaiga sobre bienes que es-
tén bajo la jurisdicción de la DIMAR, esta participará 
durante todo el proceso en que se tome tal decisión.

Artículo 27. Comité Zona Costera de Buenaven-
tura. Créase el Comité para el Manejo de la Zona 
Costera del Distrito Especial de Buenaventura, el cual 
tendrá como función principal, determinar la vocación 
de la zona costera del Distrito, en los términos previs-
tos en la reglamentación que para tal efecto expida el 
Gobierno Nacional.

El Comité estará integrado por:
1. El Ministro de Defensa Nacional o su delegado.
2. El Ministro de Comercio, Industria y Turismo o 

su delegado.
3. El Ministro de Ambiente, Vivienda y Desarro-

llo Territorial o su delegado.
4. El Ministro de Transporte o su delegado.
5. El Director General Marítimo o su delegado.
6. El Alcalde Distrital.
7. El Personero Distrital.
Parágrafo. Para declarar como recurso turístico a 

una zona costera, se debe contar previamente con el 
concepto favorable del comité para el manejo de la 
zona costera del distrito de Buenaventura.

Artículo 28. Requisitos. Para que sea declarado 
como recurso turístico un bien, conjunto de bienes, 
área del territorio, actividad o acontecimiento que ten-
ga lugar o se desarrolle en jurisdicción del Distrito Es-
pecial de Buenaventura, deberá cumplir las siguientes 
condiciones:

1. Que se trate de bienes, zonas del territorio, even-
tos o acontecimientos que dadas sus características 

-
quitectónicas, históricas o culturales, por naturaleza, 
estén dispuestos para la recreación y el esparcimiento 
individual o colectivo, lo que determina los atractivos 
que estos representan para el desarrollo del turismo.

2. Que las características que dan valor al bien, área 

ser declarado como recurso turístico, sean notorias y 
en consecuencia puedan reconocerse objetivamente 

mediante procedimientos sencillos aplicables directa-
mente por los organismos y autoridades competentes 
en la materia.

3. Que al momento de ser declarados como tales, 

cuando no siéndolo, puedan serlo en el corto, media-
no o largo plazo, en razón de la vocación natural del 

apropiados y dispuestos por su naturaleza para tales 
actividades.

4. Que los servicios turísticos que se instalen en es-
tos o de los que sean dotados los mismos, puedan ser 
usados o prestados sin que los atractivos turísticos que 
posea sufran deterioro de sus condiciones ambientales 
o su capacidad productiva.

5. Que tal declaratoria sea oportuna y conveniente, 
en relación con la existencia de instrumentos apropia-
dos para su preservación, desarrollo, promoción o ex-

la ejecución de los planes, proyectos y obras mínimas 
requeridas para ello.

Artículo 29. Solicitud de declaratoria de recurso 
turístico. La persona natural o jurídica que por razo-
nes de utilidad pública o interés social esté interesada 
en que un bien, conjunto de estos o área del territorio 
sea declarada como recurso turístico, podrá solicitar 
motivadamente al Alcalde Distrital que se presente el 
correspondiente proyecto de acuerdo ante el Concejo.

La respectiva solicitud deberá acompañarse de 
los planes especiales que se propongan para la recu-
peración, preservación, fomento y explotación de los 
bienes y demás elementos que integran el respectivo 

que formen parte de un conjunto de bienes o zona del 
territorio Distrital, cuya adquisición resulte aconseja-
ble y las razones que fundamenten tal decisión.

Artículo 30. Acto de declaratoria de recurso turís-
tico. Cuando el recurso turístico sea declarado sobre 
un bien de uso o dominio público, en el acto de decla-
ratoria del mismo se indicará la autoridad o la entidad 
encargada de la administración y conservación del 
bien objeto de la misma. La administración y explota-
ción de los bienes objeto de dicha declaratoria, podrá 
entregarse a particulares mediante concesión, siempre 
y cuando no se vulneren derechos de entidades públi-
cas. Se exceptúan los bienes de uso público que están 
bajo la jurisdicción de la DIMAR.

Cuando las condiciones o características del bien 
o conjunto de bienes objeto de la declaratoria así lo 
amerite, los mismos deberán contar con un plan y un 
proyecto de reconstrucción, restauración y conserva-
ción. Si se trata de bienes públicos o que estén bajo la 

al presupuesto de la misma entidad, del Distrito Es-
pecial o de la Nación según sea el caso, previa incor-
poración en el plan de desarrollo y en el presupuesto 
anual de acuerdo con las normas orgánicas que regu-
lan la materia.

Artículo 31. Consecuencias. La declaratoria de un 
bien, conjunto de bienes, área del territorio, actividad 
o acontecimiento como recurso turístico, producirá 
sobre estos los siguientes efectos:

a) En las ranjas o áreas del territorio Distrital, 
bienes o conjunto de bienes declarados recursos 
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turísticos de desarrollo prioritario, a partir de su 
declaratoria como:

1. El manejo, recuperación, conservación, fomen-
to y explotación de los bienes y elementos que for-
men parte de la zona declarada como recurso turístico 
de desarrollo prioritario, estarán sujetos a los planes 
y programas especiales que para tal efecto adopte el 
Concejo Distrital a iniciativa del Alcalde Mayor, a 
quien corresponderá reglamentar, controlar y coordi-
nar la ejecución y desarrollo de estos.

2. Todo proyecto que se apruebe para la dotación 
de infraestructura física o la construcción de insta-
laciones turísticas, hoteleras, públicas o privadas y, 
en general, toda iniciativa de desarrollo urbanísti-
co susceptible de alterar las condiciones ecológicas, 
paisajísticas y arquitectónicas y en consecuencia los 
atractivos de los bienes y elementos que integran el 
recurso turístico en particular, estará sometido al régi-
men especial que para el efecto determine el Concejo 
Distrital para el manejo, control, desarrollo, conser-
vación y aprovechamiento sostenible de los mismos, 
previo concepto favorable de la Autoridad de Turismo 
Distrital.

El uso turístico primará sobre cualquier otra activi-
dad que se pretendan adelantar sobre los mismos.

3. El Distrito Especial de Buenaventura no podrá 
variar la declaración de zonas de protección ambien-
tal preexistentes en su área territorial, de conformidad 
con lo establecido en la normativa ambiental vigente. 
Los usos turísticos se desarrollarán con observancia 
del principio de desarrollo sostenible.

4. El apoyo de la Administración Distrital para la 
dotación de servicios públicos e infraestructura básica 
para las zonas, franjas o áreas del territorio, bienes o 
conjunto de bienes declarados recursos turísticos, se 
orientará hacia el desarrollo de la actividad turística, 
de conformidad con los planes maestros adoptados 
para el desarrollo del sector.

5. Las nuevas inversiones turísticas que se reali-
cen en franjas o áreas del territorio Distrital, bienes o 
conjunto de bienes declarados recursos turísticos de 

otorgan a las Zonas Francas Industriales de Servicios 
Turísticos, en los términos del artículo 33 de esta ley.

b) En las áreas o ranjas del territorio Distrital 
declaradas como zonas de reserva, a partir de su 
declaratoria:

1. No se permitirá ningún tipo de desarrollo hasta 
tanto se realicen los estudios necesarios para determi-
nar su impacto ambiental, la demanda turística actual 
y potencial del área afectada, necesidades de dotación 
de infraestructura, factibilidad económica de su ins-
talación, el ordenamiento especial de la misma y su 
correspondiente reglamentación, para asegurar que tal 
intervención no afecte negativamente a sus habitantes 
y a su entorno en general.

2. A las personas naturales o jurídicas, públicas o 
privadas, interesadas en adelantar planes para el apro-
vechamiento o explotación de las zonas o bienes de-
clarados como áreas de reserva turística, les corres-
ponde presentar las propuestas de desarrollo para tales 
proyectos, acompañadas de los estudios requeridos 
para evaluar el impacto que tendrá sobre el bien y los 
habitantes del sector, de conformidad con el numeral 
anterior.

-

sitos establecidos y determinará, con fundamento en 
los estudios presentados, el impacto positivo o negati-

-
terior, autorizará o no la intervención solicitada. Pla-
neación Distrital expedirá la licencia correspondiente.

Las actividades recreativas y de educación am-
biental, que tengan por objeto brindar esparcimiento y 
capacitación, especialmente a las personas de menos 
recursos, no requerirán la licencia de que trata el pre-
sente literal, siempre y cuando, con tales actividades 
no se cause daño o deterioro a las condiciones que 
presentan los recursos naturales y que las actividades 
se realicen utilizando las instalaciones ya existentes.

3. A las comunidades nativas y a los miembros de 
estas que residan en las áreas declaradas como zona 
de reserva turística, se les respetará sus derechos in-
dividuales y colectivos. En consecuencia, se les per-
mitirán los usos residenciales, los relacionados con la 
provisión de servicios básicos de educación, salud y 
domiciliarios y en determinados casos, el desarrollo 

subsistencia.
Los usos permitidos y las condiciones a que deberá 

sujetarse su ejercicio por parte de las comunidades y 
-

ción Distrital, previa concertación con los voceros de 
las comunidades afectadas.

Corresponde a la Administración Distrital adoptar 
los planes, programas y proyectos, ejecutar las obras 
para el desarrollo y mejoramiento de las condiciones 
físicas y la calidad de vida de las comunidades y per-
sonas nativas de las zonas declaradas como de reser-
va turística. Para tales efectos, se realizarán además, 
programas de capacitación y readaptación laboral y 
de desarrollo empresarial, los cuales deberán corres-
ponder con la naturaleza y la calidad de los bienes y 
elementos que forman parte de los atractivos turísti-
cos existentes dentro de la respectiva zona de reserva 
turística, según lo previsto en los planes y programas 

aprovechamiento de los mismos.
CAPÍTULO III

De los estímulos al desarrollo de las actividades 
turísticas

Artículo 32. Actividades turísticas. Para los efectos 
previstos en la presente ley, se entienden por activi-
dades turísticas, el conjunto de medios conducentes 
a omentar la promoción de la región, de sus habi-
tantes o de su biodiversidad, entre otros aspectos; 
culturales, las ue relacionan a los visitantes con 
el modo de vida y las costumbres, conocimientos y 
grado de desarrollo de la región y sus habitantes, y 
la recreación, las actividades ue tengan por objeto 
el esparcimiento y la diversión de uienes se bene-

cian con los eventos ue se realicen en el marco de 
las actividades turísticas en el Distrito.

En desarrollo de tales actividades, son considera-

de hoteles, restaurantes, bares, agencias de viajes, de 
transporte turístico, de explotación de casinos y de-
más juegos permitidos, la promoción y realización 
de congresos, convenciones, espectáculos públicos, 
deportivos, musicales, eventos culturales, actividades 

-
zación de ferias artesanales o culturales, marítimas, 
pesqueras, portuarias, la organización, asesoría, capa-
citación y prestación de servicios turísticos o recrea-
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cionales y los complementarios a estos, incluyendo 
los establecimientos educativos y/o las instituciones 
de educación superior en la capacitación y la forma-
ción de personal en las áreas mencionadas.

Artículo 33. Registro. El Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo llevará en forma sistematizada 
en el Registro Nacional de Turismo, la relación de las 
personas que realizan las actividades descritas en el 
artículo anterior, de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 32 de la Ley 768 de 2002.

Artículo 34. E tensión del régimen de zonas fran-
cas. El Gobierno Nacional, mediante reglamentación 

sean compatibles del régimen de Zonas Francas In-
dustriales de Servicios Turísticos a áreas del territorio 
del Distrito Especial de Buenaventura en los siguien-
tes casos:

1. Para las áreas, terrenos y construcciones que 
conformen empresas o complejos turísticos, centros 
culturales o de convenciones, terminales marítimos, 
férreos, puertos y aeropuertos para carga o de pasaje-
ros que demuestren su relación directa con la promo-
ción o facilitación de las actividades turísticas orienta-
das a la prestación de servicios turísticos para usuarios 
nacionales y extranjeros.

2. En las áreas o terrenos donde se desarrollen pro-
yectos de nuevas inversiones turísticas en jurisdicción 
del Distrito Especial de Buenaventura, que sean o ha-
yan sido declarados como zonas o recursos turísticos 
de desarrollo prioritario.

3. En las demás áreas del territorio del Distrito Es-
pecial de Buenaventura que determine la reglamenta-
ción que expida el Gobierno Nacional.

Cuando el desarrollo y operación de una Zona 
Franca Industrial de Servicios Turísticos afecte el 
desempeño de empresas turísticas establecidas, el Go-

misma, en los términos que señale la respectiva regla-
mentación.

Igualmente, conforme con la reglamentación res-
pectiva, el Gobierno Nacional podrá extender los be-

o extensiones del territorio Distrital en las cuales se 
desarrollen o realicen ferias, exposiciones o muestras 
de bienes o servicios estrechamente relacionados con 
las actividades turísticas, culturales o recreacionales.

T Í T U L O VII
DISPOSICIONES VARIAS COMUNES  
AL DISTRITO DE BUENAVENTURA

CAPÍTULO I
Artículo 35. Área Metropolitana del Litoral Pací-

-
formar junto con los municipios y entidades territoria-
les cercanos, que estén localizados dentro de la franja 
litoral existente, un área metropolitana 
formular, adoptar y adelantar planes para el desarro-
llo armónico e integrado del territorio, el cual quedará 
bajo jurisdicción de aquella, pudiendo racionalizar la 
prestación de servicios a cargo de las entidades que 
la conforman y eventualmente, asumir la prestación 
común de los mismos, ejecutando además obras de 
interés regional y el adelanto de proyectos de interés 
común.

Al área metropolitana que se integre conforme lo 
dispuesto en el presente artículo, le será aplicable el 
régimen ordinario previsto para las mismas, excepto 
en los siguientes aspectos:

1. La Administración Metropolitana será ejercida 
por el Alcalde del Distrito Especial de Buenaventura y 
los alcaldes de los municipios contiguos, quienes con-
formarán la Junta Metropolitana.

2. Al frente del Área Metropolitana estará la Jun-
ta Metropolitana presidida por el Alcalde del Distrito 
Especial de Buenaventura y ejercerá sus funciones de 
conformidad con las disposiciones del Estatuto Me-
tropolitano.

funciones y ejercer competencias de las entidades te-
rritoriales que la conforman, cuando así se determine 

igualmente algunas de las funciones y competencias 
atribuidas a los organismos nacionales, cuando así se 
ordene mediante norma superior delegataria.

4. El control jurisdiccional de los actos, contratos, 
hechos y operaciones del Área Metropolitana del Pa-

Administrativo.
T Í T U L O VIII

DISPOSICIONES APLICABLES A DETERMINA-
DO TIPO DE DISTRITOS ESPECIALES

CAPÍTULO I
Normas relativas al omento del desarrollo econó-
mico y social del Distrito Portuario, Biodiverso, In-

dustrial y Ecoturístico de Buenaventura
Artículo 36. El Gobierno Nacional desarrollará 

los proyectos de infraestructura vial tendientes a co-
municar al Distrito Especial de Buenaventura con los 
diferentes centros de producción tanto regionales como 
nacionales, con el objeto de fortalecer el desarrollo y 
consolidación del transporte multimodal en el Distrito.

Para el cumplimiento de tales propósitos, en cada 
vigencia presupuestal, el Gobierno Nacional apro-
piará las partidas de inversión, dando prioridad a la 
asignación de recursos para la construcción y mante-

que se requieran, así como las obras de infraestructu-
ra, mejoramiento y acondicionamiento de los puertos 
y aeropuertos que permitan el desarrollo del Distrito.

Artículo 37. Las ventajas establecidas en la presente 
ley en materia industrial, portuaria, biodiverso y turísti-
co, se extenderán a los municipios que formen parte del 
Área Metropolitana del Distrito de Buenaventura, en el 
evento que estos decidan incorporar su territorio al del 
Distrito, acogiéndose al régimen de aquella. 

momento en que se legalice tal adhesión, previo cum-
plimiento de los requisitos que para tal efecto ha esta-
blecido la normativa vigente en lo referente a la con-
formación de las Áreas Metropolitanas.

Artículo 38. arque ecnológico del ací co y 
Zona ranca de elecomunicaciones. Créase el Par-

-
titucional y empresarial de centros de desarrollo tec-
nológico, centros de servicio de apoyo al desarrollo 
productivo, núcleos de información, documentación 
y comunicaciones, empresas tractoras y relacionadas, 
incubadoras de base tecnológica, centros de investiga-
ción e innovación y las demás instituciones de educa-
ción superior, tales como instituciones universitarias 
o escuelas tecnológicas, instituciones tecnológicas e 
instituciones técnicas profesionales.

área para el establecimiento de la Zona Franca Indus-
trial de Servicios Tecnológicos e Informáticos, el que 
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se regulará bajo el régimen de Zona Franca Industrial 
de Telecomunicaciones y Servicios Tecnológicos y la 
reglamentación especial que se expida para regular el 

-
-

servancia de los criterios de desarrollo sostenible, en 
armonía con los procesos de ordenamiento territorial 
y de desarrollo.

El Gobierno Nacional, en un término no mayor a 
seis (6) meses, contados a partir de la vigencia de la 
presente ley, expedirá la reglamentación especial de 
que trata el inciso anterior y las normas necesarias 
para estimular la vinculación de capitales nacionales 
y extranjeros al proyecto. De igual forma, expedi-
rá la normativa requerida para la constitución de la 
entidad encargada de la promoción y futura admi-

solución inmobiliaria, así como la reglamentación 
especial para promover la operación, determinar los 
requisitos del usuario operador de la Zona Franca de 
Telecomunicaciones y Servicios Tecnológicos e In-
formáticos así como la de los usuarios prestadores 
de servicios.

CAPÍTULO II
Disposiciones especiales

Artículo 39. el manejo, recuperación, fomento y 
conservación de los cuerpos de aguas y lagunas inte-
riores. De conformidad con las políticas y regulacio-
nes ambientales del orden superior, el Concejo Distri-
tal de Buenaventura, a iniciativa del Alcalde Mayor, 
expedirá las normas que reglamenten lo relativo a la 
recuperación sanitaria del sistema de caños y lagunas 
interiores de la ciudad, mediante acuerdo que deberá 
adoptarse en coordinación con la Dirección General 
Marítima y las autoridades ambientales con jurisdic-
ción en el Distrito de Buenaventura. La Administra-
ción Distrital deberá presentar dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la vigencia de la presente ley, el 
proyecto de acuerdo respectivo.

Así mismo y de conformidad con las políticas y 
regulaciones ambientales del orden superior, deberán 
señalarse las obras de relleno y dragado que resulten 
indispensables para la recuperación de estas áreas, así 
como la destinación y uso que se les dará a los terre-
nos que surjan como resultado de tales obras.

Artículo 40. Centro de estudios internacionales 
para el área del ací co. El Gobierno Nacional creará 
el Centro de Estudios Internacionales para el Área del 

celebrará convenios y tratados internaciona-
les para la organización y funcionamiento del mismo, 
cuya sede principal será el Distrito de Buenaventura.

Para ello, las Autoridades Distritales, actuarán en 
estrecha coordinación y asocio con el Ministerio de Re-
laciones Exteriores, el Ministerio de Educación Nacio-
nal, el Ministerio de Comercio Industria y Turismo, ins-
tituciones de educación superior, asociaciones cívicas, 
gremiales y demás entidades públicas que se requieran.

T Í T U L O IX
RÉGIMEN FISCAL Y TRIBUTARIO

Artículo 41. isposiciones enerales. El Distrito 
Especial de Buenaventura deberá ceñirse a lo consa-
grado en los artículos 356 y 357 de la Constitución en 
materia Fiscal.

Artículo 42. Remisión al Estatuto ributario. Las 
normas del estatuto tributario nacional sobre proce-

-
lización, determinación, discusión, cobro y en general 
la administración de los tributos serán aplicables en el 
Distrito de Buenaventura conforme a la naturaleza y 
estructura funcional de los impuestos de este.

T Í T U L O X
Artículo 43. igencia. La presente ley rige a partir 

de la fecha de su promulgación y deroga toda disposi-
ción que le sea contraria.

Proposición
Apruébese en primer debate el texto propuesto de 

la Enmienda al Proyecto de ley número 083 de 2011 
Cámara, por medio de la cual se adopta el régimen 
político, administrativo y scal del istrito Especial, 

ortuario, Biodiverso, Industrial y Ecoturístico de 
Buenaventura, alle del Cauca.

Heriberto Sanabria Astudillo,
Representante a la Cámara,

Valle del Cauca.
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